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RECOPILACIÓN DE SENTENCIAS Y AUTOS. 
AÑO 1985 
TÍTULOS EXTRANJEROS. Convalidación. Odontólogos. Convenio 
Cultural hispano-argentino de 23 de marzo de 1971. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm 0): SENTENCIA DE 
16 DE ENERO DE 1985. Ponente: D. Diego Espín Cánovas. 
La Audiencia de Valencia dictó sentencia en 16 de noviembre de 1984. en recurso 
seguido al amparo de la Ley 62/78, estimando en parte el recurso interpuesto por Dª Ni/da 
E. A. y D. Juan Carlos C .. contra resolución de 11 de abril de 1984. del Colegio Oficial de 
Odontólogos y Estomatólogos de la Tercera Región. por la que se deniega a los actores de la 
colegiación. condicionándola a un examen de aptitud y contra resolución del Consejo General 
de Odontólogos y Estomatólogos que implantó un examen de aptitud para extranjeros. El 
fallo de dicha Sala desestima el recurso en cuanto a la impugnación directa del acuerdo de 
dicho Consejo General. estimándolo en el sentido de declarar no ajustado a derecho y por 
tanto nulo el acuerdo mencionado del Colegio Oficial de la Tercera Región y declarando en su 
lugar el derecho de los recurrentes a obtener su colegiación como tienen solicitada y sin 
condicionamiento alguno. 
Interpuestos recursos de apelación por el Abogado del Estado y por el Colegio Oficial de 
Odontólogos y Estomatólogos de la Tercera Región. el T. s .. lo desestima. confirmando la sen-
tencia apelada. 
CONSIDERANDO que la litis versa sobre la posibilidad de incorpora -
ción a los Colegios Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos de los 
extranjeros de nacionalidad argentina que careciendo del Título de 
Médicos y habiendo obtenido el de Odontólogos en Facultad de Odonto-
logía argentina, en virtud del Convenio Cultural firmado entre España y 
Argentina, ratificado el veintisiete de Febrero de mil novecientos 
setenta y tres y Orden Ministerial de Educación de veinticinco de 
Febrero de mil novecientos ochenta tema en el que han de tenerse en 
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cuenta, entre otros, los siguientes extremos: 1 º,por Orden del Ministerio 
de Educación de veinticinco de Febrero de mil novecientos cuarenta y 
ocho, se dispuso el cambio de denominación de la Escuela de Odontolo-
gía por la de Escuela de Estomatología que expediría a los Doctores y 
Licenciados en Medicina que hubieran cursado la enseñanza de dicha 
Escuela los títulos de Doctor o Licenciado Médico Estomatólogo, aña-
diendo que los Odontólogos que no hubieran obtenido el Título de 
Licenciado en Medicina conservarían la denominación que en ese 
momento ostentaban; 2°, la Orden del mismo Ministerio de veinte de 
Julio de mil novecientos cuarenta y nueve («Boletín Oficial del Estado», 
20 Agosto siguiente), regula los estudios que han de cursar los Licencia -
dos en Medicina que deseen obtener el Título de Licenciado Médico 
Estomatólogo, en la Escuela de Estomatología, que comprende dos años; 
3°, la Ley de veinte de Julio de mil novecientos cincuenta y cinco sobre 
enseñanza de la Medicina en su art. 1 3 dicta normas para continuar 
estudios de especialización los extranjeros Licenciados en Facultades 
españolas o Centros extranjeros que se acrediten, pudiendo obtener el 
Título de Especialista médico correspondiente «con sujeción por lo que 
al ejercicio profesional se refiere a la legislación general sobre la 
materia»; 
CONSIDERANDO que los demandantes-apelados alegan discrimina-
ción respecto a los Odontólogos españoles al exigírseles una prueba por 
el Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de la Tercera Región 
para su incorporación al mismo, que lesiona su derecho a la igualdad 
conforme a los arts. 13 y 14 de la Constitución Española al no exigirse 
esa prueba de aptitud a odontólogos españoles, estimando también care-
cer de competencia el Consejo General de Odontólogos y Estomatólogos 
para ordenar la práctica de una prueba para los extranjeros en virtud de 
Acuerdo de veinticuatro de Septiembre de mil novecientos ochenta y 
tres, por carecer de atribuciones, oponiéndose por el representante de la 
Administración, así como por el Colegio Oficial de Odontólogos y Esto-
matólogos de Valencia la inadmisibilidad del recurso al no existir acto 
administrativo y en cuanto al fondo o existir discriminación alguna al 
no poderse incorporar al citado Colegio los españoles que carezcan del 
título de Licenciado en Medicina y el de la especialidad al haberse dis-
puesto así a partir del año mil novecientos cuarenta y ocho. 
CONSIDERANDO que en cuanto a la causa de inadmisibilidad ale-
gada en la primera instancia y reiterada ante esta Sala, por el Abogado 
del Estado, se basa en inexistencia de acto administrativo pues la mera 
información solicitada de un empleado del Colegio y constatada en acta 
notarial no constituye acto administrativo por lo que los interesados no 
llegaron a provocar acto administrativo alguno que pudiera ser impug-
nado, ni cabe impugnar un acto colegial cuya voluntad no puede enten-
derse emitida por la mera manifestación informativa de un funcionario 
del mismo, inexistencia de acto administrativo que según el defensor de 
la Administración es de mayor relieve en el proceso de la Ley 62/78 al 
permitir la interposición del recurso jurisdiccional sin la previa vía 
administrativa, insistiendo en esta apelación el Colegio apelante en que 
la información de un empleado no constituye definitiva decisión, como 
lo evidencia que más tarde el quince de Octubre de mil novecientos 
ochenta y cuatro, los interesados presentaron su instancia reglamenta-
ria, provocando la denegación de colegiación con fecha veinticinco del 
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mismo mes, según resulta de las fotocopias de las instancias y acuerdos 
denegatorios acompañados por el propio Colegio a su escrito de interpo-
sición del Recurso de apelación y mandados unir por la providencia 
que admitió dicha apelación, por lo que si bien no cabe aceptar que 
con anterioridad a estas instancias y su denegación existiera acto 
administrativo recurrible, ya que lo recurrido es esencialmente la no 
colegiación, subsanada la falta de decisión denegatoria según demues-
tran fotocopias compulsadas presentadas por el Colegio, debe desesti-
marse la inadmisibilidad alegada en esta instancia por el Abogado del 
Estado para conceder a los recurrentes una mayor efectividad de la 
tutela judicial garantizada por el art. 24.1 de nuestra Constitu-
ción. 
CONSIDERANDO que entrando a conocer del fondo de la litis debe 
tenerse presente que el Convenio Cultural hispano-argentino de veinti-
trés de Marzo de mil novecientos setenta y uno, ratificado el veintisiete 
de Febrero de mil novecientos setenta y tres, permite convalidar títulos 
académicos conforme al Decreto 1.676/1969 de veinticuatro de Julio y 
Orden Ministerial de veinticinco de Agosto de mil novecientos sesenta y 
nueve, habiéndose probado que en aplicación de esta normativa y del 
citado Convenio el Ministerio de Educación y Ciencia por Ordenes de 
veinte de Febrero de mil novecientos ochenta y cuatro convalidó en 
España los Títulos Odontológicos obtenidos por los interesados en Bue-
nos Aires, a los efectos académicos que tiene el título de Odontólogo en 
España, Ordenes ministeriales que asimismo resuelven «Conceder vali-
dez profesional para el ejercicio en España a que capacita el título espa-
ñol de odontólogo», por lo que debe decidirse si esta convalidación 
obliga al Colegio Profesional apelante a admitir la incorporación de 
odontólogos argentinos, desde el punto de vista de su derecho funda-
mental a la igualdad reconocida a los españoles por el art. 14 constitu-
cional. 
CONSIDERANDO que desde el punto de vista del derecho a la igual-
dad invocado por los recurrentes apelados debe decidirse que existe 
lesión del mismo ya que los españoles no han de superar la prueba que 
para los extranjeros tiene acordado el Consejo General y si bien es 
cierto como alega el Colegio apelante que los españoles no pueden ins-
cribirse en los Colegios sin estar en posesión del título de Licenciado o 
Doctor, también de modo transitorio se permite el ejercicio profesional 
de los que ostentasen el antiguo título de especialidad de Odontólogo ya 
suprimido en mil novecientos cuarenta y ocho y aplicando el principio 
de igualdad, esta posibilidad no podrá negarse a los Odontólogos argen -
tinos que no posean el título de Médicos, por lo que en definitiva hay 
que reconocerles igual posibilidad que a los españoles que ejerzan la 
odontología si bien sea para éstos una situación a extinguir mientras 
dicha posibilidad exista pues según el art. 13 de la Constitución Espa-
ñola, los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que 
garantiza el Título en los términos que establezcan los Tratados y la ley, 
reconocimiento que conforme al Convenio Cultural vigente ya citado 
implica el necesario reconocimiento del derecho al colegiarse en idénti-
cas condiciones que los españoles. 
(JUA, 1985, nº 412, pag. 321) 
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REFUGIADOS. DERECHO DE ASILO. Requisitos. Convención de 
Ginebra de 28 de julio de 1951 sobre Estatuto de los Refugiados. 
Ley 5/1984, de 26 de marzo. 
Tribunal Supremo (Sala Y, de lo Contencioso-Administrativo). SEN-
TENCIA DE 22 DE ENERO DE 1985. Ponente: D. Fernando Rol-
dán Martínez. 
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La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional 
dictó sentencia en 22 de septiembre de 1984. desestimando el recurso interpuesto por D. Said 
H. H .. contra resolución del Ministerio del Interior de 2 7 de marzo de 1984, que le denegó el 
reconocimiento de la condición de refugiado en Espmia. 
Interpuesto recurso de apelación por el mismo actor. el T. S. lo desestima con imposición 
de costas al tratarse de un procedimiento seguido al amparo de la Ley 62/78. 
Considerando de la sentencia apelada que se acepta: 
«CONSIDERANDO: Que sin poner en dudas las circunstancias gene-
rales de inseguridad que, según los informes aportados, existen en el 
país de origen del recurrente, es lo cierto que éste no ha acreditado, ni 
siquiera de la forma indiciariamente suficiente que establece el artículo 
8 de la Ley citada y podría bastar según el artículo l-A-2 de la Conven-
ción sobre el estatuto de los refugiados de 28 de Julio de 1.951, que 
tales circunstancias le afectan a él personalmente, ya que no ha apor-
tado, en efecto, en relación con ello prueba alguna y las que se deducen 
del expediente son contradictorias al respecto, puesto que consta su falta 
de presentación inmediata al entrar en España, la demora en solicitar el 
asilo, la dilatada incomparecencia al ser citado, la tenencia del pasa-
porte legal de su país y, por último, por propia declaración, su deseo de 
eludir la prestación allí del servicio militar como causa que le indujo a 
abandonarlo. De ahí que deba reputarse ajustada a derecho la decisión 
que se recurre, que se limitó a resolver según el artículo 22 de la Ley 
citada y el asimismo invocado de la convención de Ginebra e indicando 
incluso en la propuesta de resolución la posibilidad de continuar en 
nuestro país sometido al régimen general de extranjería». 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que las cuestiones suscitadas en la primera ins-
tancia del recurso del que la presente apelación deviene, han sido acer-
tadamente tratadas y resueltas por el Tribunal "ª quo» en los funda-
mentos de la sentencia apelada que aprecia correctamente los hechos y 
aplica debidamente la normativa vigente sobre el reconocimientos de la 
condición de refugiado, pues, aun siendo cierto que la Ley 5/84 de 26 
de Marzo, reguladora del derecho de Asilo y de la condición de refu-
giado, admite en su artículo 8° para que se resuelva favorablemente la 
petición de Asilo la prueba de «indicios suficientes», esto no quiere decir 
que, en todo caso se tenga que reconocer a un extranjero que lo solicite, 
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aunque no exista prueba alguna que lo justifique, sino que deberán 
existir, como mínimo, para estimar el recurso «indicios suficientes», es 
decir, que no puede basarse el reconocimiento de la condición de refu-
giado en simples sospechas ni en meras conjeturas más o menos verosí-
miles, aun cuando pudieran ser acertadas, ya que no debe confundirse 
el indicio con la sospecha, pues el primero necesita siempre de un 
hecho que con arreglo a la sana crítica lleve al convencimiento del juz-
gador, reglas que, aunque no han sido enumeradas en ningún texto 
legal, cabe apoyarlas en lo que la doctrina llama «la crítica experimen-
tal» que aconseja tener en cuenta la materia sobre la que versa el proce-
dimiento, el momento en que fue instada, no siendo válido utilizar este 
medio de prneba en cadena, como muy bien se razona en la sentencia 
apelada para que, partiendo de un hecho cierto, como son las circuns-
tancias generales de inseguridad que existen en el actual régimen 
político-religioso del Irán, país de origen del apelante, sentar un 
segundo indicio y dar por acreditada su condición de refugiado sin estar 
acreditada alguna otra circunstancia que le afectaran a personalmente, 
y, por otra parte, ser contradictorias las que se deducen del expediente, 
que se precisan en el segundo Considerando de la sentencia apelada 
transcrito anteriormente, que llevan primero al Ministro del Interior en 
la resolución impugnada a denegar el reconocimiento de la condición 
de refugiado y a la posterior desestimación del recurso que la Sala de 
Primera Instancia sentencia que debe ser confirmada, pues, en materia 
administrativa, no sancionadora, no es de aplicación el principio in 
dubio pro-reo, ni procede estimar el recurso cuando no exista convic-
ción o certidumbre sobre todo cuando el contenido de algunas de las 
declaraciones del peticionario son contradictorias respecto a las que se 
deducen del expediente, y, además, el artículo 8° de la Ley 5/84 permite 
reiterar el reconocimiento de la condición de refugiado sobre la base de 
nuevos hechos o documentos, procediendo por todo lo expuesto la 
desestimación del presente recurso de apelación. 
(RJA, 1985, nº 240, pag. 242) 
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TRABAJADORES ESPAÑOLES CONTRATADOS EN ESPAÑA PARA PRES-
TAR SERVICIOS EN PAÍS EXTRANJERO. Legislación aplicable. 
Tribunal Supremo (Sala 6", de lo Social): SENTENCIA DE 2 3 DE 
ENERO DE l 985. Ponente: D. Enrique Ruiz Vadillo. 
El T. S. desesti111a el recurso de casacicín por il~(raccicín de ley imerpuesto por JeslÍs Anto-
nio S. F. contra la sentencia de la Mag. Trab .. que desestimcí la de111anda promovida por el 
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CONSIDERANDO: Que el primer motivo del recurso se apoya en el 
número 5 del artículo 167 de la Ley Procesal Laboral al entender que la 
sentencia impugnada incide en error de hecho en la apreciación de las 
pruebas documentales obrantes en autos a los folios 26, 39 y 40, preten-
diendo la adición de un nuevo ordinal que diga «que el actor fue obli-
gado a fijar su residencia en Veracruz, distante del centro de trabajo, 
sito en la central nuclear Laguna Verde, a donde debía desplazarse dia 
riamente, invirtiendo entre la ida y la vuelta al trabajo, al menos, dos 
horas y medio de cada día laborable» pretensión que tiene como obje-
tivo exigir la correspondiente compensación económica por el mayor 
número de horas dedicadas a la actividad laboral en sus desplazamien -
tos, motivo que no puede tener favorable acogida porque en primer 
lugar de los documentos seüalados no se obtienen las conclusiones que 
el recurrente desea, teniendo en cuenta que la cláusula lª del contrato 
dice que el lugar de trabajo será Veracruz (México), así como la misma 
obra, ubicada en el recinto de la Central Nuclear de Laguna Verde, lo 
que demuestra que la actividad se prestaba -no se sabe con qué 
frecuencia - , en uno y otro lugar, sin que la existencia de unas «rutas 
para la trasportación del personal técnico» demuestren lo contrario de lo 
que queda afirmado y finalmente porque, como más adelante se verá, la 
agregación postulada sería, en todo caso, intrascendente, es decir inefi-
caz en el sentido de que ninguna repercusión tendría en el fallo o parte 
dispositiva, por lo que procede la desestimación del motivo, como 
ya se anticipó. 
CONSIDERANDO: Que en el segundo motivo con el mismo apoyo 
procesal se alega también, error de hecho en la apreciación de las prue-
bas documentales obrantes en autos, a los folios 30, 37 y 49 interesán-
dose la supresión de la frase referida a la circunstancia de no haberse 
acreditado la realización de horas extraordinarias y la sustitución por 
otro párrafo que diga que «el actor y la demandada pactaron en contrato 
suscrito en Barcelona el 12 de Enero de 1981 que la jornada de trabajo 
se ajustaría a las disposiciones legales, habiendo realizado el actor una 
jornada semanal de 48 horas de trabajo» pero como en el caso anterior 
el motivo es inviable, porque el folio 30 contiene una declaración gené-
rica de la Comisión Federal de Electricidad en la que se dice que la 
semana normal de trabajo será de 48 horas a cubrir de lunes a sábado y 
una cuantificación de su valor económico o patrimonial, el 3 7 una refe-
rencia al «control horario en tomaduría de tiempo» y el 49 el contrato 
suscrito entre la empresa y el trabajador en cuyo pacto cuarto se con-
creta que la jornada de trabajo y los descansos diario y semanal se ajus-
tarán a las disposiciones legales y se regirán por el cuadro horario 
aprobado por la Inspección de Trabajo, pero de tales documentos no 
pueden deducirse con la claridad y precisión exigibles los hechos que el 
recurrente pretende, pues la sentencia afirma y nada se ha probado en 
contra, que no se ha acreditado la realización de horas extraordinarias, 
lo que hubiera exigido para su eficacia probar el número de horas efec-
tivamente trabajadas, con independencia de las consideraciones jurídi-
cas que a continuación se formularán, lo que conduce, como ya se 
indicó, a la desestimación del motivo. 
CONSIDERANDO: Que el tercero, al amparo procesal del número 1 
del citado artículo 167 de la Ley Procesal Laboral denuncia infracción 
por violación del artículo 1,4 del Estatuto de los Trabajadores (R. 1980, 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO fNTERNACIONAL 
607) en relación con el 34.2 del mismo texto, alegando que dado que la 
jornada ordinaria de trabajo estaba pactada que fuera «la ajustada a las 
disposiciones legales» éstas no podían ser otras que las existentes en el 
Estado español, dado que en el número 4 del artículo 1 del Estatuto de 
los Trabajadores se establece que el contrato celebrado en España por 
empresa española para trabajar en el extranjero se regirá por la legisla-
ción laboral española, pero frente a esta argumentación, en parte cierta, 
del recurrente hay que señalar que, de acuerdo con el resultado histó-
rico, no modificado, no consta acreditado que se realizaran horas 
extraordinarias, ni su cuantía, ni los días en que su actividad laboral se 
realizó en Veracruz o en Laguna Verde, como ya se señaló, por lo que 
no puede decirse que se hayan vulnerado los plurales preceptos invoca-
dos, que aun cuando perfectamente autónomos, e incliviclualizables 
guardan entre sí una cierta relación, porque el artículo 4.1 del Estatuto 
de los Trabajadores ha sido tenido en cuenta por el Magistrado "ª quo» 
puesto que aun sin su cita pormenorizada se contempla y aplica en la 
sentencia el ordenamiento jurídico español y dentro de él, la jurispru-
dencia existente en relación con los principios que inspiran la interpre-
tación contractual, y en cuanto al artículo 34.2 del mismo Estatuto que 
establece la duración máxima de la jornada de trabajo, la resolución 
impugnada razona también su posicionamiento teniendo en cuenta la 
legislación española, como se verá más extensamente en la siguiente y 
última fundamentación jurídica. 
CONSIDERANDO: Que el cuarto motivo con fundamento en el artí-
culo 167. I de la Ley Procesal Laboral denuncia infracción por violación 
del artículo 1.283 del Código Civil estimando que además de la regla 
contenida en el artículo 1.282, debió utilizar la del anteriormente citado 
1.283, según el cual no deberán entenderse comprendidos en el con-
trato, cualquiera que sea la generalidad de los términos del mismo, 
cosas distintas y casos diferentes de aquéllos sobre los que los interesa-
dos se propusieron contratar, concretándose su postura en el sentido de 
que no está claro que las partes incluyeran en el contrato la retribución 
por una concreta y superior jornada, que desde España y antes ele ini-
ciar el trabajo en Méjico era imposible de conocer, motivo que, como 
los anteriores tiene igualmente que decaer: 1 º) Porque el razonamiento 
del recurrente lo que pretende en suma es corregir la interpretación 
hecha por el Magistrado "ª quo» y sustituirla por la suya personal y sub-
jetiva y por tanto interesada, posición tantas veces contemplada en los 
recursos de casación y reiteradamente rechazada por esta Sala; y 2º) 
Porque la complejidad de la prestación dineraria del empresario, conse-
cuencia de la agregación y diversidad de conceptos salariales concurren -
tes, es perfectamente lícito superarla a través del llamado salario global, 
simplificado o profesional que unifica todas las partidas y facilita su 
efectiva realización, con las lógicas limitaciones que de dicho salario 
Único sea, al menos, igual a la suma de las partidas que en él se inte-
gran porque en otro caso constituirá un verdadero fraude ele Ley, y de 
que no esté expresamente prohibido por la Ley, en razón ele las circuns-
tancias especiales que en él concurren, pero como ni uno ni otro 
supuestos limitativos se dan en este caso, procede la desestimación del 
motivo y la del recurso, de acuerdo con el preceptivo informe del 
Ministerio fiscal. 
(}?.JA, 1985, nº 92, pag. 68) 
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MONEDA EXTRANJERA. Pago de salarios en moneda extranjera . 
Principios «rebus sic stantibus» en fluctuaciones de cambios. 
Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social): SENTENCIA DE 30 DE 
ENERO DE 1985. Ponente: D. José Lorca García. 
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El T. S. desesti111a los recursos de casación por infracción de ley interpuestos por Cándido 
C.A. e !11geniería del Atlántico. S. A. contra la sentencia de la Mag. Trab .. que estimó en 
parte la demanda pro111ovida por el pri111ero contra la segunda. en rec!a111ación de 
cantidad. 
CONSIDERANDO: Que la parte actora formula el primer motivo del 
recurso al amparo del artículo 167.5 de la Ley Procesal Laboral, distin-
guiendo en el mismo dos apartados: en el primero de ellos interesa la 
revisión del hecho séptimo de los probados, pues el documento que 
obra al folio 49 de los autos es de fecha 15 de Noviembre de 1.983, pos-
terior, por consiguiente, a la reclamación del actor, 30 de Septiembre de 
1.983, por lo que solicita se elimine del citado hecho la última frase que 
dice «Y 6.459 bolívares en el mes de Noviembre de 1.983, por el con-
cepto de utilidades»; y en el apartado segundo pide se complete la rela-
ción fáctica con un nuevo hecho , que llevaría al número 13 , y ello en 
base al documento que obra al folio 122, en el que se establece la rela-
ción de cambio entre dólares y pesetas, ofreciendo para ello el texto del 
mismo, en relación a la paridad dólar-pesetas en las fechas que señala; 
motivos que deben decaer, supuesto que el primero alude a un docu-
mento que recoge la cantidad abonada por utilidades con cargo al 
período que es objeto de la reclamación y que finalizaba, efectivamente, 
el 30 de Septiembre de 1.983, pero que por razones contables se giró con 
fecha posterior a ella, y el segundo, no tiene transcendencia alguna para 
la fundamentación del fallo, supuesto que, en su caso, ello sería un 
punto a resolver fácilmente en ejecución de sentencia. 
CONSIDERANDO: Que el actor.-recurrente formula el segundo moti-
vo al amparo del artículo 167.5 de la Ley de Procedimiento Laboral, 
pues a su juicio la sentencia incide en error de derecho en la aprecia-
ción de la prueba, al interpretar erróneamente las claúsulas 3, 4, 5 y 7 
del contrato suscrito entre las partes, por cuanto debía percibir 3.000 
dólares U.S.A. mensuales en concepto de salario 1.250 dólares mensua-
les en concepto de vivienda, y por el contrario ha percibido otras distin-
tas cantidades; motivo que debe rechazarse ya que no cita como 
vulnerado ningún precepto valorativo de prueba conforme exige la doc -
trina de esta Sala, reflejada en las Sentencias de 3 de Julio y 1 5 de 
Diciembre de 1982, entre otras. 
CONSIDERANDO: Que el actor-recurrente apoya el tercer motivo del 
recurso en el artículo 167. I de la Ley de Procedimiento Laboral, por 
infracción del artículo 92 de la aludida Ley y los artículos 359 y 360 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; motivo que debe decaer, supuesto que el 
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fa llo de la sentencia condena al pago de una cantidad •resultante en 
pesetas, al cambio ofic ial de España, en la fecha de la Sentencia , corres-
pondiente a la cantidad de ciento setenta y ocho mil ochocientas treinta 
y dos bolívares• lo que acredita que la cantidad que exp resa la condena 
es líquida, clara, precisa y congruente con las peticiones de las partes; 
por lo que al haber sido desestimado este tercer motivo del actor-
recurrente, procede de acuerdo con el dictamen del Ministerio Fiscal, el 
rechazo del recurso por el mismo formalizado contra la sentencia 
de instancia. 
CONSIDERANDO: Que la parte demandada formaliza igualmente 
recurso de casación por infracción de Ley contra la sentencia de instan-
cia, y basa el primer motivo en el artículo 167. I de la Ley Procesal 
Laboral, «por violación de las leyes o doctrina legal» (sic), argumen-
tando que la sentencia recurrida infringe el principio jurídico •rebus sic 
stantibus•, de aplicación en los casos en que por no haberse destruido la 
relación de equivalencia de las prestaciones resultan excesivamente 
onerosas para una de las partes, como sucede en el presente caso en que 
el cambio del dólar ha subido vertiginosamente en perjuicio de empresa 
demandada, cuyo contrato de asistencia con «Tecno Consult• ha perma-
necido invariable, por lo que, a su juicio, ha existido un enriqueci -
miento injusto por parte del demandante . Motivo que aunque planteado 
de una forma un tanto difusa, es lo cierto que no puede estimarse aun 
aplicando la doctrina reiterada de esta Sala de la necesidad de atenuar 
en lo posible el rigor formal, supuesto que no encaja en el presente caso 
el principio jurídico invocado «rebus sic stantibus•, ya que las partes 
tuvieron presente en el momento de firmar el contrato las posibles fluc-
tuaciones de la cotización del dólar, y, con ello, el riesgo de pérdida o 
de ganancia, y máxime teniendo en cuenta que no ha excedido en su 
duración del año; y en lo que respecta al enriquecimiento injusto 
denunciado, es doctrina jurisprudencia! que la falta de causa o de justi-
ficación entre el enriquecimiento de una parte y el emprobrecimiento 
de otra da lugar al mismo, pero al no darse la citada hipótesis en el pre-
sente caso , ya que las partes contemplaron en el momento oportuno el 
riesgo de una pérdida o de una ganancia, no es de apreciar su existen-
cia -así, entre otras Sentencias de 3 y 10 de mayo de 1.983. 
CONSIDERANDO: Que el demandado-recurrente formula el segundo 
motivo al amparo del artículo 167.5 de la Ley de Procedimiento Labo-
ral , sin citar documento alguno, ni aportar nuevo texto; sin que tam-
poco por la argumentación que en defensa de su tesis hace , venga a 
conocerse cuál sea su propósito, pues se limita a impugnar la cláusula 
tercera del contrato, pues a su juicio no es aplicable abonar los salarios 
en moneda que no sea de curso legal en el país donde se está traba-
jando, así como tampoco debe abonar la cantidad que para vivienda se 
le condena en la sentencia recurrida . De esta forma, plantea dos cuestio -
nes nuevas, al no haber sido alegadas ni objeto de debate en el juicio, 
por lo que procede repeler el motivo y, de acuerdo con lo solicitado en 
su preceptivo dictamen por el Ministerio Fiscal , rechazar el recurso del 
demandado , dándosele el destino legal a la cantidad consignada, con 
pérdida de las cinco mil pesetas depositadas, as í como debiendo satisfa-
cer los honorarios del Letrado del trabajador. 
IJUA , 1985, n º 133 , pag . 94) 
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EXTRADICIÓN PASIVA. Constitución Española . Convenio E uro -
peo de Extradición. 
Tribunal Constitucional. SENTENCIA DE 30 DE ENERO DE 1.985 . 
Recurso de amparo constitucional nº 596/1983. Ponente: D. 
Angel Latorre Segura. 
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don 
Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel Latorre Segura, 
don Manuel Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria Begué Cantón, don 
Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel Escudero del Corral, Magis-
trados, ha pronunciado. 
EN NOMBRE DEL REY 
la siguiente 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 596/ 1983, promovido por don 
Maurizio Falessi, representado por el Procurador de los Tribunales don 
Juan M. Sánchez Masa , y bajo la dirección del Letrado con Joan E. Gar-
cés, contra el auto de fecha 14 de julio de 1983 el Juzgado Central de 
Instrucción número 2, dictado en procedimiento de extradición pasiva 
número 31 /1983, y contra todo lo actuado administrativa y judicial-
mente en dicho procedimiento, en especial el auto de 27 de junio y las 
providencias de 27 de julio y 9 de agosto del mismo año. Ha compare-
cido el Ministerio Fiscal en defensa de la legalidad y ha sido ponente el 
Magistrado don Angel Latorre Segura, quien expresa el parecer de 
la Sala . 
I. ANTECEDENTES 
Primero.- El 1 O de agosto de 1983, el Procurador de los Tribunales 
don Juan M. Sánchez Masa , en nombre y representación de don Mauri-
cio Falessi, presentó escrito en este Tribunal Constitucional, por el que 
interponía recurso de amparo contra el auto de fecha 14 de julio del 
mismo año, dictado por el Juzgado Central de Instrucción número 2 y 
contra otras resoluciones judiciales del mismo Juzgado, relativas al pro-
cedimiento de extradición pasiva número 31/1983. De la demanda y 
documentos que se acompañan resulta, en substancia , lo siguiente: 
A) El recurrente , de nacionalidad italiana , fue detenido el 25 de 
junio de 1983 en el aeropuerto de Barajas a requerimiento directo de las 
autoridades italianas cursado por medio de la Interpol, por estar acu-
sado de varios delitos que , según afirma el mismo recurrente, son de 
carácter político. 
B) Por auto de 27 de junio de 1983, el Juzgado Central de Instruc-
ción número 2 inició el correspondiente procedimiento de extradición, 
elevó a prisión la detención efectuada, y considerando de aplicación 
preferente el convenio Europeo de Extradición de 13 de diciembre de 
1957, ratificado por España sobre la normativa establecida por la Ley 
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española de 26 de diciembre de 1958, fijó el pl azo máx imo de cuarenta 
días para que el estado reclamante formulase la solicitud definitiva de 
extradición y documentación precisa . Transcurrido dicho plazo sin que 
se hayan cumplido estos trámites , procederá declarar la libertad del 
reclamado . El mismo auto fija otro plazo también de cuarenta días, a 
contar desde la presentación de la petición formal de extradición, den-
tro del cual el Ministerio de Justicia deberá comunicar al Juzgado si el 
Gobierno ha acordado continuar o no el procedimiento de extradición. 
A falta de tal comunicación, el reclamado será puesto en libertad 
pasado el citado plazo. La concesión de este segundo plazo de cuarenta 
días se basa , en el auto referido , en el artículo 528 de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, según el cual todas las autoridades que intervengan 
en un proceso estarán obligadas a dilatar lo menos posible la detención , 
y la prisión provisional de los inculpados o procesados. 
Conjugando esta prevención con los plazos establecidos en el artí -
culo 12 de la Ley de 26 de diciembre de 1958, más los que prudencial-
mente deben otorgarse para la práctica racional de las diligencias 
establecidas en dicho artículo 12, el Juzgado se consideró obligado a 
fijar este segundo plazo. Contra este auto de 27 de junio de 1983 el soli-
citante del amparo interpuso recurso de reforma, alegando fundamen-
talmente que eran de aplicación los plazos establecidos en la Ley 
española, que son de diez días para que el Estado interesado haga saber 
que se propone pedir la extradición y de quince para la presentación de 
la solicitud definitiva para los países europeos (arts . 13 y 14 de la Ley 
citada). El recurso fue desestimado por auto de 14 de julio de 1983. El 
recurrente solicitó de nuevo la libertad el 26 de julio, siendo rechazada 
su petición por providencia de fecha 27 del mismo mes. 
C) El recurrente, entendiendo que había pasado incluso el plazo de 
cuarenta días fijado en el auto de 27 de junio, y en el artículo 16.4 del 
convenio Europeo de Extradición sin haberse recibido la solicitud defi-
nitiva de extradición en los términos fijados por dicho artículo del Con-
venio en relación con el 12 del mismo y los 10 y 11 de la Ley española, 
solici tó de nuevo la libertad . El Juzgado rechazó la petición por provi-
dencia de 9 de agos to . 
D) El solicitante del amparo entiende que las actuaciones judiciales 
indicadas infringen los artículos 17.1 y 2 y 24.1 y 2 de la Constitución. 
El artículo 17.1 y 2 había sido infringido en cuanto se le ha privado de 
la libertad en los casos y forma prevista en la Ley 26 de diciembre de 
1958, cuyos plazos serían de aplicación, invocándose a favor de esta 
tesis la consulta de la Fiscalia General del Estado de 19 de noviembre 
de 1982, número 2/ 1982. Tampoco se habría cumplido lo dispuesto en 
el Convenio Europeo de Extradición por las razones antes citadas . El 
24. l quedaría vulnerado en cuanto el solicitante del amparo no está 
obteniendo la tutela judicial efectiva, y el 24.2 en cuanto no se ha 
observado, en su caso, el derecho al debido proceso, ya que los plazos 
establecidos por el auto de 27 de junio de 1983 no son conforme a lo 
dispuesto en la citada Ley de 26 de diciembre de 1958, e incluso se 
inventa un procedimiento no previsto en la legislación vigente. 
E) El recurrente concluye solicitando de este Tribunal Constitucional 
que dicte sentencia anulando el auto de 14 de julio de 1983, que denegó 
el recurso de reforma interpuesto contra el del 27 de junio del mismo 
año, ordenando que se siga el debido proceso y que se respete el dere -
cho a la libertad, a no ser privado de la misma sino en los casos y en la 
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forma previstos en la Ley, y a que la detención preventiva no pueda durar 
más del tiempo estrictamente necesario, todo ello de acuerdo con los artí-
culos 17.1 y 2 de la Constitución , y ordenando su inmediata puesta 
en libertad. 
Segundo.- Por providencia de 12 de agosto de 1983, la Sección de 
Vacaciones del Tribunal Constitucional acordó abrir un trámite de inad-
misión y, a este fin , poner de manifiesto al recurrente y al Ministerio Fis-
cal por un plazo común de diez días la posible existencia de las siguientes 
causas de inadmisión: a), no haber presentado copia, traslado o certificado 
de la providencia del Juzgado Central número 2 de 9 de agosto de 1983; 
b), falta de precisión en el amparo que se solicita y en su fundamen-
tación. 
Tercero.- En el plazo otorgado el Ministerio Fiscal dijo que concurrían 
las causas de inadmisión señaladas en la providencia antes citada y soli-
citó que se dictase auto acordando la inadmisión de la demanda, de 
acuerdo con el artículo 50.1.b) de la Ley Orgá nica del Tribunal Constitu-
cional (LOTC), aunque sin perjuicio de lo que pueda resultar de la poste-
rior actuación del recurrente. También en el mismo plazo el solicitante 
del amparo formuló alegaciones diciendo que acompañaba copia de la 
providencia solicitada, como efectivamente hizo. Insistió en que las reso-
luciones recurridas infringían la Ley de 26 de diciembre de 1958, así como 
los artículos 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
referentes al carácter excepcional de la prisión preventiva, y el 6.2 de la 
Convención Europea de los Derechos Humanos, relativa a la presunción 
de inocencia . Advierte que no procede su extradición porque se ha extin-
guido la eventual responsabilidad criminal de hechos cubiertos por la Ley 
española de Amnistía de 1 5 de octubre de 1977, y en tal supuesto no pro-
cede la extradición en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 del Conve-
nio Europeo de Extradición y en el artículo 6.6° de la Ley de 26 de 
diciembre de 1958, en relación con el artículo 11 2.3 del Código PenaL y 
porque, además los delitos que se le imputan son de carácter político-
ideológico (art. 13.3 de la Constitución Española, 10 y 26 de la Constitu-
ción Italiana, 3.1 y 3.2 y 1 O del citado convenio, art. 6.1 de la Ley española 
también citada y 2.2, 23 .3 y 16.2 del Convenio Judicial Europeo en mate-
ria penal). Señala también que ha sido condenado en rebeldía, lo que 
también impide la extradición. En síntesis, afirma el recurrente que no se 
han observado las garantías del procedimiento de extradición pasiva, 
como son las secuencias temporales, las exigencias documentales y los 
requisitos político-administrativos establecidos en la Ley. Concluye solici-
tando la admisión a trámite del recurso y que el Tribunal Constitucional 
acceda a lo solicitado. La providencia cuya copia se acompañaba a este 
escrito deniega la petición de libertad por haber entrado con fecha 2 de 
agos to de 1983 en el Ministerio de Asuntos Exteriores español la docu-
mentación relativa a la extradición solicitada. 
Cuarto.- Por auto de 8 de noviembre de 1983, la Sección Primera de 
este Tribunal Constitucional entendido que el recurrente había subsanado 
los defec tos señalados en la providencia de 12 de agosto y acordó la admi-
sión a trámite del recurso, sin perjuicio de lo que resulte de los anteceden-
tes. Requirió el env ío de testimonio de las ac tuaciones del Juzgado de 
Instrucción número 2 y el emplazamiento de quienes hubieran sido parte 
en el procedimiento para que pudiesen comparecer en el proceso consti tu-
cional, otorgando para ello el plazo de diez días. En este plazo se recibió el 
testimonio de las actuaciones sin que se personase parte alguna . Por provi-
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ciencia de la Sección Primera del Tribuna l Constitucional de fecha 2 1 de 
diciembre de I 983 se acordó condenar al Ministerio Fiscal y al recu -
rrente a un plazo común de veinte días para que presentasen las alega -
ciones que estimasen procedentes. 
Quinto.- En el plazo concedido el Ministerio Fiscal alegó en síntesis 
lo siguiente : 
A) Las cuestiones planteadas en el recurso de amparo deben limi -
tarse a las suscitadas en la llamada fase gubernativa de la extradición, 
que no ha dejado de tener ese carácter porque de acuerdo con la Consti-
tución haya de ser necesaria la intervención judicial para conceder la 
detención preventiva prevista en la Ley española de 26 de diciembre de 
I 958 y en el Convenio Europeo de Extradición. Ello impide entrar en 
consideraciones sobre los presupuestos sustanciales de la extradición, 
sobre los que se decidirá en todo en la fase judicial del procedimiento 
de extradición. 
B) De los derechos fundamentales que se pretende vulnerados es el 
derecho a la libertad (art. 1 7 de la Constitución) el que merece especial 
examen . Prescindiendo del apartado segundo de dicho artículo 17 en lo 
que se refiere al plazo máximo de detención ha sido evidentemente 
cumplido y en lo que respecta a que su duración no podrá exceder del 
tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones 
tendentes al esclarecimiento de los hechos no es aplicable al procedi-
miento de extradición, pues en él no hay que averiguar hecho alguno, 
hay que centrarse en lo dispuesto en el apartado primero, es decir, al 
que garantiza que nadie puede ser privado de su libertad sino en los 
casos y en la forma prevista en la Ley. 
C) Entiende el Ministerio Fiscal que no ha existido vulneración de 
ese precepto, pues la Ley española de 26 de diciembre de 1958 limita su 
vigencia a lo no previsto en los tratados internacionales , por lo que ha 
de darse preferencia como lo hacen las resoluciones judiciales impugna -
das a lo previsto en el Convenio Europeo de Extradición, por lo que, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 10.2 y 96. I de la Constitución 
no puede tacharse de ilegal en manera alguna la decisión judicial de la 
concesión del plazo de cuarenta días para que se presentara la solicitud 
de extradición y los documentos correspondientes. Dentro de ese plazo, 
la Embajada de Italia cursó la solicitud mediante nota verbal y presentó 
los documentos exigidos por el Convenio de Asistencia Judicial y Extra-
dición vigentes entre España e Italia , por lo que la detención del recu-
rrente seguía ajustándose a lo establecido por la Ley. 
D) En cuanto al segundo plazo de cuarenta días fijado por el auto de 
27 de junio para que le fuese comunicado al Juzgado el acuerdo del 
Gobierno sobre la continuación del procedimiento de extradición, dice 
el Ministerio Fiscal que si bien es cierto que la fijación del nuevo plazo 
supone una dosis de creatividad por parte del Juzgado, por él lo que se 
hace es limitar la duración de la fase gubernativa de la extradición que 
en la legislación vigente no está sometida a término alguno, por lo que 
no sólo se produce una ampliación ilegal del período de que dis-
pone el Gobierno . 
E) Rechaza a continuación el Ministerio Fiscal que se hayan vulne-
rado los apartados primero y seguno del artículo 24 de la Constitución . 
Respecto al apartado primero, el derecho a la tutela judicial efectiva no 
se ha visto desconocido ni en abstracto, porque el demandante haya 
dejado de hacer valer sus pretensiones o no hayan recibido sus ciernan -
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das respuestas razonadas en derecho, ni en concreto, porque el derecho 
para el que interesa la tutela judicial -el de libertad- haya sufrido res-
tricción que la Ley no autorice. Y respecto a lo que denomina el deman-
dante derecho al «debido proceso», ni le son imputables al Juez 
dilaciones indebidas, ni la invocación que supuso la concesión por el 
Juez de un segundo plazo redujo las garantías procesales del demandante. 
F) Concluye el Ministerio Fiscal solicitando que se deniegue el 
amparo solicitado. 
Sexto.- También en el plazo otorgado por la providencia de 21 de 
diciembre de 1983 el recurrente formuló sus alegaciones. Se ratifica en 
lo expuesto en sus escritos anteriores y amplía los antecedentes con la 
aportación de los autos del testimonio del Tribunal de Apelación de 
Roma, de fecha 13 de octubre de 1983, como prueba documental docu-
mental de que el recurrente ha sido juzgado y condenado estando ausente 
del proceso, por los mismos hechos que son objeto de demanda de extra-
dición. Mas concretamente el recurrente dijo, en síntesis, lo siguiente: 
A) Se ha violado la garantía constitucional proclamada en el artí-
culo 17.1 de la Constitución. Dispone este precepto que la privatización 
de libertad no puede producirse más que en los casos y en la forma 
establecidos en la Ley. El recurrrente insiste en que la Ley aplicable al 
caso es la española de 26 de diciembre de 1958, ya que el Convenio 
Europeo de 1957 remite el procedimiento de extradición y el de deten-
ción preventiva a la Ley de la parte requerida, salvo disposición expresa 
del mismo Convenio (art. 22). Pero éste no dispone nada en contra de 
la Ley española, ya que en su artículo 16 prevé que será posible en cual-
quier momento la puesta en libertad provisional y que en un plazo de 
dieciocho días la detención preventiva podrá concluir si la parte reque-
rida no hubiese interesado la solicitud de extradición. De estos precep-
tos deduce el recurrente que es de aplicación el artículo 14 de la Ley 
española, que fija un plazo de quince días para países europeos al cabo 
de los cuales el reclamado debe ser puesto en libertad incondicional, y 
aún antes puede serlo en cualquier momento con medidas cautelares. 
No hay oposición, según el recurrente, entre el Convenio y la Ley espa-
ñola porque el Convenio en su artículo 16.4 establece una disposición 
abierta y flexible, mientras que el artículo 14 de la Ley española tiene 
un carácter imperativo, de forma de aquel precepto absorbe a éste. 
B) Se han violado asimismo las garantías constitucionales estableci-
das en el artículo 24. I y 2 de la Constitución. Aparte de las razones 
expuestas en escritos anteriores, hay que señalar que tanto la legislación 
española como la italiana sobre extradición pasiva contemplan un pro-
cedimiento judicial contradictorio, siendo de aplicación en lo que a 
España se refiere, las garantías establecidas en el artículo 24. Entiende 
el recurrente que en el caso objeto del recurso los dos párrafos del artí-
culo 24 han sido vulnerados, contemplados e interpret?.Jos en su con -
junto y de modo integrados e interpenetrados en la dimensión del 
«debido proceso». Estas garantías son las secuencias temporales, las exi-
gencias documentales y los requisitos político-administrativos. 
C) La legislación sobre extradición pasiva atribuye al Juez que ins-
truye el proceso, primero, y a la Audiencia Nacional el control de la 
demanda de extradición en sus diversos aspectos, como son las condi-
ciones de fondo exigidas por el Estado requiriente, las relativas a la per-
sonalidad del individuo reclamado, la calificación de los hechos y la 
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gravedad de la pena y su conformidad de la demanda con el orden 
público nacional. Según el recurrente, en este caso no se habría proce-
dido a ese control. El Juez no ha podido verificar si la documentación 
recibida del Estado requirente reúne las condiciones legales porque sólo 
dispuso de un telegrama del Ministerio de Justicia antes de expirar el 
primer plazo en prisión preventiva. Por otra parte y habiendo conti-
nuado su curso el procedimiento de extradición, el conocimiento del 
expediente por recurrente permite a éste reforzar las razones formuladas 
en la demanda. Del expediente resulta, siempre según el recurrente, que 
la demanda de extradición es incompatible con las garantías del artí-
culo 24.1 y 2 de la Constitución, ya que no es posible acceder a extradi-
ciones para cumplir sentencias penales dictadas en rebeldía, como fue 
la que recayó sobre el recurrente. En el proceso celebrado en Italia se 
produjo indefensión y se desconoció la presunción de inocencia al ser 
juzgado en ausencia y servir de único medio de prueba declaraciones de 
"arrepentidos». Señala seguidamente el recurrente que la Constitución y 
la Ley italianas impiden que el recurrente pueda ser juzgado de nuevo 
por los mismos hechos. Tras un examen de la legislación procesal penal 
italiana el recurrente afirma que, aunque el proceso contra él está en 
Italia en fase de apelación, la condena en primera instancia, dictada en 
su ausencia, le causa un perjuicio que no puede ser reparable mediante 
los recursos de apelación o casación ni tampoco mediante un eventual 
acuerdo con un Estado extranjero. Alega asimismo el recurrente que los 
hechos, por los que ha sido condenado son de naturaleza política y los 
delitos de este carácter están excluidos en la extradición por el artículo 
13.3 de la Constitución, por el Convenio Bilateral de Extradición entre 
España e Italia de 6 de junio de 1868 vigente al producirse los hechos 
(art. 111) por la Ley española (artículo 6) y por el Convenio Europeo 
(art. 3.1). 
Advierte también el recurrente que, de acuerdo con el artículo 24.2 
en relación con el 13.3 de la Constitución, el reclamado debe ser puesto 
en libertad porque se ha extinguido la responsabilidad criminal con-
forme a la legislación española (art. 6.6 de la Ley española en relación 
con el art. 1 O del Convenio Europeo y 112.3 del Código Penal), y ello 
por razón de la amnistía concedida en España por Ley de 1 5 de octubre 
de 1977, número 46/1977. 
D) Concluye el recurrente solicitando que este Tribunal Constitucio-
nal dicte sentencia reconociéndole los derechos constitucionales que le 
han sido negados, restableciéndole en la integridad de los mismos. 
Séptimo.- Por providencia de 23 de enero de 1985 se fijó el día 30 
de enero del mismo año para deliberación y fallo. 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.- El presente recurso se plantea con ocasión de un procedi 
miento de extradición pasiva seguido contra el recurrente, súbdito ita-
liano, a petición del Gobierno de la República de Italia, por diversos 
delitos supuestamente cometidos en su país de origen. Para delimitar el 
objeto del recurso y dado que en los escritos del recurrente se encuen-
tran alegaciones de muy diverso carácter, conviene recordar que, en 
nuestro Derecho, el procedimiento de extradición pasiva se divide sus-
tancialmente y para lo que aquí interesa, en dos fases: una, que se suele 
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denominar gubernativa, aunque como veremos inmediatamente requie-
re una intervención judicial, que tiene por objetoel aseguramiento del 
reclamado y la decisión del Gobierno español sobre si ha lugar o no a 
continuar el procedimiento. La segunda fase de carácter judicial se sus-
tancia, salvo asentimiento de la persona reclamada a la extradición, en 
un juicio contradictorio con la presencia del Fiscal, del interesado y de 
su defensor, debiendo resolver el Tribunal competente mediante auto 
motivado. La intervención judicial es necesaria en la primera fase para 
decretar la prisión del reclamado y para mantenerlo en esa situación 
cuando proceda legalmente. El Juez ejercita en este caso un control 
sobre la privación de libertad del reclamado que viene hoy impuesta 
por el artículo 17 de la Constitución. Pero no le compete conocer de la 
procedencia de ésta, conocimiento que está atribuido al Tribunal que ha 
de decidir en la segunda fase del procedimiento. Ahora bien, el recu-
rrente impugna en el presente recurso de amparo el auto de 14 de julio 
del Juzgado Central número 2 y otras resoluciones del mismo Juzgado 
dictadas en la primera fase del procedimiento y relativas a su situación 
de prisión. Es evidente, por tanto, que caen fuera del presente recurso 
una serie de alegaciones del recurrente en que se invocan supuestos 
impedimentos para proceder a su extradición, ya que se trata de cuestio-
nes que sólo se pueden decidir en la fase judicial. Tales son la supuesta 
naturaleza política de los hechos que le son imputados, el que haya sido 
juzgado en rebeldía por los Tribunales italianos, que se haya extinguido 
su responsabilidad criminal con arreglo a la legislación española y otras 
afirmaciones referidas a los supuestos sustanciales de la extradición. Por 
ello, debe prescindirse de todas esas cuestiones que sólo podrían ser 
objeto del recurso de amparo en su momento y si la decisión firme de 
los Órganos judiciales españoles pudiera quebrantar derechos y liberta-
des susceptibles de dicho recurso, ya que la normativa atinente al Insti-
tuto de la extradición queda en principio fuera del mismo por incluirse 
en el artículo 13.3 de la Constitución, respecto al cual no cabe el recurso 
de amparo (STC núm. 11/1983, de 27 de febrero, RA 373/1982). 
Segundo.- Según el recurrente, las resoluciones judiciales impugna-
das habrían vulnerado los artículos 17 .1 y 4 y el 24.1 y 2 de la Constitu-
ción. Pero cabe desechar de entrada la supuesta vulneración del artículo 
24 en sus dos apartados citados. Respecto al primero, en que se invoca 
la falta de tutela judicial efectiva, basta recordar que el recurrente tuvo 
acceso a la jurisdicción interponiendo recurso de reforma contra el auto 
de 27 de junio de 1983 por el que se decretó su prisión durante el 
tiempo y las condiciones por él fijadas, que obtuvo una respuesta moti-
vada en el auto de 14 de julio, y en cuanto a su petición de libertad for-
mulada al expirar el primer plazo fijado por el citado auto de 27 de 
junio, obtuvo también una respuesta razonada por resolución de 9 de 
agosto. Y el derecho a la tutela judicial efectiva supone básicamente, 
según reiteradísimas resoluciones de este Tribunal Constitucional, el 
acceso a la jurisdicción y la obtención de una resolución jurídicamente 
fundada, siempre que se hayan seguido los cauces procesales legalmente 
establecidos, con independencia de que la resolución sea o no conforme 
a las pretensiones deducidas. En cuanto al apartado segundo del artí-
culo 24 no se aprecia en la actuación del Juzgado la menor vulneración 
de lo que el recurrente denomina el «debido proceso». Ni ha habido 
dilaciones indebidas en la tramitación de los recursos interpuestos, ni se 
ha infringido ninguna de las garantías reconocidas en dicho artículo 
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24.2 ni, en realidad, se ofrece indicio alguno de que hayan sido. Y si en 
las supuestas vulneraciones a las garantías procesales que integran lo 
que en la terminología anglosajona se suele denominar el «due process 
of law» han sido o no vulnerados por los Tribunales italianos, es cues-
tión, como se dijo, ajena al presente recurso. 
Tercero.- Limitando nuestro examen a la supuesta violación del artí-
culo 17.1 y 2 de la Constitución, también procede prescindir sin mayor 
examen del segundo de los apartados citados. Como bien dice el Fiscal, 
la detención preventiva en el procedimiento de extradición no tiene por 
objeto esclarecer hecho alguno, y por otra parte, la garantía fundamen-
tal del 17.2, que es la observancia del plazo máximo de setenta y dos 
horas para que el detenido sea puesto en libertad a disposición judicial, 
se cumplió en este caso sin lugar a dudas. En realidad, la cuestión se 
centra en la invocada vulneración del 17.1 y, en particular, en su 
segundo inciso: «Nadie puede ser privado de su libertad sino con la 
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la 
forma previstos en la Ley». Y lo que en último término alega el recu-
rrente es que las resoluciones del Juzgado Central número 2 relativas a 
su expediente de extradición pasiva le privaron ele su libertad contra lo 
dispuesto por la Ley. 
Cuarto.- Para resolver la. cuestión es necesario tener en cuenta la 
complejidad de las normas que rigen la extradición. Fundamentalmente 
la extradición está regulada en España por la Ley de 26 de diciembre de 
1958, en cuyo artículo 1 º se dispone taxativamente: 
«Las condiciones, el procedimiento y los efectos de la extradi-
ción se regirán: 
1° Por lo convenido en los Tratados. 
2° Por la presente Ley, cuando no exista Tratado para suplir lo no 
previsto en él». 
Es decir, la Ley española de extradición tiene un carácter supletorio 
respecto a los tratados internacionales que el Estado español haya sus-
crito y ratificado o a los que se haya adherido sobre la materia. Con 
independencia, incluso, de lo dispuesto en el artículo 96.1 de la Consti-
tución, según el cual «los tratados internacionales válidamente celebrados, 
una vez publicados en España, formarán parte del ordenamiento interno», 
la citada Ley proclama Ja primacía de la norma convencional sobre la 
norma interna, de forma que ésta tiene carácter solamente supletorio. 
En el presenten caso, en que se plantea una extradición solicitada 
por la República ele Italia, los tratados a considerar son el convenio de 
asistencia judicial penal y de extradición entre España e Italia, firmado 
el 22 ele mayo d 1973, ratificado el 11 de octubre del mismo arfo, y el 
Convenio Europeo de Extradición de 13 de diciembre de 1957, ratifi-
cado por España el 21 de abril ele 1982 y publicado en el «Boletín Ofi-
cial del Estado» de 8 de junio del mismo año, y, entre otros Estados, por 
la República ele Italia el 6 ele agosto ele 1963, entrando en vigor el 4 ele 
noviembre del mismo año. El Juzgado Central de Instancia entendió de 
manera expresa en su Auto de 27 de junio de 1983 que era de aplicación 
preferente el aitículo 16.4 del referido Convenio Europeo, según el cual: 
«La detención preventiva podrá concluir si dentro de los dieciocho 
días siguientes a la misma la parte requerida no hubiese recibido la 
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solicitud de extradición ni los documentos mencionados en el artículo 
17. En ningún caso la detención excederá de cuarenta días, contados 
desde la fecha de la misma . Sin embargo, será posible en cualquier 
momento la puesta en libertad provisional, pero en tal caso la parte 
requerida hab rá de tomar las medidas necesarias para evitar la fuga de 
la persona reclamada». 
En consecuencia, en el Auto de 27 de junio, confirmado por el de 14 
de julio, ambos de 1983, el Juzgado estableció un plazo máximo de cua-
renta días de prisión , prisión equivalente a la detención preventiva de 
que habla el Convenio, para que el Estado reclamante fomrnlase la soli -
citud definitiva de extradición y remitiese Ja documentación precisa, en 
defecto de lo cual procedería la libertad del reclamado. El recurrente 
alega, como ya lo hizo ante el Juzgado, que no es aplicable el plazo de 
cuarenta días sino los plazos más cortos establecidos en la Ley española, 
que prevé el de diez días en caso de requerimiento directo (que es el 
caso actual) para que el Gobierno interesado pueda pedir la extradición, 
y el de quince entre los países europeos para la presentación de la soli-
citud de extradición definitiva (arts. 14 y 13 de la Ley española) . Pero es 
claro que el tantas veces recordado carácter subsidiario de la Ley espa-
ñola hace que el Juez, al considerar de aplicación el plazo más amplio 
previsto en el convenio no privó la libertad al recurrente por más 
tiempo del establecido en la ley o, en este caso, de una norma conte-
nida en un tratado publicado en España y que forma parte de nuestro 
ordenamiento jurídico, sino que se atuvo a la legalidad vigente. Téngase 
en cuenta, a este respecto, que un tratado internacional atribuye dere -
chos y deberes a los Estados contratantes y, por tanto, el Juez debió de 
tener en cuenta también el interés del Estado requirente, a quien el 
plazo máximo fijado en el tratado podría ser necesario para formalizar 
la extradición. Por esta misma razón, es decir, porque un tratado se con-
trae para utilidad de todas las partes contratantes, no es atendible el 
argumento expuesto por el recurrente, especialmente en su escrito final 
de alegaciones, según el cual del hecho de que el Convenio Europeo 
(art. 16.4) diga que la detención podrá concluir dentro de los dieciocho 
días siguientes a la misma, si la parte requerida no hubiese recibido la 
solicitud de extradición ni los documentos correspondientes, o de que la 
libertad provisional «Será posible» en cualquier momento, se desprende 
que deba aplicarse la Ley española. Se trata, en efecto, de posibilidades 
de la parte requerida , cuyo aprovechamiento queda a su prudente arbi-
trio, como lo muestra que, si las ejerce, habrá de tomar (con carácter 
imperativo) las medidas que estime necesarias para evitar la fuga de la 
persona reclamada y que, como prevé el artículo 16.5 del Convenio, la 
puesta en libertad no será obstáculo para una nueva detención si la soli-
citud de ésta se presentare nuevamente. Corresponde al Juez decidir si, 
dadas las circunstancias del caso, es oportuno adelantar la libertad del 
reclamado sin que esté obligado a hacerlo y sin que, por tanto, el hecho 
de mantener la prisión el plazo máximo de cuarenta días a la espera de 
que se reciba la solicitud de extradición constituya un acto ilegal. En 
cuanto al artículo 22 del Convenio, también invocado por el recurrente , 
se limita a la ley de la parte requerida, sa lvo disposición en contrario 
del presente convenio, el procedimiento de extradición, así como el de 
la detención preventiva y basta señalar que el Convenio contiene en sus 
tantas veces citado artículo 16.4 una norma expresa sobre la duración 
de la prisión del reclamado, norma que, conviene recordarlo una vez 
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más, viene establecida no sólo en garantía de la libertad del reclamado, 
sino también en utilidad de los Estados contratantes y, en particular, del 
Estado requiriente, a quien se le asegura un espacio de tiempo para for-
malizar la solicitud de extradición. A la Ley del Estado requerido que-
dan confiados otros extremos importantes del procedimiento relativo a 
la prisión preventiva, como es la existencia y, en su caso, las modalida-
des del control judicial de la misma, extremos que el Convenio no 
regula y para los que hay que remitirse en este caso a la Ley española, 
como supletoria. Por último, tampoco puede dársele en este punto el 
valor que pretende el recurrente a la consulta de la Fiscalía General del 
Estado de 19 de noviembre de 1982 (núm. 2/82), pues con toda eviden-
cia esa consulta no puede condicionar la libertad de interpretación del 
ordenamiento jurídico por parte de los Jueces y Tribunales, que en su 
función jurisdiccional son soberanos y sólo están sometidos al imperio 
de la Ley (art. 117.1 de la Constitución). 
Sexto (sic.).- Alega asimismo el recurrentr que tampoco se cumplió el 
plazo de cuarenta días previsto en el Convenio y considerado como apli-
cable por el Juez, porque ese plazo transcurrió sin que se recibiese peti-
ción formal de extradición, pese a lo cual no fue puesto en libertad. Dice 
el recurrente que lo único que recibió el Juez fue un telegrama del Minis-
terio de Justicia por el que se le comunicaba haberse recibido la solicitud. 
Pero lo cierto es que habiendo recibido el Juez noticia oficial de 
haberse presentado la petición de extradición y la documentación 
correspondiente con antelación a que expirase el plazo de cuarenta días, 
tenía que dar por cumplida la condición impuesta en su auto de 27 de 
junio para mantener la prisión del reclamado, pues la verificación de 
que la documentación presentada sea la legalmente necesaria no corres-
ponde en esta fase al Juez, sino al Ministerio de Justicia, a quien se 
transmitió del de Exteriores la solicitud de extradición para que las exa-
minase y reclamase, si lo estimaba oportuno, los justificantes o aclara-
ciones que considerase necesarios (art. 12 de la Ley española), y ello es 
así porque, como se ha dicho, esta fase del procedimiento de extradi-
ción sigue teniendo carácter gubernativo, aunque sea necesaria la inter-
vención judicial para mantener privado de libertad al reclamado más de 
setenta y dos horas, por imperativo del artículo 17.2 de la Constitución. 
Séptimo.- El recurrente entiende también que el segundo plazo de 
cuarenta días establecido por el Juez para que el Ministerio de Justicia 
le comunique si el Gobierno ha acordado o no continuar el procedi-
miento carece de base legal. Rige en este punto la Ley española en 
defecto de normas convencionales. Pues bien, el mencionado artículo 
12 de la Ley no fija un plazo determinado para el citado acuerdo. En 
efecto, dicho artículo establece que el Ministerio de Justicia, en un 
plazo máximo de ocho días, computados desde la siguiente a la recep-
ción de la solicitud o de los justificantes o aclaraciones por él reclama -
dos, elevará al Gobierno propuesta motivada sobre si ha lugar o no a 
continuar el procedimiento. El Gobierno deberá adoptar su decisión en 
el plazo de quince días, transcurrido el cual sin que el Gobierno haya 
adoptado resolución, el Ministerio de Justicia lo hará en su nombre. 
Hay, pues, un margen de indeterminación en el primer momento, si el 
Ministro de Justicia decide solicitar justificantes o aclaraciones, pues el 
plazo de ocho días en que debe elevar su propuesta al Gobierno se 
cuenta a partir de la recepción de estos datos solicitados por la no siem -
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pre rápida vía diplomática. Tampoco existe un plazo taxativo para que 
el Ministro de Justicia tome la decisión si no lo ha hecho el Gobierno. 
En esas circunstancias el Juez se consideró facultado, en aras de lo dis-
puesto en el a11ículo 528 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, según 
el cual todas las Autoridades que intervengan en un proceso criminal 
estarán obligadas a dilatar lo menos posible la detención y la prisión 
provisional de los inculpados o procesados, para establecer un plazo 
máximo a favor del preso, hoy recurrente, con el objeto de evitar una 
dilación excesiva en la tramitación gubernativa de la extradición. Desde 
el punto de vista del derecho constitucional a la libertad, único que 
aquí interesa, no puede decirse que la fijación de un plazo máximo de 
prisión cuando la Ley no lo fija suponga un ataque a aquel derecho. 
Mas bien es todo lo contrario: una medida dirigida a su protección. 
Octavo.- De todo lo expuesto resulta que no se han vulnerado en las 
resoluciones judiciales impugnadas los derecho fundamentales invocados 
por el recurrente, por lo que procede desestimar el amparo solicitado. 
FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA 
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN 
ESPAÑOLA, 
Ha decidido: 
Denegar el amparo solicitado. 
Publíquese esta sentencia en el "Boletín Oficial del Estado». 
Dada en Madrid a 30 de enero de 1985.-Manuel García-Pelayo y 
Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Díez de Velasco Vallejo.-
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero 
del Corral.-Firmados y rubricados. 
6 
REFUGIADOS. Requisitos para la calificación como tales. Con-
vención de Ginebra de 28 de julio de 1951 sobre Estatuto de los 
Refugiados y Protocolo de Nueva York de 31 de enero de 1967. 
Ley española 5/1984, de 26 de marzo. 
Tribunal Supremo (Sala 3 ª, de lo Contencioso.): SENTENCIA DE 8 DE 
FEBRERO DE 1985. Ponente: D. Matías Malpica González-Elipe. 
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La s,wión Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacio-
nal. dic1ó se111encia, desestimando <'i recurso illlerpuesto por Salam A. A .. contra la resolución 
del iHinisterio del Interior de 5 de junio de 1984. que dmega!J,¡ al recurren/e el reconoci-
miento de la condici,ín de refi1giado. El fallo de dicha Sala declara que la resolución impug-
nada es ajus1ada a derecho. 
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Interpurslo rmirso de apelació11 por ti 111is1110 actor, el T, S., co11jinna11do la sellfencia 
apelada, lo desestima, con expresa imposichin de costas m ambas instanc'ias al halwrse trami-
tado el recurso al amparo de la Ley 62/78. 
CONSIDERANDO: Que, en primer lugar, ha de ponerse de relieve que 
la presente litis, afectando como afecta a la legalidad intrínseca del acto 
administrativo denegatorio de la concesión de la condición de refugiado 
al recurrente y concretamente con relación a la normativa contenida en 
la Ley 5/1984, de 26 de marzo (R. 843) y la Convención sobre el Esta-
tuto de los Refugiados de 28 de julio de 1951, suscrito en Ginebra, cuya 
fiscalización compete a esta jurisdicción, ha de ser sustanciada por los 
trámites de la ley 62/78, de 28 de diciembre, sin que para ello sea pre-
cisa la invocación o fundamentación razonable de ningún precepto 
específico de la Constitución, por prevenirlo así el artículo 24 y Disposi-
ción Transitoria 1 ª de la Ley 5/84. 
CONSIDERANDO: Que, en primer lugar, ha de ponerse de relieve 
que la presente litis, afectando como afecta a la legalidad intrínseca del 
acto administrativo denegatorio de la concesión de la condición de refu-
giado al recurrente y concretamente con relación a la normativa conte-
nida en la Ley 5/1984, de 26 de marzo (R. 843) y la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados de 28 de julio de 1951 suscrito en Ginebra, 
cuya fiscalización compete a esta jurisdicción, ha de ser sustanciada por 
los trámites de la ley 62/78, de 28 de diciembre, sin que para ello sea 
precisa la invocación o fundamentación razonable de ningún precepto 
específico de la Constitución, por prevenirlo así el artículo 24 y Disposi-
ción Transitoria 1 ª de la Ley 5 /84. 
CONSIDERANDO: Que de acuerdo, con lo señalado en el artículo 1-
A) 2 de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951 y del Proto-
colo sobre el mismo tema firmado en Nueva York el 31 de enero de 
1967, a los que se adhirió España en 22 de junio de 1978 y que como 
dice el.apartado 4-III de la Exposición de motivos de la Ley 5/84 repeti-
damente citada, forman parte del Ordenamiento jurídico español 
-artículos 10.2 de la Constitución y lº-5 del Código Civil-, el derecho 
reconocido a los extranjeros para solicitar y obtener la condición jurí-
dica de refugiado ha de basarse, según los artículos 8 y 22-1 de la Ley 
de 26 de marzo de 1984, por lo menos en la existencia de unos datos 
objetivos, de los que puedan interferirse esos indicios suficientes de la 
concurrencia en el sujeto recurrente extranjero, de padecer persecución 
o temor fundado de padecerla por motivos de raza, religión, nacionali-
dad, pertenencia a grupo social determinado, u opiniones o actividades 
políticas, por cuya razón encontrándose fuera del país de su nacionali-
dad, no quiere o no puede acogerse a la protección de su país, (coinci-
dente sustancialmente con el artículo 3° de la Ley 5/84 tan reiterada-
mente citada). Es decir, es una secuela de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, -explicitamente referenciada en el artículo 10.2 de 
la Constitución - adoptada y proclamada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III) de 1 O de diciembre de 
1948, que en su artículo 15, condena las privaciones arbitrarias del dere-
cho a una nacionalidad y del derecho a cambiar de ella, con lo que se 
consagra ese derecho a obtener una protección de carácter internacional 
de sus derechos individuales bajo los auspicios de una bandera determi-
nada evitándose con ello situaciones acontecidas pretéritamente, en que 
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por unas u otras razones de las anteriormente especificadas, podía que-
dar el individuo, como sujeto ele valores humanos, sin esa protección 
como era el caso del apátrida, que quedaba por tal motivo reducido a 
sus propias fuerzas sin ningún «Status» jurídico que lo garantizara del 
ejercicio y reconocimiento ele sus derechos naturales como tal hombre. 
Pues bien, en el caso presente sin que haya siclo ni acreditado ni ale-
gado ninguno de los supuestos obstaculizadores para la concesión del 
carácter ele refugiado pormenorizados en el artículo 3-4 ele la Ley 5 /84, 
incluso sin que haya objeción obstativa del Ministerio de Asuntos Exte-
riores, lo cierto es que en toda la documentación presentada por el 
recurrente-apelante, no parece ningún dato revelador de esa situación 
prevista en el ordenamiento jurídico que le afecte a él personalmente, 
ni aún en el grado de indicio, sospecha o conjetura. Precisamente el 
detallado análisis hecho en el Considerando tercero ele la sentencia 
recurrida, que esta Sala reitera y da por reproducida -lo que haría 
superflua su transcripción - , conduce en forma clara, a la interpretación 
de que esos documentos no transparentan, ni incliciariamente, una 
situación conflictiva del recurrente con el país de su nacionalidad de las 
previstas en el Ordenamiento Jurídico, que ha sido precedentemente 
invoq.do. 
CONSIDERANDO: Que estando, por lo expuesto, acorde en Derecho, 
la sentencia impugnada, procede desestimar el recurso con expresa 
imposición de costas al recurrente, artículo 10.3 de la Ley 62/78. 
(RJA, 1985, nº 800, pag. 634) 
7 
TRATADOS INTERNACIONALES. NO APLICABILIDAD A FALTA DE 
RATIFICACIÓN (EN su CASO) y PUBLICACIÓN EN EL B.O.E. Convención 
Internacional para la Unificación de los Métodos de Análisis y 
Apreciación de los Vinos. 
Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Admº.). SENTENCIA DE 
12 DE MARZO DE 1985. Ponente: D. Manuel Gordillo García. 
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El Consejo de Ministros. en su reunión del 24 de abril de 1 981, tomó. entre otros. el 
acuerdo de sancionar a «V. L.. S. A.». de Catarroja (Valencia), con multa de 964.880 ptas .. 
y la obligación de abonar el importe de la mercancía inspeccionada al no haberse podido lle-
var a término su decomiso. por causas imputables a la interesada. que se eleva a 4.824.401 
ptas.. con independencia del pago de los gastos y tasas devengados por gestión técnico-
facultativa; e interpuesto recurso de reposición ji1e desestimado por otro awerdo del propio 
Consejo de Ministros de fecha 12 de febrero de 1982. 
Interpuesto recurso contencioso-administrativo por «V. L.. S. A.», el T. S .. lo estima en 
parte, anulando las resoluciones impugnadas por no ser conformes a Derecho. 
CONSIDERANDO: Que el presente recurso contencioso-administrativo 
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se interpone por ,,v. L., S. A.», contra la Resolución del Consejo de 
Ministros de 24 de abril de 1981 -que impone a la referida Sociedad 
una multa de 964.880 pesetas, más el pago del importe de la mercancía 
que no pudo ser decomisada, cifrado en 4.824.401 pesetas, y de los gas-
tos y tasas por gestión técnico facultativa que ascienden a 2. 700 pesetas, 
por la comisión de una infracción prevista en el artículo 62-C 5 del 
Decreto de 23 de Marzo de 1972 -que aprueba el Reglamento para la 
ejecución del Estatuto de la Viña, del Vino y de los Alcoholes de 2 de 
diciembre de 1970- en relación con el Anexo C de la Convención 
Internacional para la unificación de los Métodos de Análisis y de Apre-
ciación de los Vinos y Disposición Adicional 2ª del Decreto antedicho 
-y contra la Resolución del propio Consejo de Ministros de 12 de 
febrero de 1982, que desestima el recurso de reposición promovido 
frente a la anterior. 
CONSIDERANDO: Que examinada en primer término, por impera-
tivo del orden procesal a que ha de acomodarse el juzgador en la for-
mación de la Sentencia, la alegación de inadmisibilidad del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto que se formula por el Sr. Abo-
gado del Estado, al amparo del artículo 82-D de la Ley Reguladora de la 
Jurisdicción, consistente en que el escrito de interposición ha sido pre-
sentado después de transcurridos los dos meses que señala el artículo 58 
de la propia Ley; ha de ser rechazada por la Sala la mencionada alega-
ción, ya que el Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 de febrero de 
1982, fue notificado el 21 de abril de ese mismo año a la Sociedad 
actora, que interpuso el recurso contencioso-administrativo de 7 de 
junio siguiente, dentro, en consecuencia, del plazo de dos meses legal-
mente establecido. 
CONSIDERANDO: Que, en lo que se refiere al fondo del asunto, ha 
de significarse que impuesta la sanción a la Sociedad recurrente por 
exceder los vinos analizados la cantidad de 5 mg/l autorizada como 
límite máximo de flúor en el Anexo C de la Convención Internacional 
para la unificación de los Métodos de Análisis y de apreciación de los 
Vinos (aprobado, al parecer, en París, en septiembre de 1961), no consta 
que el mismo haya sido ratificado por España y publicado en el corres-
pondiente períodico oficial -como lo fueron los Anexos A y B Boletín 
Oficial del Estado de 28 de abril y 11 de mayo de 1956- por lo que, a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley de Régimen Jurídico de 
la Administración del Estado de 26 de julio de 1957, no puede producir 
efectos jurídicos, ni tampoco, en consecuencia, determinar su incumpli-
miento la imposición de una sanción. 
CONSIDERANDO: Que, por cuanto antes se expone, procede estimar 
en parte el recurso contencioso-administrativo interpuesto por «V. L., S. 
A.», y declarar que las resoluciones adminstrativas impugnadas no son 
conformes a derecho, por lo que se anulan y dejan sin valor ni efecto, 
desestimando las demás peticiones deducidas en la demanda; sin que, a 
tenor de lo prevenido en el artículo 131 de la Ley Jurisdiccional, sea de 
apreciar temeridad o mala fe para imposición de las costas causa -
das. 
(RJA, 1985, nº 4739, pag. 3963) 
423 
JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 
8 
EXTRANJEROS. PERMISOS DE RESIDENCIA y DE TRABAJO. Denega-
ción por motivos de orden público. 
Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm º): SENTENCIA DE 
25 DE ABRIL DE 1985. Ponente: D. José Mª Sánchez-Andrade y 
Sal. 
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Por resolución del Gobierno Civil de Vizcaya de 25 de marzo de 1980 acordó al archivo 
de las actuacio11es i11coadas con motivo de la solicitud de permiso de trabajo y autorización de 
residencia formulada por D. Ig11acio L. R.; que interpuesto recurso de reposició11. jite tdcita-
me/1fe desestimado. 
Int,~puesto rernrso co11tencioso-administrativo por Ignacio L. R .. la Sala de la Audiencia 
Territorial de Bilbao, en sentmcia de 11 de febrero de 1983, lo estima. anulando el acto 
impugnado por no ser ajustado a Derecho. 
Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado. el T. S .. acepta11do los conside-
randos I". 2'' y 7" de la smtencia apelada. lo desestima. confirmando aquélla por estar ajus-
tada a Derecho. 
Considerandos de la sentencia apelada que se aceptan: 
«PRIMERO: Que es objeto de impugnación a través del presente 
recurso contencioso-administrativo la denegación presunta por silencio 
administrativo del recurso de reposición interpuesto contra resolución 
del Gobierno Civil de Vizcaya de 2 5 de marzo de 1980 que acordaba el 
archivo de las actuaciones incoadas con motivo de la solicitud de per-
miso de trabajo y autorización de residencia formulada por el ahora 
recurrente Ignacio L. R. 
SEGUNDO: Que son hechos de los que ha de partir la Sala por 
hallarse acreditados en el expediente administrativo incorporado a los 
autores y por el resultado de la prueba practicada en los mismos, los 
siguientes: a) D. Ignacio L. R. trabaja desde junio de 1976 en la empresa 
«A., S. A.», como ingeniero industrial con título de «Master of Science» 
en ingeniería mecánica expedido por la Universidad de California en 
Berkeley (Estados Unidos), habiéndose sido otorgado para ello los opor-
tunos permisos por el Ministerio de Trabajo y por la Dirección General 
de Seguridad; b) durante el tiempo de su permanencia en España ha 
estado domiciliado en Bilbao Gran Vía 56; la empresa en que trabaja ha 
cotizado por él en la Seguridad Social; el expresado ha presentado 
declaración por impuesto sobre la renta de las personas físicas, y ha 
observado buena conducta según acredita la Jefatura Superior de Policía 
de Bilbao; c) la Dirección General de Empleo informa que en la espe-
cialidad de Ingeniero Jefe de Exportación que tiene el ahora recurrente 
no hay ningún parado si bien son 176 los ingenieros industriales inscri-
tos en el paro. 
SEPTIMO: Que no procede un especial pronunciamiento en cuanto 
a las costas». 
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Considerandos del Tribun al Supremo. 
CONSIDERANDO que acreditado en el expedien te administrativo en 
que recayó la Resolución del Gobernador Civil de Vizcaya de 25 de 
marzo de 1980, que la sentencia objeto del recurso de apelación que se 
enjuicia anula, Resolución que acordaba el archivo de las actuaciones 
iniciadas con motivo de la solicitud de permiso de trabajo y autoriza-
ción de residencia formulada por D. Ignacio L. R., que el Sr. L. R., de 
nacionalidad mejicana, se encontraba en España en la fecha 4 de Enero 
de 1980 en que tuvo su entrada en la Delegación del Trabajo de Bilbao 
la solicitud de renovación de permiso de trabajo y autorización de resi-
dencia, hallándose en posesión de permiso de trabajo vigente hasta el 
18 de mayo de 1980, siendo D. Ignacio L. R. persona que careciendo de 
antecedentes penales observa buena conducta, según informa el Jefe 
Superior de Policía de Bilbao, en cuya ciudad trabaja en la Empresa «A., 
S. A.» dedicada a la construcción de escotillas de buque, como Ingeniero 
ayudante Jefe de exportación, amparado por el contrato de trabajo de 
fecha 12 de mayo de 1976, poseyendo según se hace constar por el apo-
derado de la referida Empresa, «una alta especialización en el trabajo 
que desempeña, en esta Empresa en la que ha formado un equipo téc-
nico, fruto del cual ha sido la construcción de una Rampa de Popa arti-
culada primera proyectada y construida en España», siendo su sustitución 
altamente costosa para la Empresa en que trabaja , no existiendo, según 
informe de la Oficina de Empleo de la Delegación Provincial de Trabajo 
de Bilbao de fecha 13 de febrero de 1980, ningún parado en la especia-
lidad y puesto de trabajo desempeñado por el Sr. L. R., resultaba impro-
cedente el archivo de las actuaciones originadas por la solicitud de 
permiso de trabajo y autorización de residencia por él mismo formula-
das, acordada por el Sr. Gobernador Civil de Vizcaya, haciendo uso de 
las facu ltades al mismo conferidas por el art. 2° del Real Decreto 1874/ 
78 de 2 de junio, dado que, como tiene declarado esta Sala, entre otras, 
en sus sentencias de 17 de octubre de 1983 y 19 de octubre de 1983 y 19 
de noviembre de 1984, recaídas en aplicación del Real Decreto l 031 de 
3 de mayo de 1980, normativa que sustituyó el Real Decreto 1874/78 
que regulaba la concesión y renovación de permisos de trabajo a extran-
jeros, la referencia al orden público que dichas disposiciones contienen, 
encierra un concepto jurídico indeterminado que exige una prueba 
detallada y precisa de los presupuestos fácticos que la hacen aplicable, 
no bastando la invocación genérica de dicho término para archivar la 
solicitud de autorización de residencia y permiso de trabajo . 
CONSIDERANDO que ante la inexistencia de razones de orden 
público que fundamenten el lícito ejercicio de la facultad conferida al 
Gobernador Civil de Vizcaya , en virtud de lo dispuesto en el art . 2º del 
Real Decreto 1874/78 de 2 de junio, para acordar sin más el archivo de 
las actuaciones iniciadas por la solicitud de permiso de trabajo y autori-
zación de residencia formulada por D. Ignacio L. R., debió dicha Autori-
dad remitir la solicitud del permiso de trabajo de la Delegación 
Provincial del Ministerio de Trabajo en Bilbao, para que de conformi-
dad con lo ordenado en el párrafo 2° del precitado art. tramite el expe-
diente a tenor de lo prescrito en el Decreto 1870/68 de 27 de julio, con 
los efectos que prevé el art. 3° del Real Decreto 1874/78. 
CONSIDERANDO que las anteriores consideraciones conducen a 
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declarar la nulidad de la Resolución del Gobernador Civil de Vizcaya de 
fecha 25 de marzo de 1980, al no haberse ajustado a Derecho a la orden 
de archivo de las actuaciones incoadas con motivo de la solicitud de 
permiso de trabajo y autorización de residencia formulada por D. Igna -
cio L. R., todo ello sin que proceda hacer una especial condena en costas. 
(RJA, 1985, nº 2878, pag. 2439) 
9 
REFUGIADOS. Requisitos para la calificación como tales. Con-
vención de Ginebra de 28 de julio de 1951. Ley española 5/1984, 
de 26 de marzo. 
Tribunal Supremo (Sala Y, de lo Contencioso-Adm 0). SENTENCIA DE 9 
DE MAYO DE 1985. Ponente: D. José Mª Ruiz-Jarabo Ferrán. 
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La Sección Primera de la Audiencia Nacional dictó sentencia en I 9 de enero de I 985. en 
procedimiento seguido al amparo de la Ley 62/78. desestimado el recurso interpuesto por el 
s1íbdito iraní Ariang Ch .. contra resoluciones del Ministerio del Interior de 23 de febrero de 
I 984. que le denegaron el reconocimiento de la condición de refi1giado en Espmia y la de I 7 de 
julio del mismo mio. que desestimó la reposición deducida contra la anterior. 
Interpuesto recurso de apelación por el mismo actor el T. S. lo dese1tima con expresa impo-
sición de costas en ambas instancias. 
CONSIDERANDO: Que conforme a lo establecido en el artículo l-A-2) 
de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 28 
de Julio de 1951, y del Protocolo sobre el mismo tema firmado en 
Nueva York el 31 de Enero de 1.967, a los que se adhirió España el 22 
de Junio de 1.978, y que como expresamente se declara en el apartado 
4-III de la Exposición de Motivos de la Ley 5/1.984, de 26 de Marzo, 
reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, forman 
parte del ordenamiento jurídico español, el derecho reconocido a los 
extranjeros para solicitar y obtener la condición jurídica de refugiado ha 
de venir fundado en la existencia de unos datos objetivos, de los que 
puedan deducirse de forma suficiente, la concurrencia en el extranjero 
peticionario del asilo, de alguna de las circunstancias determinadas en 
el artículo 3° de la precitada Ley de 26 de Marzo de 1.984, que se refie-
ren, en concreto, a los que sufren persecución, o tienen temor fundado 
de padecerla, por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia o 
grupo social determinado, o por opiniones o actividades políticas, esta-
bleciéndose al respecto en el artículo 8° de la indicada Ley, la necesidad 
de que tales circunstancias o supuestos para solicitar asilo puedan dedu -
cirse por «indicios suficientes». 
CONSIDERANDO: Que en el presente supuesto, que es práctica-
mente idéntico al resuelto en la sentencia de esta Sala de 22 de Enero 
del corriente año 1.985 (R. 240), la Sala de primera instancia en la sen-
tencia ahora apelada, no estimó que se hubieran acreditado, ni siquiera 
de la forma indiciariamente suficiente que establece el ya citado artí-
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culo 8° de la Ley 5/1.984, que en el súbdito de nacionalidad iraní solici-
tante de la condición de refugiado en Espaüa, concurrieran alguno de 
los supuestos previstos en los números 1 a 3 del artículo 3° de la refe· 
rida Ley, ya que no ha aportado prueba que sea demostrativa de dicha 
concurrencia, no entendiendo por tal una serie de cartas cruzadas entre 
aquél, hoy apelante, y otras personas que se autotitulan miembros de un 
movimiento de resistencia nacional iraní, conclusión, por consiguiente, 
denegatoria de la pretensión de aquél y, por ello, confirmatoria de las 
resoluciones del Ministerio del Interior que denegaron al accionante el 
reconocimiento de la condición de refugiado en Espaüa, en la que debe 
insistirse, por cuanto, a tenor de los elementos de prueba aportados por 
el apelante, limitados a las cartas antes aludidas, no cabe estimar que 
ello suponga un indicio suficientemente acreditativo de la concurrencia 
en aquél de alguno de los supuestos del mencionado artículo 3°, pues 
en realidad la solicitud de asilo en el presente caso, aparece más fun· 
dada en sospechas o conjeturas del peticionario de refugio, lo que, como 
ya se ha establecido por esta Sala en la antes aludida SEntencia de 22 
de Enero último, no es equivalente a «indicios suficientes», no pudiendo 
deducirse de las cartas aportadas a este proceso, la realidad de una 
situación de inseguridad personal en el hoy apelante, ni de persecución 
al mismo por alguno de los motivos seüalaclos en los apartados a) y b) 
del número 2 del tantas veces aludido artículo 3, existiéndo en el pre-
sente caso, igual, repetimos, en su planteamiento fáctico al resuelto en 
la sentencia de 22 de Enero de 1.985, una serie de circunstancias con-
tradictorias, y que pueden llevar a una presunción contraria a lo intere-
sado por el solicitante del refugio, como son la permanencia en su país 
durante un dilatado período bajo el actual régimen, su paso por otro 
país, al menos, también signatario de la Convención de Ginebra de 28 
de Julio de 1.951, sin solicitar en este último asilo, y, por último, su 
dilación -más de nueve meses- en la presentación de la solicitud ori-
gen de las actuaciones administrativas dese su entrada en Espaüa, cir-
cunstancias contradictorias, en suma, que impiden llegar a la convicción 
de que en el hoy apelante se den, ni tan siquiera, esos indicios suficien -
tes, a que repetidamente hemos aludido. 
(RJA, 1985, nº 2340, pag. 1981) 
10 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCA EXTRANJERA. Contrato de «fran -
chising». Convenio de Paris de 20 de marzo de 1883. Estatuto de 
la Propiedad Industrial. 
Tribunal Supremo (Sala 1 ª, de lo Civil): SENTENCIA DE 15 DE MAYO 
DE 1985. Ponente: D. Jaime de Castro García. 
Ante el Juzgado de Primera Instancia n' I de los de Palma de Mallorca. fueron vistos los 
awos de juicio declarativo de mayor cuantía. instados por la Corporación «King -Seeley 
111ermo Ca.», la Entidad Frimont. S. P. A. y la Entidad «M. Frau, S. A.», contra la Entidad 
«Friusa». sobre el derecho de uso de la marca denominada «Scotsman». 
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El Juez de Pri111era /11sta11cia dict1í se11te11cia, por la que, cstima11do la demanda inter-
puesta por la represe11tacid11 de los actores, comYida también contra Friusa co11¡1cida también 
como Friu, S. A., condend il la demandada a cesar en el uso de la marca <(S('tJfs111am), 
debicndo abstenerse e11 lo s11cesivo de c11alq11icr acto de ¡wrt11rbació11 cn la pacífica posesiiÍ11 de 
la expresada marca a los actores, desestima11do IÍ11egrammte la reco11venció11 formulada por 
la demandada, si11 hacer expresa imposición de costas a las partes. Apelada la sc111encia por 
la representación de la parte dema11dada, la Audimcia, dictd se/1/encia estima11d,1 el rewrso 
de ape/ació11 interpuesto y 11ombre y represmtació11 de la mtidad Friusa, co11tra la sente11cia 
de 28 de enero de 1982, dictada por el Ilmo. Sr. Juez del J11zgado de Primera Instancian" I 
de los de Palma, m el juicio declarativo de mayor wantia de que este rollo di111a11a, y la 
revocó IÍ1tegrame111e, y m su consewmcia desestimamos la demanda interpuesta en la i11s-
ta11cia, y estimamos la reco11vencidn por el dema11dado form11/ada y co11sig11ienteme111e, debe-
mos declarar que la importacidn, distribuchí11 y vmta por parte de Friusa de las máq11i11as 
fabricadoras de hielo, marca «Scotsma11», siempre que se wmpla11 los trá111ites lega/111entc 
establecidos y previo abo110 de los derechos ara11celarios correspo11dimtes, es una actividad pcr-
fectame11te legal contenida dentro de los fines f1111dacio11ales de la empresa y que. m come-
cuencia, Friusa p11ede ofrecer dichas máquinas y hacer publicidad de las mismas explica11do 
s11s caracterfsticas, procedencia identificándolas por su marca de fábrica «Scotsmam conde-
11a11do a las entidades reco11vmidas a estar y pasar por las ameriores declaraciones y a no 
realizar actividad alg1111a que venga11 a limitar o entorpecer el ~jercicio de los referidos dere-
chos, todo ello sin hacer especial pro111111ciamimto l'l1 cuanto al pago de las costas causadas <'11 
esta instancia. 
La representacidn de la parte actora, interpuso recurso de casación por inji-accitÍn de 
ley. 
CONSIDERANDO: Que para llegar a la desestimación de la demanda 
la Sala de instancia sienta como hecho capital de su tesis, no combatido 
en el recurso, el aserto de que los frigoríficos y máquinas productoras de 
hielo comercializados por la entidad demandada FRIU, S. A., tienen la 
auténtica marca en debate y han sido adquiridos lícitamente en el mer-
cado internacional para su reventa en territorio español; premisas que 
sirven a su conclusión de que sin negar la realidad de la licencia para 
el uso de aquel signo distintivo concedida por KING-SEEL Y THERMOS 
CO en favor de la codemandante FRIMONT, S. P. A. así como la de la 
«suplicencia» otorgada por la segunda en beneficio de la también actora 
M. FRAU, S. A., la pretensión de tales entidades postulando la condena 
de la demandada "ª cesar en el uso de la marca SCOTSMAN, abstenién-
dose en lo sucesivo de cualquier acto de perturbación en la pacífica 
posesión de la misma» a las accionantes, tiene que ser rechazada por 
cuanto que, según entiende, el contrato de licencia de uso de una 
marca, en cuya virtud se faculta a un tercero para su utilización (que en 
principio corresponde con carácter exclusivo al titular concedente), no 
puede impedir que quien ha adquirido, «prevaliéndose de unos canales 
comerciales en modo alguno prohibidos», algunos productos con tal ele-
mento diferenciador, use la marca inherente a las mercaderías y que no 
puede suprimir con arreglo a lo ordenado en el número cuarto del artí-
culo ciento veintitrés del Estatuto sobre la Propiedad Industrial «anun-
ciándola y exponiéndola al público mediante fotografías u otros medios 
de publicidad, no cabiendo convertir un problema sobre determinadas 
deficiencias de distribución comercial en otro distinto sobre derechos de 
propiedad industrial en modo alguno conculcados, a menos que se reco-
nozca la creación de una situación monopolística que impida a los 
demás comerciantes ejercitar debidamente su actividad mercantil». 
CONSIDERANDO: Que el motivo único del recurso interpuesto por 
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las entidades actoras se ampara en el ord ina l primero del artícu lo mi l 
se iscientos noventa y dos de Ja Ley de Enjuiciamiento Civil y denuncia 
la infracción por violación de l art ículo treinta y uno del referido Esta-
tuto, arg umenta ndo qu e dicho precepto «permite impedir las llamadas 
importaciones pa ralelas por quienes son los titulares de la marca regis-
trada y los licenciatarios o sublicenciatari os de uso de dicha marca, 
cuyos contratos hayan sido inscritos en el Registro de la Propiedad 
Industrial», pues el acceso al mismo de un contrato o subcontrato de esa 
clase «le otorga efi cac ia fren te a terceros y pe rmite al sublicenciado (s ic) 
de uso de una marca oponerse a la rea li zación de importaciones de pro-
ductos de dicha marca»; alegación que no puede prosperar, por las 
siguientes razones: Primera) Si, como reconocen las recurrentes, «la 
cuestión planteada es la de la even tual circulación de la s mercancías 
marcadas lícitamente en el país de orige n, au n cuando la ma rca perte -
nezca en el país de su des tino a otro sujeto», claro es tá que no existe en 
la normativa esta tutari a sobre ta l signo un precepto específico prohibi-
tivo de un a actividad como la que se pretende impedir, y no cabe invo-
car al artículo diez de l Esta tuto, como el recurso sos tiene, ya que tal 
disposición , concebida en términos de gra n ge nera lidad, se limita a 
enu nciar el amparo dispensable, <W n la forma y condiciones que se 
determinan», "ª las patentes, marcas, modelos y dibujos de todas clases, 
nombres comerciales, rótulos de establecimiento y películas cinemato-
gráficas», cuando el registro fu ere concedido. Segunda) El derecho a la 
exportación exclusiva que la marca otorga a su titular, distinguiendo el 
producto fab ri cado de los simila res en el mercado (artícu lo primero del 
Estatuto) , ninguna relación guarda con la situación creada por la 
reventa en el área geográfica a la que se extiende la li ce ncia de uso de 
la marca de productos 1 ícitarnente dis tinguidos con ésta y adq uiridos en 
el ejercicio de una procedente act ividad come rcial, aunque acudiendo a 
ca uces distintos de los abi ertos por el beneficiario de la conces ión . Ter-
cera) El artíc ulo tre inta y uno del Estatuto, linica norma cuya infracción 
se aduce , se limita a disponer, en concordancia con el treinta y dos, que 
las tra nsferencias de modalidades de la propiedad industria l no perjudi -
ca n a tercero mie nt ras no se acred ite mediante el oportuno docum ento 
fehaciente en los libros del Regis tro la trasmisión operada -sentencia 
de seis de oc tubre de mil novecientos setenta y dos y las que en ella se 
citan-, supuesto normativo en el que no cabe subsumi r, por evidente 
divers idad , una si tuación como la debatida en el proceso y p lanteada en 
el recurso, y por otra parte entre las modalidades regist rales susceptibles 
de derecho de propiedad industrial no están comprendidos los contratos 
de «li cencia y sublicencia de uso» de una marca -artículos dos y tres 
del Estatuto y artículo dos del Conven io de Pa rís de Ve inte de Marzo de 
mil ochocientos ochenta y tres, con sus posteriores revisiones hasta el 
catorce de julio de mil novecie ntos sesenta y siete -, lo que sign ifica 
que esos negocios, con los efectos vinculantes del caso entre los que se 
ligaron , no pueden constreñir en forma alguna las importaciones que 
del producto ya fabricado por el originario titula r de la marca se hagan 
con destino a su venta en el mercado nac ional, corno acontece, mutatis 
mutandi, con las patentes de introducción . Cuarta) En defini tiva, dichos 
convenios, que tanta a nalogía guardan con los de concesión o distribu-
ción en exclusiva, negocios a típ icos y de naturaleza mixta, alud idos en 
repetidas ocasiones por la jurisprudencia -sentencias ele veintinueve de 
octubre de mi l novecientos cincuenta y cinco, catorce de noviembre de 
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mil novecientos setenta, diecisiete de diciembre de mil novecientos 
setenta y tres, treinta de septiembre de mil novecientos setenta y ocho y 
uno de junio de mil novecientos setenta y nueve, entre otras- y prác-
tica identidad con el contrato denominado de «Fraichising», caracteri-
zado por la autorización que el concedente da al concesionario para 
utilizar su marca, generalmente internacional, integrándolo en su red 
de comercialización, no pueden entrañar obstáculo para que un tercero 
ajeno al pacto pueda comerciar productos con la marca legítima y por 
lo tanto fabricados por e 1 cedente, sin que a ello pueda oponerse la 
constancia registra! o toma de razón de la licencia de uso de tal signo 
distintivo, aunque sí legitimarán a los concesionarios para combatir la 
fabricación en territorio nacional de los apartados y máquinas diferen-
ciados con la marca. 
CONSIDERANDO: Que por lo e>.'Puesto procede la desestimación del 
recurso, con el pronunciamiento preceptivo en cuanto a la imposición 
de costas, artículo mil setecientos cuarenta y ocho de la Ley Procesal, y 
sin que haya lugar a mención alguna en cuanto al depósito, no consti-
tuido por existir disconformidad entre las sentencias de uno y otro 
grado. 
(RJA, 1985, nº 2393, pag. 2025) 
11 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO. Súbditos de países hispa -
noamericanos. Ley de 30 de diciembre de 1969. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Administrativo)): SEN-
TENCIA DE 2 5 DE MAYO DE 1985. Ponente: D. Julio Fernández Santamaría. 
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La Sala Tercera de lvladrid dictó sentmcia m 21 de octubre de 1982. estimando el 
recurso interpuesto por don Sergio G. D. contra resolución de la Delegación Provincia/ de Tra-
bajo de Madrid de I febrero 1980 por la que se le denegó el pmniso de trabajo a dicho actor. 
ciudadano argentino. El fallo de dicha Sala anula la resolución impugnada declarando el 
derecho del Sr. G. B. para trabajar en Espmia sin necesidad de permiso de trabajo. 
Interpuesto rcrnrso de apelación por el Abogado del Estado. el T. S. lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que el Abogado del Estado impugna la sentencia 
apelada en base al siguiente argumento: la Ley de 30 de Diciembre de 
1.969 establece que los trabajadores iberoamericanos queden exentos de 
la obligación de proveerse del permiso de trabajo que exigía el Decreto 
de 27 de Julio de 1.968 y, por tanto, si con posterioridad a dicho 
Decreto, surge otra norma del mismo rango -Decreto de 2 de Junio de 
1978- que vuelve a exigir para todos los trabajadores extranjeros la 
obtención del permiso de trabajo, es indudable que ha de hablarse de 
normas del mismo rango y considerar vigente a la posterior. 
CONSIDERANDO: Que esas razones del Abogado del Estado no 
tiene fuerza jurídica para desvirtuar los acertados fundamentos de la 
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sentencia apelada, que asumimos; pero, además, esta Sala en sentencias 
de 5 y 2 de Noviembre de 1. 982, 21 y 27 de Enero y 1 7 de Noviembre 
de 1.983, entre otras, ha sentado sobre la cuestión debatida los siguiente: 
a) en la Ley 118/69 de 30 de Diciembre, se pretendió el reconocimiento 
especial y pormenorizado de la igualdad de derechos en los trabajadores 
Hispanoamericanos, entre otros, residentes en nuestro país. b) como 
expresión de esta equiparación y cumpliendo lo mandado en la Disposi-
ción Adicional ele la citada Ley 118/69, que faculta al Ministerio de Tra-
bajo para dictar las disposiciones necesarias para su desarrollo y 
ejecución, se publica la Orden Ministerial de 1 5 de Enero de 1. 970, exi-
miendo, entre otros, a los súbditos hispanoamericanos que «trabajan en 
territorio español, o pretendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena" 
«de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que con carácter 
general y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral 
en Esparia, preceptúa el artículo 4° del Decreto 1.870/68 de 27 ele 
Julio ... » c) a la vista de ello no ofrece duda que el Real Decreto 1874/78 
ele 2 de Junio, vigente a la fecha de la petición respecto a la concesión y 
renovación del permiso de trabajo a los extranjeros, no era aplicable al 
supuesto examinado, al tratarse ele un extranjero hispanoamericano, 
que queda fuera ele dicha Regulación general, ya que existe una especí-
fica contenida en la Ley y Orden citada; y no puede estimarse derogada 
esta Orden de 15 de Enero de 1.970, que desarrolla y ejecuta la Ley 119/ 
69, por el Decreto 1874/1.978, en donde no figura ninguna disposición 
que la deje expresamente sin efecto, como ocurrió con el Decreto de 27 
de Julio de 1.969 en relación con el Decreto de 16 de Abril de 1.948 
-que en su artículo 1° equiparaba a efectos laborables- de los trabaja-
dores de nacionalidad argentina a los españoles. 
(RJA. 1985, nº 2623, pag. 2220) 
12 
EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS. Improcedencia de la 
ejecución de una sentencia extranjera de divorcio de cónyuges 
españoles residentes en España. Competencia de los tribunales 
españoles. Fraude de ley. 
Tribunal Supremo (Sala lª, de lo Civil). AUTO DE 27 DE MAYO DE 
1985. Ponente: D. Jaime Santos Briz. 
Don Francisco F. R. solicitó de la Sala l' del T. S. la ejewción de sentencia de divorcio. 
dictada el 2 7 de diciembre de 1979. por el Juzgado de Primera Instancia de lo Civil del Dis-
trito Bravos de Chihuahua (Méjico). en autos seguidos con su esposa D' Elena C. C. 
Se pasaron las actuaciones al Ministerio Fiscal que dictaminó que 110 procedía acordar la 
ejecución solicitada. y se requirió a la Procuradora de la parte para que aportara certificacián 
de residencia de los cónyuges en el Estado de Chihuahua dura/1/e el tiempo m que se produjo 
el divorcio. certiflcachín ésta que no .fi1e aportada. 
El T. S. declara no haber lugar a la ejecución en Espmia de la sentencia r~(erida. 
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CONSIDERANDO: que de lo actuado resulta que los solicitantes de 
ejecución en España de la sentencia de divorcio entre ellos dictada por el 
Juzgado de 1 ª Instancia de lo Civil del Distrito Bravos de Chihuahua 
(Méjico), en fecha veintisiete de diciembre de l.979, son espafioles, 
tanto en la actualidad como en la fecha en que se siguió dicho proceso, 
y además consta que ambos residen en Espaüa y son vecinos de 
Pozuelo del Rey (Madrid); datos fácticos que impiden reconocer por los 
Tribunales espafioles la eficacia de la sentencia de divorcio a que se ha 
hecho referencia; toda vez que: a) el artículo 107 número primero del 
Código Civil, preceptúa, que la separación y el divorcio se regirán por la 
Ley nacional común de los cónyuges en el momento de la presentación 
de la demanda; respecto de lo que nada consta en contrario en cuanto a 
la común nacionalidad espaüola de ambos solicitantes; b) las disposi-
ciones adicionales segunda y tercera de la Ley de siete de julio de l.981 
seüalan para casos como el presente, de forma inequívoca, la competen-
cia de los Órganos jurisdiccionales espaüoles; por tanto, como ya dicta-
mina el Ministerio Fiscal, habían de solicitar el divorcio ante los 
Tribunales Espaüoles; c) por último, de accederse a la petición formu-
lada se infringe el artículo sexto apartado cuarto, del Código Civil, en 
cuanto la conducta de los peticionarios implicaría un claro fraude de 
ley que no impedirá la debida aplicación de la norma que se hubiere 
tratado de eludir. 
(RJA., 1985, nº 2813, pag. 2354) 
13 
CONTRATO DE TRANSPORTE TERRESTRE. AVERÍA DE MERCANCÍA. 
Convenio de Ginebra de 19 de mayo de 1956. Interrupción y no 
suspensión de la prescripción por presentación de la demanda 
aun sin acto de conciliación previo. 
Tribunal Supremo (Sala 1 ª, de lo Civil). SENTENCIA DE 1 o DE JUNIO 
DE 1985. Ponente: D. Jaime Santos Briz. 
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D. J\11to11io A. S. presenl<Í por 111edio de s11 representación procesal. ame el .Juzgado de 
Pri111era Instancia 11'' l l de Barcelona, de111anda de juicio declarativo de mayor c11a111ía con-
tra la mtidad «Transportes José C. B .. S. A.». sobre r<'Chrn1<1ció11 de ca111idad. co1110 inde111ni-
zación por perjuicios sz(fridos a consec11mcia de una avena parcial de un cargame1110 de 
ji-uta. transportado a Francia. ocasfonada por defectuoso _(¡111ciona111iento del sistema de re(ri· 
geració11 del ci1111ió11. 
La de111anda se opus,, y el .Juzgado esti111ó íntegra111ente la de111a11da. sin dec/aracián 
expresa sobre costas; resolución que. ta111bién sin i111posicití11 de costas. jiie co11(1r111ada por la 
Sala Segunda de lo Civil de la A11dimcia Territorial de Barcelona. que co11oció del recurso de 
apelación i11terp11esto por la sociedad interpelada. 
La dc111a11da .fimnillizó recurso de casació11 por i11ji-accid11 de ley. 
FI T. S. declara 110 haber l119ar al recurso de casación por i11fi·acció11 de ley. 
El T. S. declara 110 haber lugar al recurso y co11dena a la rewrrmte al pago de las costas 
e11 él ocasicmadils y <7 la pirdid,1 del depósito co11stituido. 
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CONSIDERANDO: Que lo actuado se deduce como acreditado en la 
instancia y a tener en cuenta en este recurso de casación, por no ser 
impugnados por el cauce adecuado los hechos probados, que la entidad 
demandada ahora recurrente efectuó en el mes de junio de mil nove-
cientos setenta y ocho un transporte encargado por la actora y recurrida, 
a instancia de la cual se descubrió a la llegada de la mercancía el dete-
rioro de la misma mediante informe técnico acerca de la causa de ello, 
lo que motivó una carta de reclamación ya en octubre de mil novecien-
tos setenta y ocho, y más tarde otra el siete de marzo de mil novecien-
tos setenta y nueve, ambas enviadas por correo certificado y finalmente 
también la presentación de la demanda ante la Junta de Detasas con 
fecha uno de junio de mil novecientos setenta y nueve, petición que 
después de sus trámites correspondientes terminó por informe plena-
mente favorable de Ja Junta de fecha veinticuatro de octubre de mil 
novecientos setenta y nueve, por último Ja demanda originadora de este 
proceso se presentó el trece de noviembre de mil novecientos setenta y 
nueve (considerando primero de la sentencia recurrida); consta también 
(considerando tercero de Ja misma) que el deterioro de Ja mercancía se 
debió a defecto del aparato frigorífico del camión que Ja transportaba, 
así como el importe de Ja avería parcial de los géneros, hechos que no 
se impugnan en este recurso. 
CONSIDERANDO: Que los motivos primero y tercero, por conducto 
del número primero del artículo mil seiscientos noventa y dos de Ja Ley 
de Enjuiciamiento Civil, alegan ambos la infracción del párrafo segundo 
del artículo treinta y dos del Convenio de Ginebra de diecinueve de mayo 
de mil novecientos cincuenta y seis, ratificado por España en doce de 
febrero de mil novecientos setenta y cuatro y publicado en el B. O. del 
Estado el siete de mayo del mismo año, uno de dichos motivos acusa la 
infracción por interpretación errónea y el otro por violación; fundamenta 
el recurso de esta impugnación en que a Ja reclamación escrita interrup-
tora de la prescripción no se acompañaron documentos, que habrían de 
ser devueltos según el precepto invocado como infringido al responder 
por escrito; integrando esta circunstancia según Ja recurrente la infracción 
acusada; interpretación que ha de rechazarse, toda vez que: a) la norma 
en cuestión no establece como preceptivo al hacer Ja reclamación escrita 
que se acompañen documentos, siendo esencial y verdadera «ratio 
Legis» Ja reclamación extrajudicial por escrito, y no que se adjunte a la 
misma documento alguno, aunque en caso de acompañarlos han de 
devolverse al contestar; b) del texto literal de la norma no se deduce en 
modo alguno que sea eficaz la reclamación escrita a Ja que no se acom-
pañan documentos, la que en el caso debatido ha de surtir plenos efec-
tos, puesto que consta probado de el deudor, actual recurrente, recibió 
una carta de reclamación en octubre de mil novecientos setenta y ocho 
y otra el siete de marzo de mil novecientos setenta y nueve, y además 
se hizo la misma reclamación ante la Junta de Detasas en uno de junio 
de mil novecientos setenta y nueve, a las cuales no ha contestado en 
ninguna forma; todo Jo que, sin más aditamentos, conduce a Ja desesti-
mación de estos motivos; así como el segundo, que con el mismo 
amparo procesal acusa la inÚacción por violación del artículo tercero 
del Código Civil, en cuanto manda que la interpretación de las leyes ha 
de atenerse en primer lugar a su tenor literal, ni el espíritu de la norma 
que interpretó (artículo treinta y dos, párrafo dos, del citado Convenio 
de Ginebra de diecinueve de mayo de mil novecientos cincuenta y seis). 
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CONSIDERANDO: Que nuestra legislación sustantiva civil, apartán-
dose de las precedentes patrios, no recoge la suspensió de la prescrip-
ción y aunque no en el Código Civil, en otros Cuerpos legales quedan 
vestigios de esos antecedentes (por ejemplo en el Código Penal al regu-
lar la prescripción de los delitos, artículo ciento catorce, párrafo dos, a 
diferencia de la prescripción de las penas, y en la Ley de Enjuicia-
miento Civil, al regular la caducidad de la instancia, artículo cuatro-
cientos doce); en cambio, algunas legislaciones extranjeras sí regulan la 
suspensión de la prescripción (así los Códigos Civiles de Francia 
-a1tículos dos mil ochocientos cincuenta y uno a dos mil doscientos 
cincuenta y nueve-, Austria -parágrafos mil cuatrocientos noventa y 
cuatro a mil cuatrocientos noventa y seis-, Alemania -parágrafos dos-
cientos dos a doscientos siete-, suizo de obligaciones (artículo ciento 
treinta y cuatro) e Italia (artículos dos mil novecientos cuarenta y uno y 
siguientes); sin embargo, en nuestro Código Civil se consideran casos de 
«interrupción» los que en esas legislaciones se reconocen corno de «sus-
pensión» de la prescripción; concepto que solamente se aplica en el 
ordenamiento español cuando la ley de forma expresa se refiera a ella 
mandando que el plazo «Se reanude» y no que «Comience a correr de 
nuevo»; y dentro de esta regla general de interrupción y no de suspen-
sión se ha declarado por esta Sala -sentencia de veintiséis de abril de 
mil novecientos sesenta y nueve- que la demanda que reúna los requi-
sitos legales del artículo quinientos veinticuatro de la Ley de Enjuicia -
miento Civil una vez presentada interrumpe la descripción, aunque no 
se haya celebrado acto de conciliación previo, circunstancias que no 
invalida las actuaciones procesales iniciadas con la demanda; según 
este razonamiento, ha de ser desestimado también el motivo cuarto de 
este recurso que alega con el mismo apoyo procesal la infracción por 
violación del artículo treinta y dos número tercero del Convenio de 
Ginebra repetidamente aludido, norma que deja a salvo lo dispuesto en 
el párrafo anterior (número segundo) y que se limita a determinar que 
tanto para la suspensión de la prescripción corno para su interrupción 
se seguirá la Ley del Territorio en que se tramite el proceso, por lo tanto, 
en el caso de la legislación española la exclusión de causas de suspen-
sión; por lo que cabe afirmar que en todo caso y dada la normativa 
comentada, de conformidad con los objetivos perseguidos por el recurso, 
es evidente que no había prescrito la acción ejercitada en la demanda y 
que fue correcta su estimación en la sentencia recurrida, que confirmó 
el fallo dictado en el primer grado jurisdiccional. 
CONSIDERANDO: Que la desestimación de todos los motivos de 
recurso da lugar a la de éste en su totalidad, con imposición de las cos-
tas a la recurrente y pérdida del depósito constituido para recurrir, al 
que se dará el destino legal (artículo mil setecientos cuarenta y ocho, 
anterior redacción aplicable, de la Ley de Enjuiciamiento civil. 
(RJA. 1985. nº 3103, pag. 2653)Civil). 
14 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO. Tratado hispano-argentino 
mRISPRU DENC IA ESPAÑOLA DE DERECHO I NTERNACIONAL 
de 21 de septiembre de 1863. Ley de 30 de diciem bre de 1969. 
Decreto de 2 de junio de l 968. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adm º). SENTE NCIA DE 
1 O DE JUNIO DE 1985. Ponente: D. José Pérez Fernández. 
La Sala Tercera de /l'ladrid. dictó sentmcia m 6 de diciembre de 1982, esti111a11do el 
rem rso interpuesto por D" Noemi Graciela R. G., contra resolución de la Delegación de Tra· 
bajo de I de febrero de 1980, por la que se denegó el permiso de trabajo. El fa llo de dicha 
Sala declara el derecho de la actora a trabajar en Espaiia sin necesidad de permiso de trabajo 
alguno. 
/11terp11 esto recurso de apelació11 por el Abogado del Estado. el T. S .. lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que denegado permiso de trabajo por la Delega· 
ción de Trabajo de Madrid solicitado por la súbdita Argentina Noemi 
Graciela R. G. en resolución de 1° de febrero de 1.980 fu e revocada por 
sentencia de la Sala Tercera de la Audiencia Territorial de Madrid de 7 
de diciembre de 1.982 la que se recurre y la que· habrá de ser ratificada 
por la de esta Sala , consecuentemente con lo que se tiene declarado en 
reiteradas sentencias a las que cumple señalar por hacer expresa refe-
rencia a súbditos argentinos, las de 16 de septiembre de 1.982 y 17 del 
mismo mes y año declarando la primera de las citadas que «El Decreto 
de 27 de julio de 1.968 excluye del régimen general que establece sobre 
autorizaciones a trabajo con España las situaciones basadas en Tratados 
o Convenios Internacionales suscritos por España, y a su vez el artículo 
96 de la Constitución Española dispone que «los Tratados Internaciona-
les válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, 
formarán parte del ordenamiento interno» mientras conserven su vigen-
cia con arreglo a las normas previstas en los propios tratados o de 
acuerdo con las generales del Derecho Internacional; por lo que al no 
estar denunciado el Tratado de Reconocimiento, Paz y Amistad cele-
brado entre España y Argentina de 1.863 que dispone que los súbditos 
de una y otra nación pueden ejercer libremente un oficio o profesión en 
los mismos términos de la cláusula de Nación , más favorecida y habida 
cuenta que el Tratado de España con la República Federal de Alemania 
de 191 O establece que los nacionales de una de las partes podrán ejercer 
actividades económicas y profesionales en el Territorio de la Parte en 
las mismas condiciones que los nacionales asimismo la Ley de 30 de 
diciembre de 1.969 sobre Relaciones Laborales de la Comunidad 
Iberoamericana-Filipina· autoriza a los súbditos Iberoamericanos que 
trabajen o pretendan trabajar en territorio nacional por cuenta propia o 
ajena quedan exentos de proveerse del permiso de trabajo que con 
carácter general, se exige a todos los extranjeros , es claro que esta nor-
mativa como también las Ordenes que en virtud de específica habilita-
ción fueran dictadas para el desarrollo y ejecución de lo acordado 
establecen una equiparación a efectos laborales entre españoles y argen-
tinos que debe ser respetada puesto que , no quebrantan la je rarquía nor-
mativa del posterior Decreto de 2 de junio de 1978 que ni expresa ni 
tácitamente derrogó esa anterior normativa». 
(RJA. 1985, nº, 3619, pag. 3089) 
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15 
EXTRANJEROS. Convalidación y reconocimiento. Odontólogo. 
Convenio Cultural hispano -argentino de 23 de marzo de 1971. 
Ley de febrero de 1974 sobre Colegios Profesionales. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Admº). SENTENCIA DE 
26 DE JUNIO DE 1985 . Ponente: D. José L. Ruiz Sánchez. 
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La Sala de Valencia dictó sentencia en 2 de abril de 1985 en procedimiento seguido al 
amparo de In Ley 62 /78. estimando el recurso interpuesto por D. Héctor M. B .. contra reso· 
lución de 25 de octubre de 1984. del Colegio Oficial de Odontólogos y Estomntólogos de In 111 
Región. por In que se deniega In colegiación ni recurrente en base ni nrt . 14 de la Constitu· 
ción. El fallo de dicha Sala anula In resolución impugnada declarando el derecho del recu-
rrente a obtener In colegiación. 
Interpuesto rewrso de npelnción por el Colegio Oficial de Odontólogos 111encio11ndo. el T. S. 
aceptando los considerandos de In sentencia apelada que a co111i111iación se transcriben. lo 
desestima. con expresa i111posición de costas en ambas instancias ni haberse tramitado el 
recurso ni amparo de In Ley 62 / 78. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
«PRIMERO.- Que en el presente recurso contencioso-administrativo 
de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales se impugna 
la resolución de veinticinco de Febrero de mil novecientos ochenta y 
cuatro, del Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de la Ter-
cera Región que deniega la colegiación a Don Héctor M . B.; 
SEGUNDO.- Que la parte hoy actora en aplicación del Convenio Cul-
tural suscrito entre España y Argentina, el veintitrés de Marzo de mil 
novecientos setenta y uno ha obtenido la habilitación para el ejercicio 
del a profesión en España a que capacita el título español de odontó-
logo por resolución del Ministerio de Educación y Ciencia de veintiocho 
de Septiembre de mil novecientos ochenta y cuatro, y que no ha sido 
alegada por el Colegio Oficial demandado, ninguna de las causas esta-
blecidas en el artº 48 del Estatuto del Consejo General de los Colegios 
Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos para negar la colegia 
ción; 
TERCERO.- Que el artº 3 de la Ley de Colegios profesionales de trece 
de Febrero de mil novecientos setenta y cuatro, establece que quien 
ostente la titulación requerida y reúna las condiciones señaladas estatu-
tariamente tendrá derecho a ser admitido en el colegio profesional que 
corresponda y que reuniendo ambos requisitos el Sr. M. B. no puede 
estimarse válida la vu lneración del artº 14 de la Constitución como fun-
damento de la negativa de colegiación; 
CUARTO.- Que la convalidación del título de Odontólogo obtenido 
en la República de Argentina está regulada por el Decreto- 1676/1969, 
por la Orden de veinticinco de Agosto de mil novecientos sesenta y 
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nueve, y por el convenio cultural entre España y Argentina suscrito el 
veintitrés de Marzo de mil novecientos setenta y uno y ratificado el 
veintisiete de febrero de mil novecientos setenta y tres y que se ha reco-
nocido individualmente a favor del actor por la Resolución del Ministe-
rio de Educación y Ciencia de veintiocho de Septiembre de mil 
novecientos ochenta y cuatro y que dicha resolución es inmediatamente 
ejecutiva en virtud del 33 de la Ley del Régimen Jurídico de la Admi-
nistración del Estado, 
QUINTO.- Que dicha resolución produce desde su notificación todos 
sus efectos pese a los posibles recursos administrativos que se puedan 
interponer contra la misma por no haber sido suspendidas en vía admi-
nistrativa y que por lo tanto resulta de obligado cumplimiento por lo 
que procede estimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto y 
anular la resolución del Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos 
de la Tercera Región•. 
(RJA. 1985. nº 3883, pag. 3250) 
16 
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. Declaración Universal de Derechos 
Humanos. Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Convención 
Europea de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales. 
Arts. 24, 10.2 y 96 de la Constitución. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Admº.). SENTENCIA DE 
27 DE JUNIO DE 1985. Ponente: José L. Martín Herrero. 
La Audiencia Nacional dictó sentencia en 15 de julio de 1983. rechazando las causas de 
inadmisibilidad alegadas por el Abogado del Estado y estimando el recurso deducido por D. 
José Luis y D. JeslÍs A. Ch .. contra resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central 
de Contrabando de JO de abril de 1981, confirmatoria en apelación de awerdo del Tribunal 
Económico-Administrativo Provincia/ de Madrid. El fallo de dicha Sala declara que ambas 
resoluciones no son conformes a derecho y en consecuencia las anula. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado. el T. S., confirmando la sen-
tencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO que para la resolución del presente recurso hay que 
partir, como premisa previa, que el artículo 24 de la Constitución en el 
párrafo final del apartado 2, establece como uno de los derechos Funda-
mentales de la Persona el de la presunción de inocencia, presunción 
que no es sino una consecuencia de lo que establecen el artículo 11 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1 O de Diciembre 
de 1.948, la cual proclama, de forma aún más determinante que «toda 
persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocen-
cia mientras no se pruebe su culpabilidad, declaración con la que coin-
cide el artículo 6 apartado 2 del Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales de 4 de noviem-
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bre de l. 977 y posteriormente, el artícu lo 14-2 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 19 de Diciembre de 1.966, ratificado 
por España el 13 de Abril de 1.977, que literalmente proclama que 
«toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la Ley», 
normas todas ellas que deben de ser aplicadas en su integridad, ya que 
el artículo 10 de la Constitución expresamente dice que las normas rela -
tivas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconoce, se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias ratificados por España, todo lo cual se comple-
menta con el artículo 96 de la propia Constitución, según el cual los 
tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados ofi-
cialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno, y sus 
disposiciones solamente podrán ser derogadas, modificadas o suspendi-
das en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las 
normas del Derecho Internacional. 
CONSIDERANDO que por lo tanto, habiendo sido acusados los dos 
condenados, de la comisión de una infracción de contrabando de mayor 
cuan tía, la única cuestión que se plantea en este recurso es si , frente a 
la presunción de inocencia que la Constitución y los Tratados y Conve-
nios Internacionales establecen, existen pruebas suficientes que destru -
yan esa presunción; no nos hallamos, por lo tanto, en el campo de la 
aplicación del principio «in dubio pro reo», sino en el de la destrucción 
de una presunción de inocencia, frente a la cual solamente han de pre-
valecer las pruebas que demuestren la culpabilidad de los imputados, ya 
que nos hallamos ante una presunción iuris tantum, que por lo tanto 
puede ser destruida, pero mediante una actividad probatoria, por lo que 
cuando ésta no exista o sea insuficiente, debe de prevalecer la presun-
ción de inocencia, que no fue destruida. 
CONSIDERANDO que en el caso contemplado en este recurso, no 
existe, a lo largo de las actuaciones administrativas, ninguna actividad 
probatoria, habiéndose dictado la Sentencia condenatoria con base en 
las actuaciones practicadas por el servicio de vigilancia Fiscal y por la 
mera circunstancia de haber sido los dos condenados, propietarios del 
coche en una de las ocho transmisiones de las que éste fue objeto, se les 
considera autores del delito de contrabando, presumiendo así que fue-
ron ellos los que · procedieron a falsificar los números del motor y del 
bastidor, y acudiendo, como se dice, a unas presunciones humanas, para 
destruir una presunción constitucional, lo que pugna con el principio de 
presunción de inocencia, frente al cual ya había declarado el Tribunal 
Supremo, incluso con anterioridad a la Constitución, que no podía pre-
valecer la prueba de presunciones -Sentencias de 21 de Marzo de l. 962 
y 27 de Septiembre de 1.968, entre otras- , ya que si bien la apreciación 
de la prueba ha de ser apreciada en conciencia por el Tribunal, según el 
artículo 74 1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ello será solamente 
cuando pueda valorarse la prueba practicada, pero no en los casos de 
ausencia de ella, como ocurre en el caso que se examina, en el cual la 
condena viene determinada por el hecho de que los condenados fueron 
propietarios del vehículo durante un período de tiempo de unos 26 
meses ; pero esa condena no tiene en cuenta las siguientes circunstan-
cias: a) que el vehículo fue adquirido en subasta pública por D. Jesús G. 
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M. el 1 de Marzo de 1.974; b) que es dicho señor el que lo vende en el 
mes de Marzo de 1.975 a uno de los condenados D. José Luis A.; c) que 
éste lo regala a su hermano D. Jesús Antonio A., como regalo de boda, 
al contraer este último matrimonio en el mes de Junio del año 1.975; d) 
que este segundo hermano conserva en su poder el vehículo unos 16 
meses y lo vende a D. Serafín F. M. -si bien parece haber sido también 
vendido a D. Mario S.-; e) que el Sr. F. M. tiene en su poder el vehí-
culo unos 6 meses y lo vende el 26 de Marzo de 1.977 a D. Fernando 
Luis G. M., quien lo conserva en su poder unos 10 meses; D que dicho 
señor vendió a su vez el vehículo el 10 de Septiembre de 1.977 a D. 
Antonio C. F.; g) que el Sr. C. vendió a su vez el vehículo el 21 de Sep-
tiembre de 1.977 a D. Angel P. V.; h) que el Sr. P. V. finalmente vendió 
el vehículo el 31 de diciembre de 1.977 a D. Mario S. M.; i) que, según 
manifiesta en el Resultando de hechos probados la Sentencia del Tribu-
nal Provincial de Contrabando, en ninguno de los contratos privados de 
estas sucesivas transmisiones, se hizo constar el número del bastidor y 
del motor del vehículo; j) que de los mencionados adquirentes del vehí-
culo, tienen taller de reparación de automóviles D. José Luis A. Ch. 
-uno de los condenados- D. Serafín F. M., D. Fernando Luis G. M. y 
D. Angel P. V. 
CONSIDERANDO que la falta absoluta de toda actividad probatoria, 
las sucesivas transmisiones del vehículo, hasta un total de ocho, y las 
circunstancias de ser mecánicos, tener talleres de reparación de automó-
viles o garage cuatro de los ocho sucesivos propietarios del vehículo, e 
ignorándose si el último lo es, al no haber sido oído, impide elegir, de 
entre los ocho propietarios, a uno o dos de ellos, para atribuirles una 
culpabilidad, que pudiera ser cierta, pero que también pudiera corres-
ponder a alguno de los seis restantes, en muchos de los cuales concu-
rren las mismas circunstancias, y a los que también, y con la misma 
base, podría presumirse actores de las sustituciones de numeración rea-
lizadas en el vehículo; y como el Tribunal Sentenciador, con base úni-
camente en presunciones, ignoró la presunción de inocencia de los 
condenados, que no fue combatida mediante prueba alguna, es evidente 
que la Sentencia que anuló esa condena se limitó a restablecer el orde-
namiento jurídico que había infringido los Acuerdos de la Jurisdicción 
de Contrabando, por lo que debe de ser confirmada, lo que produce 
como consecuencia la desestimación del recurso de apelación inter-
puesto contra ella. 
(RJA. 1985, nº 3908, pag. 3281) 
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EXTRADICIÓN. Fase administrativa del procedimiento de extra-
dición y protección de derechos fundamentales y libertades 
públicas. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Admº). SENTENCIA DE 
27 DE JUNIO DE 1985. Ponente: D. Fernando Roldán Martínez. 
Es recurso intrrpuesto por D. Gilberto R. O., contra aCllerdo del Consejo de Ministros de 9 de 
enero de 1985, sobre continuación del procedimiento de extradición del recurrente. 
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El T. S. lo desestima. con imposición de costas al haberse ded11cido el rec11rso al amparo 
de la Ley 62/78. 
CONSIDERANDO: Que el acuerdo del Consejo de Ministros de 9 de 
Enero de 1.985, objeto del presente recurso jurisdiccional de Protección 
de los Derechos Fundamentales de la Persona , ordenando que el proce-
dimiento de extradición que se tramitaba contra el súbdito colombiano 
D. Gilberto R. O., pasase de su fase administrativa a la fase judicial , con-
forme al procedimiento establecido en la Ley de 26 de Diciembre de 
1.958 entonces vigente, aun no siendo un acto administrativo definitivo, 
sino de trámite, pues la Ley 62/78 ha creado este procedimiento suma-
rio y urgente para proteger los Derechos Fundamentales contra toda 
clase de actos de la Administración Pública sujetos a Derecho Adminis-
trativo, no sólo los actos administrativos estricto sensu, los definitivos, 
sino también los actos de trámite que, algunos aún infringen más gra -
vemente, determinados derechos fundamentales de la Persona , lo que la 
Ley 62/78 pretendió fue obtener una protección inmediata de esos dere-
chos constitucionales que, en ocasiones pueden resultar más perjudica-
dos incluso por un acto de trámite, una medida provisional. que por un 
acto definitivo, sufriendo el inculpado unas consecuencias más gravosas 
con la medida precautoria que a esperar a que la Administración los 
resuelva definitivamente con el acto o resolución final, de ahí que en la 
tramitación de los expedientes de extradición la Ley señale plazos cor-
tos para su instrucción y se exija con el mayor escrúpulo y esmero que 
tanto en la primera fase administrativa como en la posterior fase judi-
cial se cumplan los plazos y todas las condiciones para que el Gobierno 
acuerde haber lugar a continuar para que el Gobierno acuerda haber 
lugar a continuar el procedimiento por la vía judicial penal plazo fijado 
de 15 días contados desde el siguiente a la fecha de recepción de la pro-
puesta motivada, que el Ministerio de Justicia elevará al Gobierno, 
computados en la forma que señala el artículo 12 de la Ley, recepción 
de la solicitud y de los justificantes por el Ministerio de Asuntos Exte-
riores del Estado requirente, de no formularse la extradición por la vía 
diplomática, de suerte que el expediente de extradición es de carácter 
mixto, una primera fase gubernativa y otra segunda de procedimiento 
judicial penal. necesaria para salvaguardar las garantías jurídicas del 
reclamado así como los intereses del Estado reclamante, habiendo sido 
en el presente caso en aplicación del Decreto-Ley 1/1.977 de 4 de Enero, 
que creó la Audiencia Nacional, el Juzgado Central número Dos el com-
ponente para la tramitación del expediente de extradición en esa 
segunda fase judicial. correspondiendo, por tanto, a dicha Audiencia y 
Sala de lo Penal. ante la oposición del reclamado al Estado requirente , 
previa la vista que se celebrará con asistencia del Fiscal, del interesado 
y del Defensor, siendo en ese acto, en el que se podrán tener presentes 
todos los antecedentes, dictámenes y pruebas que se hayan aportado 
hasta ese momento posteriores al acuerdo del Gobierno ordenando dar 
por finalizada la etapa gubernativa para iniciarse la etapa judicial, por 
lo que para el enjuiciamiento de la decisión del Consejo de Ministros 
de continuar el procedimiento judicial y definir si con tal decisión se 
infringió alguno de los derechos constitucionales protegidos por la Ley 
62 de 1.978, que es la única cuestión objeto del presente debate, hay que 
estar a la situación realmente existente en el momento en que se pro-
dujo tal acuerdo de Gobierno. 
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CONSIDERANDO: Que de los antecedentes y documentos incorpora-
dos a los autos y al expediente de su razón conviene consignar como 
hechos destacados los siguientes: 1° Que, el acuerdo del Consejo de 
Ministros acordando la continuación del procedimiento de extradición 
fue adoptado en la reunión del día 9 de Enero de 1.985. 2° Que, la soli-
citud de extradición se ha formulado por vía diplomática en Nota ver-
bal de la Representación Diplomática de los Estados Unidos de América 
del Norte número 1250 de conformidad a lo establecido en el Tratado 
de Extradición entre España y dicho Estado requirente de 29 de Mayo 
de 1.970. Nota remitida por medio del Ministro de Asuntos Exteriores 
español con fecha 17 de Octubre de l. 984 y que el artículo 11-A del 
Tratado de Extradición prevé la posibilidad de solicitar la detención 
provisional, en casos de urgencia, antes de presentar la solicitud formal 
de extradición que fue éste el sistema adoptado por el Estado requi-
rente. 3° Que, por la Dirección General de Asuntos Consulares se ges-
tionó directamente de la Dirección General de la Seguridad del Estado, 
Servicio de Interpol de Madrid, la detención del súbdito extradicto 
señor R. O., posibilidad legal admitida por la normativa vigente por lo 
que todo lo referente a la detención gubernativa queda ajeno a los 
acuerdos adoptados en las propuestas del Ministerio de Justicia y del 
Consejo de Ministros sin que por esto deje de constituir un requisito 
indispensable para que pueda producirse la extradición por la jurisdic-
ción penal, que es cuando se resuelve el expediente y para acceder a la 
extradición precisa del aseguramiento de la persona a entregar. 4° Que 
la Ley de Extradición no exige que la audiencia del interesado tenga 
lugar en un momento determinado del expediente, por lo que es válido 
en cualquier momento que se realice sea en la fase gubernativa o en la 
judicial, pues lo único que el artículo 91 prohíbe es la actuación mutu 
propio de la Administración, que en esta clase de expedientes por su 
naturaleza mixta no puede producirse y, en este caso, no se vislumbra 
la indefensión aducida, dado que el interesado conoció el motivo del 
acto, ejercitó los recursos que creyó pertinentes a su derecho ni se 
mermó su legítimo derecho de defensa, no existiendo en definitiva, la 
supuesta indefensión alegada. 
CONSIDERANDO: Que por parte del Ministerio de Justicia y del 
Consejo de Ministros se han cumplido, por tanto, las formalidades y 
plazos de la legislación prevé, pues al día siguiente del acuerdo re cu -
rrido, el Consejo de Ministros remitió a la Audiencia Nacional el expe-
diente de Extradición, cumpliendo así con la obligación que el Estado 
Español tiene adquirida por los Tratados de Extradición y por la Ley, de 
conceder la extradición y entregarse recíprocamente las partes signa ta -
rias a las personas a quienes las autoridades judiciales de la parte requi-
rente persiguiesen por algún delito o buscaren para la ejecución de una 
pena o medida de seguridad, según las reglas y en las condiciones esta -
blecidas en dichos Tratados vigentes o Ley de Extradición. 
CONSIDERANDO: Que el artículo 10 de la Ley de Extradición exige 
que a la solicitud de extradición se acompañe la sentencia condenatoria 
o el auto de procesamiento de prisión, o resolución análoga, según la 
legislación del país recurrente, en documentos originales o en copia 
auténtica, con relación a los hechos imputados a la persona reclamada 
con cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, lugar y fecha y 
copia de los textos legales aplicables y pena máxima y mínima que 
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pudiera corresponderle, y, el recurrente basa fundamentalmente su pre-
tensión de nulidad del acuerdo adoptado por el Consejo de Ministros 
acordando la continuación del procedimiento de extradición a la fase 
penal, en que los hechos contenidos en la documentación aportada por 
el Estado requirente, que constituyen, según dicha parte expresamente 
reconoce, la causa habilitante, legitimadora y fundamental de la extra-
dición, interesada en vez de ser anteriores en el tiempo y antecedente 
inmediato de la solicitud de extradición, presupuesto de admisibilidad 
de la petición, en el caso de autos, a juicio del recurrente, ni el Ministe-
rio de Justicia, ni el Consejo de Ministros advirtieron que la documen-
tación presentada no cumplía tal requisito esencial de haber sido 
encausada o condenada la persona reclamada por hechos anteriores a la 
solicitud invirtiéndose de tal modo los términos, que primero se plantea 
por el Estado requirente la captura del reclamado y posteriormente al 
inicio de la extradición se le encausa como resulta de no haberse produ -
cido hasta el día 7 de Diciembre de 1.984 el Auto de Procesamiento del 
Tribunal de Nueva York, y la Nota verbal de la Embajada fue presen-
tada el 17 de Octubre anterior a efectos y fines de la extradición, de 
cuyo examen comparativo de fechas, deduce el recurrente que cuando 
la Embajada interesó la detención, no existía aún en ningún Tribunal 
Norteamericano inculpación alguna contra el recurrente, por lo que ale-
gando que se trata de un hábil enmascaramiento de la realidad y tra-
tarse en realidad de una extradición formulada sin previa inculpación 
ni imputación delictiva contra el señor R. O. por Tribunal del Estado 
requirente, termina solicitando que se anule el acuerdo adoptado por el 
Consejo de Ministros y se declare inválida e ineficaz la continuación 
del expediente acordada por el Consejo de Ministros; pero, del examen 
de la documentación incorporada al expediente gubernativo de extradi-
ción del súbdito colombiano Gilberto R. O. para surtir efecto en el pre-
sente recurso contencioso-administrativo, resulta que en la fecha en que 
se produjo el acuerdo del Consejo de Ministros impugnado el 9 de 
enero de 1.985, aún se mantenía vigente el procedimiento del Tribunal 
de Nueva York, contra Gilberto R. O. dictado en fecha 26 de Noviembre 
de 1.984 basado en una acusación de Gran Jurado imputándole los car-
gos de importar y distribuir cocaína y dirigir una empresa dedicada al 
tráfico de estupefacientes en asociación de otras cuatro o cinco personas 
más, respecto de las cuales el recurrente ocupaba un cargo de organiza-
dor, supervisor y director por cuyo cargo obtenía cuantiosos ingresos por 
lo que se había dado la orden de arresto en fecha 7 de Diciembre de 
1.984, es decir, antes de la fecha en que se produjo el acuerdo aquí 
impugnado, actividades delictivas a las que venía dedicándose en aso-
ciación criminal, según reza el acta de acusación en el cargo nº 2, desde 
Septiembre de 1.978 hasta el 15 de Noviembre de 1.984 en el Distrito 
Oriental de Nueva York e importaron a los Estados Unidos desde 
Colombia cantidades superiores a un kilogramo de clorhidrato de 
cocaína pura, de lo que aparece manifiesto que cuando se presentó la 
Nota verbal de solicitud de extradición en 21 de Diciembre de 1.984 y 
cuando el 9 de Enero de 1.985 el Consejo de Ministros acordó que el 
procedimiento pasase a la fase judicial aún se mantenía la acusación 
del Gran Jurado y la Orden de arresto del Tribunal del Distrito Oriental 
de Nueva York contra el recurrente, lo que desvanece la alegación o 
imputación de que se trata de un hábil montaje de la Policía Neoyor-
kina para obtener la detención del inculpado con urgencia antes de que 
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existiera inculpación, ya que los cargos del Gran Jurado de Nueva York 
y del Tribunal del Distrito Oriental de dicha ciudad, con toda claridad 
precisan que desde Septiembre de 1.978 hasta aproximadamente el 15 
de Noviembre de 1984 el inculpado y otros venían realizando una serie 
continua de infracciones con la aportación y comercio clandestino de 
cocaína, por lo que tras una computación de las fechas de solicitud de 
extradición y acuerdo de la resolución del Consejo de Ministros objeto 
de impugnación en este recurso es obligado reconocer que en el acto 
impugnado ha cumplido las formalidades y plazos que la normativa 
prevé para esta clase de expedientes y cumplimiento de la obligación 
adquirida por el Estado requerido por el Tratado suscrito sobre extradi-
ción con Estados Unidos. 
CONSIDERANDO: Que de acuerdo con el ámbito asignado por la 
propia Ley 62/78 al procedimiento sumario y urgente por ella estable-
cido en aplicación del artículo 53-2 de la Constitución Española y en la 
Disposición Transitoria 2ª de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucio-
nal el procedimiento judicial sumario establecido en la citada Ley 62/ 
78, se extiende a la protección de los derechos y libertades reconocidos 
en los artículos 14 a 29 de la Constitución Española, por lo que el artí-
culo 13, que es el que establece la extensión y 1 ímites de la extradición 
pasiva, queda fuera del ámbito del procedimiento especial de la Ley 62/ 
78 en cuanto no implique el enjuiciamiento de un acto o acuerdo de la 
Administración que, dentro de la tramitación de un expediente de 
extradición, no suponga la infracción de un derecho constitucional-
mente protegido, por lo que de los temas, distintos al de la extradición, 
que fueron tratados por el demandante, como son los referentes al del 
control de las detenciones por el Ministerio de la Gobernación y aplica-
ción improcedente de la Ley antiterrorista al recurrente, es un tema de 
naturaleza penal cuyo enjuiciamiento escapa de la esfera contencioso-
administrativa, ajena al presente recurso, y, es evidente que el acuerdo 
del Consejo de Ministros recurrido no ha violado ni la presunción de 
inocencia, ni la aplicación arbitraria al recurrente de la Ley antiterro-
rista, como tampoco el acuerdo impugnado violó los artículos 17 y 24 
de la Constitución, pues, es incuestionable que dicho acuerdo no tuvo 
más finalidad que la de posibilitar que en la segunda fase del expe-
diente de extradición, la fase judicial, se pueda resolver por la jurisdic-
ción penal si procede o no la extradición solicitada por el Gobierno de 
un tercer país por delitos de supuesto tráfico de cocaína cometidos den-
tro del territorio del Estado requirente por el súbdito colombiano recu-
rrente, el acuerdo impugnado es un simple acto de auxilio y colabora-
ción internacional para la persecución de determinados delitos. 
CONSIDERANDO: Que por disposición legal del artículo 10-3 de la 
Ley 62/78, las costas deben ser impuestas a la parte recurrente. 
(JUA, 1985, nº 3909, pag. 3282) 
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TÍTULOS EXTRANJEROS. Reconocimiento. Odontólogo. Convenio 
Cultural Hispano-argentino de 23 de marzo de 1971. 
Tribunal Supremo (Sala 3'1, de lo Contencioso-Adm º). SENTENCIA DE 
29 DE JUNIO DE 1985. Ponente: D. José Garralda Valcárcer. 
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La Sección Segunda de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 28 de julio de 1982 
estimando el recurso illferpuesto por D'' Francisca C. L/. contra resolución del Ministerio 
de Universidades e investigación de 1 O de enero de 1980 por el que se desestima la 
reposición deducida contra Orden de 15 de diciembre de 1978 en virtud de la cual se le 
deniega la convalidacir11 del título de Odontólogo obtenido en la Universidad de Buenos 
Aires por su equivalente espa1iol. El fallo de dicha Sala declara la nulidad de los actos 
impugnados y sniala el derecho que ostenta la recurrente a que se convalide en Espmia 
su título de Odontólogo. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado. el T. S. lo desestima. 
CONSIDERANDO que se exponen en la Sentencia que se revisa, 
profusas y atinadas razones determinantes del Fallo dictado, estima-
tivo de las peticiones del recurrente y entre las que destaca como 
argumento básico, el de que el Convenio de Cooperación Cultural 
concertado con la República Argentina de vintitrés de Marzo de mil 
novecientos setenta y uno, ratificado en diecisiete de Noviembre de 
mil novecientos setenta y dos publicado en el Boletín Oficial del 
Estado de tres de Abril de mil novecientos setenta y tres y que for-
man parte de nuestro ordenamiento jurídico conforme a lo dispuesto 
en el art. l º del Código Civil, establece el reconocimiento mutuo de 
los títulos académicos de todo orden y grado tal como los otorga o 
reconoce el otro país oficialmente y por tanto lo que se hace es 
extender a cada territorio nacional de las partes contratantes, la vali-
dez de los títulos académicos de la otra nación, sin ninguna clase de 
condicionamientos, requisitos o limitaciones, pues como ya se ex-
puso en Sentencias de esta Sala de treinta de Junio y veintisiete de 
Octubre de mil novecientos ochenta y dos (R. 3670 y 5812), veinti-
cuatro de Enero y diez de Marzo de mil novecientos ochenta y tres 
(R. 5556 y 5558) y tres de Diciembre de mil novecientos ochenta y 
cuatro (R. 6306) en casos iguales, «si se hubiera querido que los títu-
los expedidos por una nación, para que valieran en la otra contra -
tante, deberían ajustarse en cuanto a su obtención, a los requisitos y 
misma temática de sus homónimos en la otra, así se hubiera expre-
sado gráficamente, no pudiendo olvidarse que admitir que el alu-
dido Convenio impone esta exigencia, implicaría el dejar un vacío 
de contenido a la citada estipulación, que tiene fuerza de Ley en 
España a través del mecanismo de la ratificación antes aludida y, a 
mayor abundamiento, tampoco se puede olvidar el Reglamento de 
Odontólogos y Estomatólogos de España de trece de Noviembre de 
mil novecientos cincuenta, con arreglo al cual, además de recoger 
en su seno a los Odontólogos, concretamente en su art. 39 prescribe 
que pertenecerán obligatoriamente a él todos los Estomatólogos y 
Odontólogos españoles habilitados para ejercer la Estomatología y 
Odontología en territorio nacional, con lo que se razona que se está 
interpretando el título de Odontología y la habilitación para ejercer 
tal profesión en territorio nacional». 
CONSIDERANDO que por todo ello procede desestimar el recurso 
de apelación y confirmar la Sentencia apelada, sin que a efectos de 
costas sea de apreciar la concurrencia de circunstancias determinan -
tes de su imposición. 
(RJA, 1985, nº 3292, pag. 2828) 
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EXTRANJEROS. ARRENDAMIENTOS URBANOS. Aplicación de los 
beneficios de la legislación. Reciprocidad. 
Tribunal Supremo (Sala lª, de lo Civil). SENTENCIA DE 11 DE 
JULIO DE 1985. Ponente: D. José Beltrán de Heredia y Cas-
taüo. 
D. Peter W. Q. presentó. ante el Juzgado de Primera Instancia de Villajoyosa, demanda 
de juicio declarativo de mayor cuantía contra D. Ahmed T., sobre declaración de derechos y 
reclamación de la renta de un mío y diferencias de renta de otros. 
El demandado se opuso y el Juzgado, estimando en parte la demanda, declaró que el 
interpelado adeudaba al actor la cantidad de 12 5.000 pts. correspondientes a la renta de 
1976, y le absolvió el resto de las pretensiones contra él deducidas, declarando que la renta a 
pagar por el arrendamiento del local es la de 125.000 pts. anuales, y que el contrato cuestio-
nado está sometido y regulado por la Ley de Arrendamientos Urbanos: todo ello sin expresa 
imposición de costas: resolución que. también sin imposición de costas. fue confirmada por la 
Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Valencia. que conoció del rewrso de 
apelación interpuesto por el actor. 
El demandante formalizó recurso de casación por infracción de ley. 
El T. S. declara no haber lugar al recurso. 
CONSIDERANDO: Que el origen de todo lo actuado, es un contrato, 
celebrado el 5 de diciembre de 1967, por el que el actual recurrente, en 
su condición de propietario, cedió en arrendamiento el local comercial 
número diez, de la planta baja del edificio «Ronda», sito en la Avenida 
Martínez Alejos siete, de la localidad de Benidorm; por término de diez 
años a partir del primero de enero de 1968 (pacto 2°) y precio anual de 
noventa y nueve mil pesetas el primer año, que en los sucesivos pasaría 
a ser de 180.000 también anuales, a pagar por años vencidos, en el local 
objeto del arrendamiento (pacto 3°); constando en autos que la primera 
anualidad fue satisfecha según lo pactado, momento en que se comenzó 
a pagar y continuó pagándose la cantidad de 125.000 pesetas que era la 
cifra que aparecía en los recibos pasados al cobro, hasta que surgieron 
las desavenencias entre las partes, motivando un juicio de desahucio, en 
1976, ante el Juzgado comarcal, cuya resolución fue confirmada, al ape-
lar ante el de primera instancia, en el sentido de ser inadecuado el pro-
cedimiento seguido para dilucidar la cuantía de la renta, que sólo 
podría decidirse por el cauce del declarativo ordinario; que fue el ini-
ciado por el propietario-arrendador con la demanda de 21 de marzo de 
1977 -del que trae causa el recurso que se examina - cuyos pedimentos 
se concretaban en dos puntos, referente el primero a la cuantía de la 
renta, que tendría que ser la figurada en el contrato, con la consiguiente 
entrega de las diferencias resultantes durante el tiempo transcurrido o 
alternativamente, si se estimase que hubo novación en este particular, 
que se pagase la cantidad correspondiente al año 1976; y relativo, el 
segundo, al tiempo o término del contrato, concertado por diez años 
según se dijo (que expiraba el 31 de diciembre de 1977) no susceptible 
de prórroga legal dada la nacionalidad del arrendatario, súbdito de un 
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país (Ma rruecos) donde no existe reciprocidad en esta materia; preten -
sión que fu e acogida, só lo en parte, por las dos Sen tencias de instancia, 
contextes en estimar la segunda alternativa del primer pedim ento , 
rechaza ndo el res to de lo solicitado. 
CONSIDERANDO : Que a la primera de las cues ti ones indicadas , es 
decir la relativa a la determinación de la renta , se dedican los dos pri -
meros motivos, formulad os por el cauce del número uno del artículo 
1692 de la Ley de Enjuiciamiento, denunciando respectivamente aplica-
ción indebida del 1253 y violación del 1204 ambos del Código Ci vil, 
primero de los cuales fu e renunciado en el acto de la vista; ninguno de 
los cuales es susceptible de ser acogido, ante todo porque, como se ha 
dicho, lo decidido sobre este punto está de acuerdo con la segunda de 
las alternativas de la primera petición actora , que lo admitía «Si se 
señala que hubo novación de la renta y se decla ra que la misma, es de 
125 .000 pesetas», que es justo lo que se hace , señalar que hubo nova-
ción; señalamiento que no es meramente presuntivo, pero que en todo 
caso se apoya en hechos probados -y no discutidos como tales en 
casación- como son el que en los recibos pagados a lo largo de ocho 
años, figuraba la cantidad de ciento veinticinco mil pesetas, sin obje-
ción del arrendador, que no logró evindenciar que lo aceptase como 
parte de la renta, quedando en deber el resto, lo que lógica y jurídica-
mente no puede explicarse sino con la realidad de un acuerdo -sin 
duda verbal, ante la falta de constancia escrita- en el sentido de redu-
cir la cantidad que implica una modificación de la convenida en el 
contrato de 1967; permitida por el número primero del artículo 1203 
del Código, al establecer que las obligaciones podrán modificarse 
«variando su objeto o sus condiciones principales», sin que implique la 
consecuencia extintiva, típica de la novación estricta del artículo 1204, 
ni la exigencia de los requisitos que éste determina, justo porque no se 
trató de extinguir, sino simplemente de modificar uno de los elementos 
objetivos del contrato en cuestión; todo ello, de acuerdo con la uniforme 
y reiterada doctrina legal, cuya reiteración y uniformidad , exonera de la 
cita particularizada de las Sentencias en que se contiene. 
CONSIDERANDO : Que la segunda cuestión de las antes enunciadas, 
referente a la prórroga forzosa del contrato, constituye el objeto del 
motivo tercero, que se formula a través del número siete del artículo 
1692 de la Ley de Enjuiciamiento, donde se alega error de hecho en la 
apreciación de la prueba, que se dice resultar de documentos auténticos; 
alegato improsperable porque lejos de tratar de evidenciar el pretendido 
error con algún documento auténtico, como ordena el precepto, lo que 
hace es sostener que todos los documentos en que se apoya el Juzgador, 
carecen de valor, sin que puedan ser avalados por el dictamen presen-
tado por el en su díademandado -ahora recurrido- que se afirma 
carece de autenticidad , «la cual entraña una verdadera responsabilidad 
en la persona u órgano que lo autoriza», ni tampoco por la documenta-
ción constante en autos, aportada como diligencia para mejor proveer 
ordenada por el Juzgado. Por otra parte y con independencia del efecto 
señalado, es de tener en cuenta que lo discutido fue la aplicación del 
beneficio de la prórroga forzosa del artículo 57 de la Ley de Arrenda-
mientos Urbanos, en un contrato en el que el arrendatario es extranjero, 
para lo que no es suficiente la normativa genérica del artículo 27 del 
Código Civil que atribuye a los extranjeros los mismos derechos civiles 
que a los españoles, porque añada «salvo lo dispuesto en las leyes espe-
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ciales», como en este caso es Ja Ley de Arrendamientos Urbanos, cuyo 
artículo siete concede a los extranjeros los beneficios en ella estableci-
dos, «Siempre que prueban la existencia del principio de reciprocidad en 
los países respectivos», que en el supuesto examinado, es Marruecos; 
reciprocidad, que puede ser diplomática (si existe Tratado, Convenio o 
simple Canje de notas) o legislativa si legalmente se establece la igual-
dad, sin discriminación, entre nacionales y extranjeros, bien en leyes de 
.carácter general -al no existir legislación especial de arrendamiento 
inmmobiliario- o bien en la ley especial caso de existir; pero siempre, 
sin necesidad de que comprenda Ja hipótesis concreta, que aquí sería el 
beneficio de la prórroga cuestionada, como proclamó Ja doctrina legal 
reiterada, recogida, entre otras en las Sentencias de 20 de Junio de 1959, 
6 de diciembre de 1961, 31 de octubre de 1963, 4 de mayo de 1 964, 28 
de octubre de 1968, 29 de enero de 1969, y 22 de diciembre de 1979. 
Cuya prueba, corresponde al arrendatario que alega la reciprocidad, para 
lo que es válido cualquier medio admisible en Derecho, entre los que se 
han utilizado a veces el de la Certificación del Embajador o Cónsul 
españoles en el país de que se trate (a los que se refieren las Sentencias 
de 31 de octubre de 1963 y 28 de octubre ele 1968) destacando entre 
todos ellos, como más adecuado, el del Dictámen de dos jurisconsultos 
del país respectivo, legalizado por el representante consular español 
(Sentencias de 1 9 de noviembre de 1904, 19 de diciembre de 193 5 y 28 
de octubre de 1968, entre otras), que fue el utilizado en el presente caso, 
completado con la detallada documentación aportada como resultado 
ele la diligencia para mejor proveer, acreditativa, sin duela, ele la existen-
cia de la requerida reciprocidad, en la segunda modalidad de su 
forma legislativa. 
CONSIDERANDO: Que la desestimación de los tres motivos formu-
lados, en la forma que se acaba de exponer, supone la del recurso en su 
totalidad, con los consiguientes pronunciamientos del artículo 1748 ele 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativos a las costas causadas en este 
trámite y la pérdida del depósito constituido, al que se dará el destino 
legal. 
(RJA, 1985, nº 3970, pag. 3 343) 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCAS. Convenio de la Unión de 
Paris, para la Protección de la Propiedad Industrial. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Adrnº). SENTENCIA DE 
27 DE SEPTIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Julio Fernández Santa-
maría. 
Es recurso de apelación interpuesto por A. G .. contra sentencia dictada por la Sala de 
Madrid en 7 de diciembre de 1982, sobre marca. 
El T. S. lo desestima. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO: que procede rechazar las alegaciones de Ja parte apelante 
y aceptar los considerandos de Ja sentencia de primera instancia por las 
siguientes razones : a) entre Ja marca número 777.169, denominada 
«INTEGROL», y la marca internacional 220. 199 denominada «INTEN-
SOL», ambas amparadoras de productos de la clase 5ª del Nomenclátor, 
ex iste diferencia en las letras terminales GROL y NSOL que son sufi-
cientes para que, en comparación global o de conjunto, no se produzca 
el riesgo de confusión, adquiriendo una estructura silábica con un 
potencia l individualizador bastante, tanto en Ja visión como en Ja audi-
ción , que permite la convivencia pacífica de las marcas confrontadas, y 
que, por tanto, quedan fuera de la prohibición contenida en el artículo 
124- 1 del Estatuto de la Propiedad Industrial; b) el Convenio de Ja 
Unión de París para Ja Protección de la Propiedad Industrial no ha sido 
infringido ni desconocido, pues de lo expresado anteriormente se 
deduce que entre las marcas confrontadas no existe reproducción o imi-
tación susceptible de crear confusión; y a falta de este requisito no 
puede entrar en juego Jos preceptos de aquel Convenio; c) tampoco se 
infringe la doctrina y criterio de la Jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo, pues la conclusión sentada en los apartados anteriores coincide con 
Ja Jurisprudencia del Tribunal Supremo, pues la conclusión sentada en 
los apartados anteriores coincide con la doctrina de esta Sala mante -
nida , entre las más recientes, en sentencias de 5 de noviembre de 1982 
(R. 6968), 4 de febrero de 1983, 5 de febrero, 16 y 28 de marzo de 1985; 
d) el alegado error trascendente de la sentencia apelada refiriéndose a la 
denominación de una marca no registrada , consiste en un mero error 
mecanográfico de figurar «INTEGRAL» en lugar de «INTEGROL», susti-
tuyendo la A por la O, sin más repercusión o importancia . 
(RJA , 1985, nº 4251, pag. 3584) 
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EXTRANJEROS . TÍTULOS ACADÉMICOS. Convalidación y reconoci-
miento . Odontólogo. Convenio Cultural hispano -argentino de 23 
de marzo de 1971. 
Tribunal Supremo (Sala 3°, de lo Contencioso-Adm º). SENTENCIA DE 
7 DE OCTUBRE DE 1985. Ponente: D. José Mª Ruiz-Jarabo Ferrán. 
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La Sala de Valencia dictó sentencia en 4 de junio de 1985 en rewrso deducido al amparo 
de la Ley 62 /78 estimando el interpuesto por D. Jorge Oc/avío C. M .. contra resolución del 
Colegio de Odontólogos y Estomatólgos de la lll Región de 7 de diciembre de 1984. que le 
denegó la colegiación como tal odontólogo. fundamentando su petición en base al ar/. 14 de la 
Co11stit11ción Espmiola. El fallo de dicha Sala declara el derecho del rec111Tente a obte-
ner su colegiación. 
l11terp11esto rewrso de apelación por la representación procesal del Colegio Oficial mencio -
nado. el T. S. lo desest ima con imposición de costas. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- Que esta Sala, en reiterados pronunciamientos -senten-
cias de 30 de Junio y 27 de Octubre de 1.982 y 31 de Octubre de 1.983-, 
ha venido estableciendo, en relación con el título de Odontólogo deten-
tado por diferentes súbditos argentinos, y obtenido en la Universidad de 
Argentina, la obligación de concederles a aquéllos la convalidación de 
su título en nuestra nación, por aplicación de lo dispuesto en el Conve-
nio Cultural España-Argentina, de 23 de Marzo de 1.971, ratificado en 
1.972 -Boletín Oficial del Estado de 3 de Abril de 1.973-, convalida-
ción que debe operar en el ejercicio profesional, colegiación, pago de 
impuestos, etc., todo ello por estimarse que, aunque desde el año 1.948 
dejó de otorgarse en España el título de Odontólogo, exigiéndose el de 
Médico-Estomatólogo, para el que se exigía la licenciatura en Medicina, 
lo que no ocurría con el anterior título, al existir todavía en Espaila 
Odontólogos en ejercicio profesional, es manifiesto que continúa siendo 
el título de Odontólogo oficialmente reconocido en nuestro país, titula-
ción que, a mayor abundamiento, y según el propio Colegio Oficial 
ahora apelante reconoce en su escrito de demanda, cobrará nueva vir-
tualidad desde el ingreso de Espaila en la Comunidad Económica Euro-
pea, al ser necesario el establecimiento nuevamente de una carrera de 
Odontología, con la Licenciatura correspondiente, en cuya línea se ha 
producido ya un proyecto legislativo. 
SEGUNDO.- Que en desarrollo de la doctrina jurisprudencia! prece-
dentemente aludida, esta Sala, en su Sentencia de 16 de Enero de 1.985 
(R. 412), resolviendo en relación con un supuesto prácticamente idén-
tico al que ahora es objeto de estudio, ha establecido que la convalida-
ción otorgada por el Ministerio de Educación y Ciencia en aplicación de 
la normativa contenida en el Decreto 1.676/1.969, de 24 de Julio y 
Orden Ministerial de 25 de Agosto del mismo año 1.969, convalidación 
en el presente caso concedida al ahora apelado el 26 de Octubre de 
1.984, obliga al Colegio Profesional de Odontólogos y Estomatólogos a 
acceder a su solicitud de colegiación, pues lo contrario vulneraría el 
derecho fundamental a la igualdad, reconocido en el artículo 14 de la 
Constitución Española, por cuanto permite el ejercicio profesional a los 
españoles que ostentan el antiguo título de la especialidad de Odontó-
logo, la misma posibilidad debe reconocerse a los Odontólogos argenti-
nos, aunque no posean el título de Licenciados en Medicina, igual 
posibilidad que a los españoles que deviene obligado concederles en vir-
tud de lo dispuesto en el artículo 13 de la citada Primera Ley del 
Estado, al establecerse que los extranjeros gozarán en España de las 
libertades públicas que garantiza el Título 1 en los términos que esta· 
blezcan los tratados y la Ley, reconocimiento de derecho que, por lo que 
al presente supuesto interesa, surge de 1 Convenio Cultural hispano-
argentino anteriormente mencionado, que otorga derecho a colegiarse a 
los Odontólogos argentinos en idénticas condiciones que a los españoles. 
TERCERO.- Que al haberlo así establecido la sentencia apelada, es 
por lo que procede su confirmación, con consiguiente desestimación de 
la presente apelación e imposición de las costas causadas en esta 
segunda instancia al Colegio Profesional apelante, por así disponerlo 
preceptivamente el artículo l 0-3 de la Ley 62/78. 
(RIA, 1985, n ° 4546, pag. 3807) 
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22 
EXTRANJEROS. PERMISOS DE TRABAJO. 
Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social). SENTENCIA DE 30 DE 
OCTUBRE DE 1985. Ponente: D. José Lorca García. 
450 
El T. S. desestima el recurso de casación por in.fracción de ley interpuesto por Zahoor A. y 
otros contra la sentencia de la /vlag . Trab .. que desestimó las demandas pro111ovidas por los 
recurrentes contra Nacional Adaro de lnvestigaciones Mineras. S. A .. sobre despido. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- El contrato laboral de extranjeros se encuentra actual-
mente regulado por los Decretos 1870/68, de 27 de julio, y 1031/80, de 
3 de mayo, a los que se remite el apartado c) del artículo 7 del Estatuto 
de los Trabajadores; estableciendo el segundo de ellos que los extranje-
ros que pretendan realizar en España una actividad lucrativa por cuenta 
propia o ajena, solicitarán simultáneamente del Gobernador Civil de la 
provincia, por conducto de la Policía , el Permiso de Trabajo y la corres-
pondiente autorización de residencia, a cuya pretensión accederá de no 
existir razones de orden público que se opongan, en cuyo supuesto 
pasará la solicitud junto a la documentación y el informe oportuno, al 
Delegado Provincial del Ministerio de Trabajo, hoy Director Provincial 
del referido Ministerio, quien si autoriza el Permiso de Trabajo, . lo tras-
ladará a la Policía con el fin de que expida la autorización de residen-
cia; poseyendo ambos permisos igual período de valide z. Permiso y 
autorización administrativas que al afectar a la capacidad para contratar 
del extranjero, constituyen requisitos esenciales en el contrato de tra-
bajo, pues poseen la naturaleza de normas de derecho necesario por su 
carácter de derecho público; de forma que su incumplimiento deter-
mina la nulidad de pleno derecho del contrato celebrado, que sólo ten-
drá un apariencia de tal, así como la responsabilidad económica, y de 
cualquier otra índole , que sea de apl icación, al empresario infractor. De 
aquí que la doctrina de la Sala , expresada en las Sentencias de 23 de 
febrero, 1 O de marzo y 21 de junio de 1983, entre otras, entienda que no 
debe considerarse que existe despido del no nacional, cuando el con-
trato temporal celebrado se ha extinguido por el cumplimiento del 
plazo concedido en el Permiso de Trabajo, y éste no se prorroga. 
SEGUNDO.- La doctrina expuesta determina la procedencia de 
desestimar los tres motivos que el recurrente formula con igual amparo 
procesal del artículo 167. l de la Ley de Procedimiento Laboral, por vio-
lación del artículo 7. c) del Estatuto de los Trabajadores, en relación con 
el artículo J 9 del Decreto 1870/68, de 27 de julio, el primero; por viola-
ción de igual precepto del Estatuto de los Trabajadores, en relación con 
el artículo 17 del citado Decreto, el segundo; y por violación de idéntico 
precepto Estatutario en relación con el artículo 1 3 del mismo Decreto, el 
tercero. Dado que el artículo 7, apartado c), del Estatuto de los Trabaja-
dores, establece que la capacidad para contratar de los extranjeros se 
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regula por la legislación específica sobre la materia, que no es otra que 
la contenida en el Decreto que en los referidos motivos se cita; y con 
respecto al artículo 19 que el recurrente invoca en el primer motivo 
como infringido, el mismo dispone que la precedencia de la prórroga 
del permiso de trabajo del trabajador extranjero que lleve trabajando en 
España más de cinco años consecutivos depende de que la situación 
nacional de empleo lo aconseje; cuestión esta que corresponde enjuiciar 
exclusivamente a la Autoridad laboral. El a11ículo 17 de referido 
Decreto que se cita como infringido en el segundo motivo, incide en lo 
expuesto en el precepto que acabamos de comentar, al disponer que con 
carácter general podrán ser renovados los Permisos de Trabajo al expirar 
el período para el que fueron concedidos, a menos que a consecuencia 
de un cambio en la situación de empleo producido después de la conce-
sión del Permiso de Trabajo anterior, tal renovación suponga un perjui-
cio para los trabajadores nacionales; decisión que corresponde tomar a 
la Autoridad Laboral. Y, por último, el artículo 13 que también se 
denuncia como infringido en el tercer motivo, establece que cuando 
una empresa que tenga a su servicio personal español y extranjero, sea 
autorizada para realizar despido se efectuarán éstos dentro de cada cate-
goría profesional, empezando por el personal extranjero; precepto, que 
como atinadamente advierte el Ministerio Fiscal, se refiere al despido 
debido a causas tecnológicas o económicas, objeto de un expediente de 
regulación de empleo, supuesto que no se contempla en el caso de 
autos, que se concreta al hecho de que a los demandantes no les fueron 
prorrogados los contratos de trabajo que tenían concertados como traba-
jadores extranjeros, porque en la Oficina de Empleo de Linares existían 
inscritos trabajadores españoles, que fueron contratados por la empresa 
demandada en sustitución de ellos. Ello demuestra que no fueron des-
pedidos, sino que vieron extinguidos sus contratos temporales al cum-
plirse el plazo estipulado, y no ser les prorrogado el Permiso corres-
pondiente; lo que conlleva a la desestimación del recurso, como interesa 
el Ministerio Fiscal en su preceptivo dictamen. 
(RJA. 1985,nº 5246, pag. 4433) 
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TRÁFICO DE DROGAS. Sustancia incluída en la lista IV de la 
Convención Unica sobre Estupefacientes de 30 de marzo de 
1961. 
Tribunal Supremo (Sala 2ª, de lo Criminal), SENTENCIA DE 7 DE 
NOVIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Mariano Gómez de Liaño y 
Cobaleda. 
El T. S. declara 110 haber lugar al recurso de casachín. por injí-acción de ley. interpuesto 
por Arsenio R. J. y Hamed M. M .. contra semencia de la Audiencia m causa seguida a los 
mismos por delito comra salud plÍb/ica. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- Las leyes penales han incorporado a su listado de 
hechos típicos, por antijurídicos y antisociales, los que se vienen deno-
minando «delitos contra la sa lud pública», en afán de impedir y poner 
freno al proceso corruptor, creciente y perseverante, de consumo de dro-
gas y estupefacientes, que tantos estragos propicia no sólo en cuanto 
concierne a la sa lud indi vidua l, si no también, y principalmente , por su 
incidencia en la salud colectiva, en el desarrollo y bienestar de la soc ie-
dad. Y es que, en el primer orden, la drogodependencia afecta especial-
mente al eq uilibrio psíquico y físico de la persona, devaluando todas las 
instancias superiores del psiquismo, disminuyendo o perturbando la 
capacidad intelectual, llevando a la obnubilación de la conciencia, 
soliendo ser irrefrenable y progresivo el camino de la adicción, desem -
bocándose, a la postre, en el consumo de las especies más peligrosas y 
perjudiciales de se mejantes productos, con es tados de difícil reversibili-
dad y aguda intoxicación. Consecuencia de ello es la pérdida o dismi-
nución del control y poderes de inhibición del sujeto, emanación o 
derivación del proceso patológico clesarollado y de la morbilidad que 
suele hacer acto de presencia, con eventual puesta en peligro de la segu-
ridad de terceros ante los brotes criminogenéticos que la consumición 
de droga conlleva, valoración axiológica que la Ley acoge y la realidad 
confirma de continuo; siendo manifiesta la fuerza marginadora que la 
drogodependencia genera, preludio que abre paso a variadas formas 
de criminalidad. 
SEGUNDO.- El delito tipificado en el artículo 344 del Código Penal 
se ofrece como una infracción de peligro abstracto o riesgo común, en 
cuanto que , potencialmente, puede provocar ese espectro de daños que 
se han enumerado, pero no se requiere la efectiva producción de 
alguno, ni siquiera de los más leves o iniciales, ofreciéndose como ele-
mentos configuraclores : a) el objetivo, integrado por ese haz o enumera-
ción de actividades encaminadas a promover, favorecer o facilitar el 
consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotró-
picas, siempre que semejante dedicación o propósito crista lice a través 
de actos de cultivo, fabricación o tráfico, o fueran poseídas tales sustan-
cias con este último fin; b) ejecuc ión ilegítima de los actos enumerados, 
al no encontrar los mismos justificación o refrendo legal, adm inistrativo 
o reglamentario, lo que, excepcionalmente, puede ciarse con inspiración 
en fines industriales, terapéuticos, científicos y docentes, supuestos 
minuciosamente previstos y regulados en la Ley de 8 de Abril de 1.967 
(R. 706 y N. Dice. 12434) sobre estupefacientes, atribuyendo al Estado 
un absoluto control sobre el cultivo y producción, la fabricación y 
extracción, el almacenamiento, transpone y distribución, la importa-
ción, la exportación y el tránsito de primeras materias y de productos 
estupefaci entes, así como su prescripción, posesión, uso y consumo; e) 
ánimo tendencia!, como elemento subjetivo del injusto, integrado por la 
intención de destino, finalidad proselitista o de facilitación a terceros de 
tan nocivas sustancias, quedando fuera de la sa nción lega l, como 
supuesto atípico, el auto-consumo; exigencias a la s que viene refirién-
dose la jurisprudencia , sentencias, entre otras , de 22 de Marzo de 1.982 
(R. 2007), 8 de Marzo y 21 de Diciembre e 1.983 y 18 de junio de 1.985 . 
Viniendo concebido el tráfico, a cuya punción se provee, no só lo como 
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transmisión onerosa sino, también, como el acercamiento o puesta a 
disposición de terceros de la droga a título gratuito, merced a su dona-
ción u obsequio -sentencias de 8 de febrero, 24 de septiembre y 13 de 
noviembre de 1.984, 15 de marzo, 18 y 26 de junio de 1.985, entre otras 
muchas-. 
TERCERO.- El producto ocupado a los procesados consistió en diez 
kilogramos de hachís, cuya naturaleza es sobradamente conocida, 
siendo su tráfico tantas veces sancionado en resoluciones de esta Sala, 
sustancia incluida en la lista IV de la Convención Unica sobre estupefa-
cientes de 30 de marzo de 1.961, que fue ratificada por España 
mediante Instrumento de 3 de febrero de 1.966, Convención enmen-
dada en el Protocolo de Ginebra de 25 de marzo de 1.972, entrando en 
vigor el 8 de agosto de 1.975, ratificado por España el 4 de enero de 
1.977 y plasmada en la Convención Unica de l.9Sl, recogida en España 
en la orden de 11 de febrero de l. 98], estableciéndose en el artículo 2° 
que se consideran estupefacientes las sustancias incluidas en las listas I 
y II de los anexos al Convenio Unico y las demás que adquieran tal 
consideración, en el ámbito internacional, con arreglo a dicho convenio, 
y en el nacional por el procedimiento que reglamentariamente se esta-
blezca, añadiendo que también se reputan estupefacientes las sustancias 
incluidas en la lista IV del anexo mencionado; figurando en unas y otra 
la mención, en calidad de estupefaciente, de la planta «cannabis» así 
como su resina y los extractos y tinturas de la cannabis una de cuyas 
denominaciones es la de «hachís», y sus derivados, la que viene esti 
mándose jurisprudencialmente como de aquellas sustancias estupefa-
cientes que no causan grave daño a la salud pública, no pudiendo dejar 
de reconocerse, no obstante, la serie de secuelas deteriorantes que en el 
orden físico y psíquico comporta, cuando no representa su consumo 
antesala o prolegómeno de una drogadicción de más alto alcance. 
CUARTO.- Tras la modificación operada por la Ley 8/1.983 de 25 de 
junio, de Reforma Urgente y Parcial del Código PenaJ,.se produce acu-
sada innovación en el texto del artículo 344, al distinguir en su párrafo 
primero entre sustancias -drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas- cuyo consumo pueda causar grave daño a la salud, y las 
restantes, sancionándose el tráfico ilícito en el primer supuesto con las 
penas de prisión menor y multa conjunta, y en el segundo con arresto 
mayor únicamente; siendo ambos supuestos susceptibles de agravación, 
imponiéndose las penas superiores en grado, si concurriese alguna de 
las circunstancias señaladas en el párrafo segundo, entre ellas de la que 
la cantidad poseída para traficar fuere de notoria importancia. De lo que 
se colige que si bien al hachís ocupado a los procesados viene incluido 
entre las drogas blandas, no originadoras de grave daño a la salud, la 
cantidad de diez kilogramos manifiestamente puede considerarse como 
de «notoria» importancia, aun teniendo en cuenta que para tal aserto ha 
de considerarse no sólo la cantidad, sino también la calidad en relación 
con el ámbito que es susceptible de tener el tráfico a que está destinada 
-Sentencias de 7 y 10 de noviembre de 1.983-; excediendo aquella 
cantidad de hachís en mucho de lo que puede considerarse como nor-
mal para el consumo propio y esporádico tráfico, siendo susceptible de 
dañar con su reparto y venta a numerosos consumidores. Pudiendo 
citarse, ad exemplum, que esta Sala ha estimado como de notoria 
importancia la posesión de dos kilos de hachís -sentencia de 17 de 
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Octubre de 1.984, un kilo trescientos cincuenta gramos- sentencia de 
20 de Febrero de 1.984, un kilo cuatrocientos gramos -sentencia de 22 
de Febrero de J. 984- , un kilo cien gramos -sentencia de 1 de Febrero 
de 1.985- y cuatro kilos setecientos gramos - sentencia de 7 de febrero 
de 1.985 (R. 904) - . Procediendo, pues, la desestimación del motivo 
único articulado por los procesados por el cauce del número 1° del artí -
culo 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal , por supuesta infracción 
del artículo 344 del Código Penal, especialmente su párrafo segundo «in 
fine ». 
(RJA. 1985, nº 5387, pag . 4562) 
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CONVENIO HISPANO ALEMÁN DE 4 DE DICIEMBRE DE 1973 SOBRE 
SEGURIDAD SOCIAL. Prestaciones por invalidez permanente. 
Tribunal Supremo (Sala 6ª, de lo Social). SENTENCIA DE 11 DE 
NOVIEMBRE DE 1985. Ponente : D. Carlos Bueren y Pérez de la 
Serna. 
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El T. S. desesti111a el rewrso de casación por infracción de ley interpuesto por Pablo M. J . 
contra In sentencia de In Mng . Trnb .. que desesti111ó In demanda pro111ovidn por el recurrmte 
comra el !NSS. sobre diferencia de base reguladora por incapacidad absoluta . 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- Aplicada a la situación del demandante en autos la nor-
mativa del Convenio Hispano-Alemán sobre Seguridad Social de 4 de 
diciembre de 1.973, con vigencia en 1° de noviembre de 1.977 y decla-
rado dicho trabajador afecto de una incapacidad permanente absoluta 
para todo trabajo por causa de enfermedad común, con derecho al per-
cibo de una pensión de 11.801 pesetas mensuales, como resultado de 
aplicar el índice reductor del 36,26 por ciento al equivalente del 100 por 
100 de una base reguladora de 32.545 pesetas se impugna por dicho 
demandante !a sentencia que desestimó su pretensión de que la pensión 
referida fuese fijada en la suma de 93.743 pesetas mensuales, cantidad 
que, además debería ser le asignada íntegramente, al no ser aplicable a 
la misma ningún coeficiente reductor, pretensión esta que se mantiene 
en el recurso a través de cinco motivos de casación, de los cuales los 
cuatro primeros se formulan con amparo procesal en el número 1° del 
artículo 167 del Texto de Procedimiento Laboral y en los que denun-
ciando haberse infringido, por los respectivos conceptos, que al efecto se 
señalan, los artículos 25-1 b) , 22, 23 y 26 del citado Convenio Hispano-
Alemán, así como la doctrina jurisprudencial sobre la materia y el con-
tenido del artículo 14 de la Constitución Española , realmente persiguen 
igual finalidad de demostrar que para fijar la base reguladora determi-
nante de la pensión correspondiente debió ser tenido en cuenta al sala-
rio que percibía el demandante en Alemania en las fechas inmedia-
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tamente anteriores a la contingencia causante de su invalidez, en lugar 
del sala rio mínimo interprofesional establecido en España, que aplicó el 
juzgador de instancia y que, de otra parte, por estar acreditado que el 
actor tenía cubierto el período mínimo de cotización en nuestro país 
para causar derecho a la pres tación por razón de invalidez permanente, 
es contrario a la normativa del Convenio aplicar el tanto por ciento de 
reducción sobre la base reguladora , como se hace en la sentencia. Sin 
embargo, la fundamentaéión legal que es base de los tres motivos que 
de esta forma se articulan impide que los mismos puedan prosperar al 
no tener en cuenta: a) que el artículo 22 del comentado Convenio 
Hispano-Alemán de 1.973, que según el siguiente artículo 26 es pre-
cepto de pertinente aplicación para determinar las prestaciones por 
invalidez de acuerdo con las disposiciones legales españolas, comienza 
estableciendo la exclusividad de las normas que en el mismo se contie-
nen a fin de regular las pensiones de las personas aseguradas según lo 
convenido entre los do$ Estados contratantes, llegando a precisar el 
artículo 2 5-1 b) del repetido acuerdo internacional que cuando todo o 
parte del período de cotización elegido por el solicitante para el cálculo de 
su base reguladora de prestaciones se hubiera cumplido en la República 
Federal, el Organismo competente español determinará dicha base regu -
!adora sobre las bases de cotización vigentes en España durante dicho 
período o fracción para los trabajadores de la misma categoría profesio-
nal que la persona interesada, lo que es claro exponente de que para 
determinar la base reguladora de la pensión por razón de invalidez cau -
sada en España no ha de ser tenido en cuenta el salario que, en el 
momento de la contingencia , pudiera percibir el trabajador en territorio 
alemán, que sólo podrá ser computable en relación con las prestaciones 
causadas en dicho país , con arreglo a su propia legislación, y en la pro-
porción resultante de los períodos de cotización en uno y otro Estado, 
siendo esta la tesis mantenida precisamente en la sentencia de esta Sala 
de 8 de mayo de 1 970, única resolución que se da como infringida en el 
tercer motivo de casación que se ofrece por el recurrente y que aun 
estando referida al Convenio anterior entre España y Alemania de 1959, 
mantiene su validez a la luz de los preceptos del vigente sin que, por 
otra parte, en el supuesto en controversia la infracción del cuestionado 
artículo 25.1 b) del Convenio en vigor derive del hecho de haber sido 
aplicado como regulador de la pensión del demandante el salario 
mínimo interprofesional de los trabajadores de su misma categoría pro-
fesional, pues ello se hizo en cumplimiento de lo dispuesto en el artí-
culo 17 b) de la Orden de 15 de abril de 1969 (R. 869 y 1548 y N. Dice. 
27275) , y como prevención establecida en favor de aquellos trabajadores 
en que según se da como indiscutido hecho probado en la sentencia, su 
salario real, en la fecha del hecho causante de la prestación resulta infe-
rior a aquel salario mínimo, como acertadamente vino a ser reconocido 
en la resolución que se combate ratificando el sistema seguido por la 
Entidad gestora española para fijar la teórica pensión que había de per-
cibir el trabajador declarado en situación de incapacidad permanente, si 
además, y en último extremo, la solución propugnada por el recurrente 
no implicase un trato desigual, prohibido por el artículo 14 de la Cons-
titución Española , para aquellos trabajadores, no emigrantes , que por 
razón de su categoría profesional no habrían de alcanzar el salario 
superior que podrían percibir en Alemania para después constituirle 
como base para la graduación de su pensión de invalidez, en España, y 
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b) porque según lo dispuesto en los distintos apartados del artículo 22 
del Convenio Hispano-Alemán y lo que, a iguales efectos, se previene 
en el artículo 41 del propio Texto, para la adquisición, mantenimiento y 
recuperación del derecho a prestaciones habrán de totalizarse los perío-
dos de seguros cumplidos de conformidad con las disposiciones legales 
de los dos Estados, cuya cuantía se determinará con arreglo a la norma-
tiva interna de cada uno de ellos, y una vez conocido su importe ope-
rará sobre e 1 mismo una reducción proporcional al período de seguro 
cumplido en cada Estado y el que totalizan todas sus cotizaciones, sin 
que la tesis defendida por el recurrente de no ser procedente aplicar 
ninguna reducción cuando el trabajador tenía cubierto el período de 
carencia necesario para causar derecho a la prestación correspondiente, 
encuentre apoyo doctrinal en la sentencia de esta Sala de 5 de junio de 
1984 (R. 329), ni en las de fechas anteriores que se invocan en el 
motivo cuarto del recurso, que no guardan ninguna relación con el caso 
discutido y están solamente referidas a la determinación del Organismo 
que ha de resultar directamente obligado al pago de la pensión recono-
cida al trabajador que cotizó a la Seguridad Social de dos países 
diferentes. 
SEGUNDO.- Lo expuesto conduce a la desestimación del recurso, de 
conformidad con el dictamen del Ministerio Fiscal, sin necesidad de 
examinar el quinto y último motivo de casación pues estando formu -
lado por la vía del error de hecho del número 5 del artículo 167 de la 
Ley de Procedimiento Laboral resulta intrascendente, por estar referido 
a la determinación de la pensión que pudiera tener reconocida el 
demandante en Alemania y el importe de los salarios percibidos últi-
mamente por el mismo en dicho país. 
<RJA, 1985, nº 5756, pag. 4903) 
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EXTRANJEROS. PERMISOS DE TRABAJO. Empleados sin permiso 
de trabajo. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Admº). SENTENCIA DE 
15 DE NOVIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Femando Roldán Mar-
tínez. 
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La Sección Cuarta de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 29 de noviembre de 1982. 
desestimando el recurso interpuesto por la empresa Coordinación T. y F .. contra acuerdo del 
Ministerio de Trabajo que desestimó las peticiones formuladas en el escrito de descargos reali-
zados por la entidad recurrente e impuso a la misma sanciones por ocupación de trabajadores 
extranjeros sin el correspondiente permiso de trabajo. sanción que ascendía a la cantidad de 
92 5.000 ptas. 
Interpuesto rewrso de apelación por la misma entidad, el T. S. lo desestima. 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
Se aceptan los Considerandos de la Sentencia apelada y 
PRIMERO.- Que las razones jurídicas en que se fundamenta la sen-
tencia apelada, no han sido desvirtuadas por las alegaciones de la parte 
apelante, pues, independientemente de que la Empresa propietaria de la 
obra en la que trabajaban los obreros extranjeros fuese o no «H.I., S.A.», 
lo cierto y así resulta de los antecedentes aportados al expediente y a los 
autos es que la Razón Social que suscribió el contrato de colaboración 
para la instalación de la Fábrica de Cementos de Carboneras (Almería), 
fue la Empresa «Española de Coordinación Técnica y Financiera, S. A.», 
de esta Capital, en anagrama CENTUNION, con la Casa Alemana KHD, 
contrato de Asistencia Técnica en cumplimiento del cual KHD para la 
supervisión del montaje y puesta en marcha pondría a disposición de 
CENTUNION personal con experiencia, contrato que fue inscrito en el 
Registro de Contratos de Transferencia de Tecnología del Ministerio de 
Industria el 2 de Marzo de 1.978, siendo asimismo un hecho acreditado 
por el Acta de la Inspección de Trabajo número 389/80 levantada en 
fecha 19 de Abril de 1.980 (dos años después), que por orden y cuenta 
de la mencionada Empresa CENTUNION trabajaban 37 trabajadores 
extranjeros, sin que ninguno de ellos tuviera el correspondiente permiso 
de trabajo. 
SEGUNDO.- Que la legislación de empleo -Decreto de 27 de Julio 
de 1.968- que regula el trabajo de los extranjeros, exige que los trabaja-
dores extranjeros que realicen labores de montaje en nuestra Nación de 
maquinaria importada, en todo caso, tienen que estar provistos de con-
trato de trabajo visado por la Delegación de Trabajo de la provincia en 
que tenga su residencia la Empresa que los hubiese contratado, incu-
rriendo en caso de incumplimiento la Empresa que les dio empleo en 
infracción que será sancionada con multa de 1.000 a 25.000 pesetas, por 
cada infracción en que se incurra, según la gravedad de la misma, por 
lo que comprobada en este caso la infracción y por el número de 
extranjeros que trabajaban en la instalación y montaje de la mencio-
nada fábrica de cemento en Carboneras, sin tener permiso de trabajo, 
aleja la idea de que se trate de personal especializdo, lo que unido al 
tiempo de permanencia que llevaban trabajando en España, según 
consta, sin contradicción, ni prueba en contrario, en el Acta de la Ins-
pección de Trabajo, procede confirmar la sentencia apelada. 
(RJA. 1985, nº 5364, pag. 4549) 
26 
EXTRANJEROS. EXPULSIÓN. Improcedencia de la expulsión de 
súbdita dominicana casada con español. 
Tribunal Supremo (Sala 3ª, de lo Contencioso-Admº). SENTENCIA DE 
25 DE NOVIEMBRE DE 1985. Ponente: D. José Pérez Fernández. 
Es remrso de apelación interpuesto al amparo de la Ley 62/78 por el Letrado de la Admi-
nistración. comra sentencia dictada por la Sala de Valencia m 4 de julio de 1985. que estimó el 
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remrso deducido por D" Belkys A. E .. co111ra reso/11ció11 del Gobierno Civil de Valencia que 
acordaba la exp11/sió11 de la 111isma del territorio espmiol. 
El T. S. lo desestima. declara11do en su co11semencia 110 ajustado a derecho el acto de 
expulsión i111p11g11ado . 
FUNDAMENTOS DE DEREC HO 
PRIMERO.- Que propuesta por la Jefatura Superior de Policía de 
Valencia y decretado por el Gobierno Civil la expu lsión del territorio 
nacional de la recurrente, súbdita dominicana Belkys Amarilys E. R., 
entre otras circunstancias por supuesta implicación en un delito de trata 
de blancas, al haber contraído matrimonio con posterioridad con súb-
dito español, lo que aparece lega l y suficientemente acreditado, crea una 
situación jurídica nueva y da vida a un estado civil, a l que para darle 
efectividad y adecuado cumplimiento, se hace rigurosamente incompa-
tible con las aludidas medidas policiales que dejarían sin el adecuado 
contenido a ese estado generador de derechos y de obligac iones de las 
cuales es la convivencia o vida en común la primera de ellas y se deja-
ría para que ésta tenga lugar, sin ejercicio inicial de un derecho consa-
grado en la Declaración Universal de Derechos Humanos; matrimonio 
al que por otra parte no sería correcto imputar en su voluntad de lle -
varlo a cabo, un posible fraude en cuanto concebido para evitar se pro-
duzcan situaciones en la recurrente derivadas de su propia conducta y 
antecedentes, por cuanto que estamos ante una si tuación inicial legal de 
la que habrán de deducirse los oportunos efectos. 
(]?JA. 1985, n º 5674, pag. 4842) 
27 
EXTRANJEROS. REFUGIADOS. Improcedencia de la denegación 
de la condición de refugiado por haber salido de su País con 
pasaporte. Convención de Ginebra de 1951. 
Tribunal Supremo (Sala 4ª, de lo Contencioso-Adm º). SENTENCIA DE 
10 DE DICIEMBRE DE 1985 . Ponente: D. Francisco González Na-
varro . 
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El Ministerio del l11terior acordó en 16 de 111ayo de 1980 desesti111ar el remrso de reposi-
ción interpuesto por el slÍbdito argentino D. Miguel Osear !vi. C. co11tra reso/11ció11 de aquel 
Departa111ento Mi11isterial de 22 de febrero de 1980 por la que se denegó a dicho Sr. M. el 
reco11ocimiento de la condició11 de refugiado en Espmia. por 110 reu11ir los requisitos exigidos 
en el artíwlo J" de la Convenció11 de Ginebra. 
/11terp11esto reC11rso co11tencioso-ad111inistrativo por D. Miguel Osear !vi. C.. la Sala de la 
Audiencia Nacional, en se111mcia de 29 de octubre de 1983. lo estima. declarando 1111/a la 
resolución i111p11gnada por su 110 co11for111idad a Derecho establecido que debe serle co11cedida 
al reC11rrente la condición de refugiado en Espmia. 
Promovido recurso de ape/ació11 por el Abogado del Estado. el T. S .. lo desestima. confir-
mando la sentencia apelada. 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- La cuestión planteada en este pleito se reduce a exami-
nar si es adecuada a Derecho la sentencia de la Audiencia Nacional de 
29 de octubre de 1.983 por la que se concede la condición de refugiado 
en Espal1a al súbdito argentino D. Miguel Osear M. C., sentencia que a 
su vez revocó las resoluciones administrativas del Ministerio del Inte-
rior de 22 de febrero y 16 de mayo de 1.980 que denegaron a aquél esa 
misma condición. 
SEGUNDO.- Para el más recto enjuiciamiento de la cuestión litigiosa 
debe tenerse presente que cuando el Ministerio del Interior deniega la 
petición de otorgamiento de la condición de refugiado, el solicitante no 
había probado la concurrencia en él de las circunstancias que permiti-
rían acceder a su petición. Es posteriormente, durante el proceso ante la 
Audiencia Nacional cuando se prueba cumplidamente que los antece-
dentes políticos del peticionario y las actividades políticas a que venía 
dedicándose podían razonablemente valoradas justificar el «fundado 
temor de ser perseguido» que es el presupuesto de hecho invocado en 
este caso. Y comprobada la existencia de ese presupuesto la Sala revoca 
los autos administrativos denegatorios. 
TERCERO.- Sin perjuicio de que el proceso de normalización consti-
tucional de la Argentina a que alude la sentencia de instancia parece 
avanzar hacia una definitiva consolidación del sistema democrático y 
de que en este momento el Sr. M. C. no podría negarse a acogerse a la 
protección del país de su nacionalidad, por imperativo del artículo 1, 
Sección G de la Convención de Ginebra de 1.951 (Estatuto de los Refu-
giados), lo que a esta Sala corresponde valorar es la corrección jurídica 
de la sentencia de la Audiencia Nacional al pronunciarse sobre los 
hechos que se sometieron a su enjuiciamiento valorando la prueba de 
los mismos que fue aportada a la luz de la normativa aplicable, funda-
mentalmente contenida en la Convención citada. Y siendo esto así es 
evidente la absoluta corrección jurídica tanto del razonamiento que 
hace la dicha sentencia como del fallo que lo culmina. Porque la activi-
dad profesional ejercida por el interesado en medios de comunicación 
opuestos al Gobierno, concretamente del Partido Comunista y su deten-
ción en un cierto momento son elementos bastantes para admitir que 
pudiera abrigar fundado temor de ser perseguido. Sin que el hecho de 
haber salido de su país en vuelo regular y con pasaporte baste a desvir-
tuar esos hechos, pues como se dice en el «Manual de Procedimientos y 
criterios para determinar la condición de refugiado», editado en Gine-
bra, septiembre de 1.979 por la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados, Manual que figura unido a los 
autos, «la mera posesión del pasaporte no siempre puede considerarse 
como prueba de la lealtad del titular ni como indicio de su falta de 
temor. Cabe incluso que se haya expedido el pasaporte a una persona 
que sea indeseable en su país de origen, con el solo fin de asegurar su 
salida, y también pueden darse casos en que el pasaporte haya sido 
obtenido subrepticiamente. En conclusión, pues la mera posesión de un 
pasaporte nacional válido no es obstáculo para obtener el Estatuto de 
refugiado» (página 14). Por todo lo cual debe confirmarse la sen -
tencia impugnada. 
CUARTO.- No dándose ninguna de las circunstancias previstas en el 
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artículo 131 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no 
procede hacer especial pronunciamiento sobre costas. 
(RJA. 1985, nº 6348, pag. 5403) 
28 
EXTRANJEROS. COLEGIACIÓN PROFESIONAL. Igualdad ante la Ley. 
Odontólogo argentino. 
Tribunal Supremo (Sala 3'1, de lo Contencioso-Adm º). SENTENCIA DE 
l 8 DE DICIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Manuel Pérez Tejedor. 
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La Sala Cuarta de !vladrid dictó sentencia en procedimiento seguido al amparo de la Ley 
62/78. en 30 de marzo de 1985. estimando el recurso illferpuesto por D. Si/vio A . .J. contra 
acuerdo del Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de la Primera Región de Madrid. 
que le denegó su colegiación. El fallo de dicha Sala declara la nulidad de la resolución impug-
nada por infringir eí art. 14 de la Constitución Espmiola. 
Interpuesto recurso de apelación por el letrado de la Administración Pública y el Colegio 
Ojicial de Odomólogos y Estomatólogos de la Primera Región. el T. S .. confirmando la senten-
cia apelada. lo desestima. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- La Sentencia apelada declara la nulidad del acto admi-
nistrativo impugnado, por haber violado el derecho fundamental de 
igualdad establecido en el artículo 14 de la Constitución Española y el 
consiguiente derecho del recurrente a ser admitido en el Colegio Oficial 
de Odontólogos de la Primera Región. Frente a lo así declarado la repre-
sentación del Colegio Oficial apelante alega sustancialmente que es pro-
cedente la excepción de inadmisibilidad del recurso por extemporáneo; 
que el procedimiento tramitado por su especialidad no permite introdu -
cir sutuaciones contrarias a Derecho; que los odontólogos extranjeros no 
se encuentran en situación de igualdad con los odontólogos españoles, 
por lo que no puede ser aplicado un principio de total y absoluta igual-
dad; que la solicitud de colegiación presentada por el recurrente no 
estaba acompañada de la documentación necesaria, a tenor del Esta-
tuto-Reglamento para la reorganización de los Colegios Oficiales de 
Odontólogos, y que el examen previo de capacidad jurídico-sanitaria 
adoptado por Acuerdo del Consejo General de Colegios de Odontólogos 
y Estomatólogos de España número 25 de 23 de Septiembre de 1.983 
está establecido respecto a los profesionales con títulos extranjeros con-
validados, pero no establece discriminación alguna respecto a los 
extranjeros. 
SEGUNDO.- La alegación de que el recurso fue interpuesto fuera del 
plazo señalado al efecto, ya fue rechazada en la Sentencia apelada, con 
base en consideraciones que no aparecen desvirtuadas en la apelación, 
por lo que han de ser ratificadas. 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
TERCERO.- Evidentemente este proced imiento especial no puede ser 
un medio para legitimar situaciones contrarias a Derecho; pero en 
forma alguna aparece que esa situación derive del contenido de la Sen-
tencia apelada y, por el contrario , ésta pone de manifiesto que mediante 
el simple hecho de no admitir la presentación de documentos al recu -
rrente se ha negado a su título de odontólogo, expedido por la Universi-
dad de Buenos Aires, equiparación al título español de odontólogo, no 
obstante la convalidación obtenida por Acuerdo del Ministerio de Edu-
cación y Ciencia de 8 de Junio de 1.983; lo que constituye una actua-
ción determinante de la discriminación en el derecho de igualdad ante 
la Ley, que el artículo 14 de la Constitución tutela. 
CUARTO .- Si como se alega , la solicitud de colegiación presentada 
no estaba acompañada de la documentación necesaria , debió advertirse 
el hecho al presentador, para que pudiera subsanar la falta o faltas 
seña ladas; y, rechazar la documentación presentada sin advertencia 
alguna al efecto determina la situación injustificada de discriminación . 
QUINTO.- El Colegio Oficial de Odontólogos apelante carece de 
facultades para promulgar normas legales o reglamentarias reguladoras 
del ejercicio de la profesión, y mediante el Acuerdo que establece la exi-
gencia de que la efectividad de los títulos profesionales extranjeros, con-
validados legalmente, esté precedida por un examen de capacidad 
jurídico sanitaria practicado ante el mismo colegio, es una extralimita-
ción de competencia que, en cuanto al recurrente se refiere, lesiona su 
derecho constitucional de igualdad ante la Ley, como la Sentencia ape-
lada resuelve. Conforme ya puso de manifiesto esta Sala en Sentencia 
de 16 de Enero de 1.985, los profesionales odontólogos con título espa-
ñol no están obligados a superar la prueba de capacidad jurídico sanita-
ria y, si bien es cierto que los españoles no pueden colegiarse si no 
están en posesión del título de Licenciado o Doctor, está permitido el 
ejercicio profesional de quienes ostenten el antiguo título de odontó-
logo, y aplicando el principio de igualdad ante la Ley esa posibilidad no 
puede negarse a los odontólogos argentinos, con título convalidado en 
España , aunque no posean el título de médicos. 
SEXTO.- Rechazadas la s alegaciones de la parte apelante es conse-
cuencia de ello la desestimación de todas sus pretensiones; y por aplica -
ción de lo dispuesto en el artículo 10-3 de la Ley 62/ 1.978 de 26 de 
Diciembre, aplicable a la tramitación del procedimiento, han de ser 
impuestas las costas de la apelación a dicha parte apelante. 
(RJA , 198 5, n º 6367, pag. 5386) 
29 
COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPA-
ÑOLES. INEXISTENCIA DE LITISPENDENCIA INTERNACIONAL. CONTRA-
TOS. Lugar de cumplimiento de las obligaciones . 
Tribuna/ Supremo (Sala 1 ª, de lo Civil) . SENTENCIA DE 19 DE 
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La entidad H. Tranding Co .. domiciliada m el Llliano. presmtó. allle el Juzgad,, 11'' 7 de 
Barcelona. dema11d,1 de juicio declarativo de mayor wa111fa contra Motor !.. S. A .. sobre 
reclamación de cantidad por comisiones devengadas hasta determi11ada fecha, ,siJ1 perjuicio 
de walquicr rectijícació11 necesaria durante fi p1«iceso como consecumcia de lo que resulte 
acreditado fll período probatorio.. o m <:iccuci<ín de la smtencia, 111.ís i11tereses en la 
jorma convmida,,. 
La demanda se opuso por razones de fo11do, e i11voaí adem<Ís las excepciones de incompe-
tencia de jurisdicción y litis pmdencia. 
El Juzgado estimcí m parte la demanda y ro11denó a la interpelada a abonar a la actora 
111 suma de ciento cuarenta millones treinta y marro mil doscie111as ochmta y siete pesetas _ 
con noventa y ci11co céntimos, y watrocientos veintid,ís mil cimto warema y dos ron wa-
rmta y watro dcílares USA, o ca111idad equivalente m pesetas, 111.ís illfereses legales desde la 
interpelacicín judicial. por comisiones adeudadas por razón de exportaciones efectuadas a Siria 
desde septiembre de 1976 hasta el mes de mayo de 1980. ca11 imposichín a la demanda de 
las costas procesaifs_ 
La demandada interpu.so recurso de apciacicín: la Sala Primera de lo Civil de la Audien -
cia Territorial de Barcelona desesti1111í ese recurso. acogió el formulado por vfa de adhesicín por 
la actora. y canfinnd la sentmcia impugnada. y su auto aclaratorio, con la IÍnica 111odifica-
chín de fijar el importe de las comisiones correspondientes al período co111prendido entre sep-
tie111bre de 1976 y 30 de noviembre de 1981 m ciento sesen/il y un millones doscientas 
treill/a y matro mil setecientas ocho pesetas y cuatro 111illo11es ciemo dos mil doscimtos siete 
con treinta y ocho dólares USA. quedando sujeta la liquidacidn de las co111isiones posteriores a 
lo prevenido por el Juzgado, sin expreso pronunciamiemo m cuanto a las costas de la 
alzada. 
La demandada fom111liz¡Í recurso de casachín. 
El T S. declara haber lugar al recurso. rnsa y a1111la la sentmcia de la Audiencia. revoca 
la del Juzgado y absuelve a la recurrente de la demanda contra ella deducida, sin expresa 
condma fil costas m 11i11gu11a de las instancias. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- Con procesal amparo en el número primero del artículo 
mil seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, denun-
cia el primer motivo del recurso, «abuso en el ejercicio de la jurisdic-
ción, por infracción de los artículos 51 y 70 del referido texto legal y de 
la doctrina jurisprudencia! que se cita, al corresponder a los tribunales 
sirios el conocimiento de la reclamación formulada por Hajjar T. C.», 
infracción que, pese a su prolijo y minucioso desarrollo, puede sinteti-
zarse en las siguientes afirmaciones de la impugnante; a) tal entidad 
libanesa dedujo demanda, ante los Tribunales sirios, postulando el 
abono de comisiones por ella devengadas en razón a venta de maquina-
ria de la actora, verificada en dicho país durante el período de tiempo 
comprendido entre el día uno de septiembre de mil novecientos setenta 
y dos y el día de la presentación de la tercera demanda, dos de septiem-
bre de mil novecientos setenta y siete, pretensiones condenatorias que 
fueron estimadas, en la sentencia de apelación, y definitivamente en la 
de casación, la que obtuvo el exequator ante este Tribunal Supremo por 
auto de veintiséis de enero de mil novecientos ochenta y tres, en las que 
se establecía la competencia internacional de los Tribunales sirios para 
conocer de tal litigio; b) el que nos ocupa, a la vista de lo anterior, «no 
se suscita» en España por primera vez, sino en Siria, por lo que no es 
aplicable el artículo cincuenta y uno, que se cita como infringido; e) tal 
aplicación competencia! viene determinada por las siguientes circuns-
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
tancias, primera, el ejercicio ante dicho foro, de sus acciones por parte 
de la recurrida, segunda, que tales Tribunales se declararon competen -
tes, y tercero, que la ley del contrato es la de Siria; el) al estar los servi-
cios prestados en dicho país, en él radica la competencia para el 
conocimiento de la litis, precisamente por aplicación del artículo 
setenta de la Ley Adjetiva, cuya infracción también se acusa, precepto 
que remite a las reglas generales de competencia territorial establecidas 
en los artículos cincuenta y uno y siguientes de la misma, dándose, en 
el supuesto enjuiciado, una clara sumisión de la entidad actora a los 
Tribunales sirios; y e) de no aplicarse el criterio de elección habría que 
acudir al de los fueros, cual es el del lugar de cumplimiento de la obli-
gación, que también radica en Siria, sea cualquiera la naturaleza jurí-
dica del contrato que ligue a las partes, arrendamiento de servicios, 
comisión mercantil, o mandato, tal como proclama la reiterada doctrina 
jurispmdencial que cita; motivo cuyo rechazo se impone a la vista de 
los razonamientos siguientes: Primero, no puede admitirse que por el 
hecho de haberse planteado ante los órganos jurisdiccionales sirios unos 
determinados procesos derivados de las relaciones contractuales me-
diantes entre las partes, antes del aquí deducido, haya mediado un 
sometimiento permanente para todas las consecuencias de la misma 
relación jurídica a los dichos Tribunales; segundo, tal razonamiento 
viene abonado por la circunstancia de que, contra1iamente a lo soste-
nido por la impugnante, al apoyarse la reclamación de comisiones, y el 
abono de las mismas, en el acuerdo plasmado en la carta unida al folio 
ochenta y cuatro de los autos, aun admitiendo fueran devengadas en 
Siria, no resulta del contrato que allí debieran ser percibidas, sino más 
bien en Barcelona, lugar de la convención, de aquí que haya de recha-
zarse la constante alegación del recurrente, carente de apoyo probatorio 
bastante, de que fuera Siria el lugar de cumplimiento de la obligación, 
circunstancia negada por la Sala de Instancia en el auto de nueve de 
abril de mil novecientos ochenta, en su tercer considerando, dándose 
además la circunstancia de que en el indicado país no tienen su domi-
cilio ni la recurrente ni la recurrida; tercero, tal afirmación de la Sala de 
instancia, de que en la carta suscrita en veintitrés de junio de mil nove-
cientos setenta y dos, no se determina ni precisa el lugar del pago, aun-
que sí de devengo, se produce por vía interpretativa del documento que 
a las partes liga y con base al que se producen las reclamaciones, cuya 
labor hermenéutica permanece inalterable, en tanto no se impugne ade-
cuadamente, habiendo dicho esta Sala que, para que pueda darse prefe-
rencia al lugar del cumplimiento de la obligación -en el caso examina-
do e 1 pago de las comisiones - , es preciso que esté claramente determi-
nado, sentencia de dos de junio de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
dando lugar su indeterminación, a que, por aplicación de lo normado 
en el artículo sesenta y dos, regla primera, sea correcta la opción del 
demandante de deducir su demanda ante el Juez del lugar en que tiene 
su domicilio la empresa española demandada y aquí recurrente. 
SEGUNDO.- Acudiendo a la vía del ordinal tercero del artículo mil 
seiscientos noventa y dos de la Ley Rituaria, se acusa en el segundo 
motivo, «el quebrantamiento de las normas esenciales del juicio por 
infracción de las normas reguladoras de la sentencia, por infracción de 
la doctrina jurisprudencia! que se cita al no haberse tenido en cuenta la 
existencia de la litis pendencia», invocando en su desarrollo los artículos 
siete del Código Civil, en cuanto establece que toda pretensión procesal 
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debe ser atendida , y el artículo quinientos treinta y tres, número quinto 
de la Ley de Enj uiciam iento Civil, regulador de la excepción de litis -
pendenc ia, que est ima la impugnante se produce a l darse entre el pro-
ceso aquí sustanciado y los seguidos ante los Tribunales sirios las 
identidades exigidas , cuando, además, en aque llos procesos se reclaman 
comisiones referidas a ven ta rea li zadas hasta el día dos de diciembre de 
mil novecientos setenta y siete, en tanto en la demanda in ic iadora del 
procedimi ento sustanciado en Espa ña se pide el abono de com isiones 
referidas a importaciones efectuadas desde el mes de septiembre de m il 
novecientos se tenta y se is, como definitivamente se puntualiza en el 
escrito de réplica; motivo que también habrá de perecer, prescindiendo 
de que tales alegatos de la recurrente fu eran esgrimidos tímidamen te al 
formular la excepc ión de incompetencia de jurisdicción, como dilatoria, 
en tanto la que se examina fu e aduc ida al co ntestar la demanda, con la 
finalidad de reba tir, utilizando tal a rdid procesal, los argumentos dados 
por la Sa la en el a uto rechazando tal excepción , lo cierto es que los a llí 
empleados, posteriormente robustecidos por la sentenc ia de primer 
grado, se obtienen en la instancia a través de la valoración de alegacio -
nes de las partes y apreciaciones documentales, que concluyen no se 
producen las identidades precisas para estimar la situación de liti spen-
dencia , teniendo en cuenta las fechas a que se concretan los pedimentos 
en un proceso y otro, lo que implica que tales apreciaciones de orden 
fáctico determ inantes de la falta de concurrencia de las identidades 
referidas, sólo pueden ser válidamente combatidas, acudiendo al cauce 
del ord inal séptimo , hoy, cuarto, del artículo mil seiscientos noventa y 
dos de la Ley Procesal, sentencia de esta Sa la de veintisiete de abril de 
mil novecientos sesenta y cinco (R. 2371); además de que la situación 
de litispendencia, como su mismo nombre indica, ex ige que exista un 
proceso pendiente, situación inex istente desde el momento en que el 
sustanciado en Siria quedó definitivamente resue lto , e incluso ejecu-
tado, a través del correspondi ente exeq uator postulado ante es te Tribu-
nal Supremo, situación consumada ante la que no es posible el 
acogimiento de la excepción, como establecieron las sen tencia s de tres 
de noviembre de mil novecientos veintisiete y treinta de mayo de mil 
novecientos veinticinco. 
TERCERO.- Ahora por el cauce del número quinto del artículo mil 
seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se denun-
cia en el tercer motivo la infracción del artículo mil ciento cincuenta y 
seis del Código Civil, al condenar la sentencia al pago de las comisiones 
correspondi entes a los tractores exportados entre el mes de septiembre 
de mil novecientos sete nta y se is y el dos de septiembre de mil nove-
cientos setenta y siete, teniendo en cuenta que cuando se dictó la se n-
tencia recurrida, ya se había ejecutado en España la sentencia condena-
toria dictada por los Tribunales sirios, habiendo percib ido la deman-
dante de la demandada la cantidad de doscientos cinco millones se te-
cientas noventa y tres mil ciento setenta y ocho pesetas, en cumpli-
miento de auto dictado por este Tribunal en el «exeq uator» , cantidad 
que la entidad actora percibiría dos veces; motivo que también ha de 
ser rechazado pues supone el plantea miento de un a cuestión nueva no 
suscitada en la instancia , lo que lo hace inadmisible y ahora desestima-
ble, además de entrañar un a cuestión de orden fáctico, en la que viene 
a in volucrarse un problema de compe nsación . 
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CUARTO.- En el motivo cuarto, amparado en el ordinal tercero del 
artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, se denuncia «el quebrantamiento de las formas esenciales del pro-
ceso por infracción de las normas reguladoras de la sentencia, y, en 
concreto, por infracción del artículo trescientos cincuenta y nueve y de 
la doctrina jurisprudencia! que se cita, al resolver sobre peticiones for-
muladas en momento procesal inoportuno en relación con los artículo 
quinientos sesenta y tres, quinientos sesenta y cuatro y seiscientos 
setenta de la Ley de Enjuiciamiento Civil», y ello en razón a que, en la 
demanda se pide la condena al pago de la suma que resulte adeudar la 
recurrente por «exportaciones efectuadas desde el mes de junio de mil 
novecientos setenta y seis y que inicialmente y por el período transcu-
rrido hasta abril de mil novecientos setenta y siete, se fija en noventa y 
ocho millones cuatrocientas noventa y siete mil seiscientas pesetas, sin 
perjuicio de cualquier rectificación necesaria durante el proceso, como 
consecuencia de lo que resulte acreditado en período probatorio, en 
razón de las exportaciones realmente efectuadas, o en ejecución de sen-
tencia, así como los intereses de todo ello»; en el escrito de réplica se 
postula la condena a pagar, concretándola a «la que resulte adeudar (la 
recurrente) por comisiones por razón de exportaciones efectuadas a Siria 
desde septiembre de mil novecientos setenta y seis y que, en concreto, 
por el período transcurrido desde dicha fecha hasta el mes de mayo de 
mil novecientos ochenta, importan la cantidad de ciento cuarenta 
millones treinta y cuatro mil doscientas ochenta y siete con noventa y 
cinco pesetas y cuatrocientos veintidós mil ciento cuarenta y dos con 
cincuenta y cinco dólares USA»; en el escrito de ampliación, formulado 
sobre la base de la aparición de nuevos documentos respecto de los cua-
les jura la parte ampliante no haber tenido conocimiento de su existen-
cia anterior, se postula la condena al abono de «aquella suma que 
resulte adeudar por comisiones por razón de exportacióm efectuadas a 
Siria desde septiembre de mil novecientos setenta y seis y que, en con-
creto, por el período transcurrido desde dicha fecha hasta el mes de 
mayo de mil novecientos ochenta, importan la cantidad de ciento cua-
renta millones treinta y cuatro mil doscientas ochenta y siete con 
noventa y cinco pesetas y mil setecientos cincuenta y nueve millones 
quinientos cincuenta y un mil novecientos siete dólares USA»; y en 
escrito de conclusiones el período se concreta desde septiembre de mil 
novecientos setenta y seis a treinta de noviembre de mil novecientos 
ochenta y uno, y que importan la cantidad de ciento sesenta y un 
millones doscientas treinta y cuatro mil setecientas ocho con veinte 
pesetas y cuatro millones ciento dos mil doscientos siete con treinta y 
ocho dólares USA»; motivo que, como los que le anteceden, ha de pere-
cer, dado que ya en el suplico de la demanda inicial, sin perjuicio de 
postular la condena a cantidad determinada referida a concreto período 
de tiempo, siempre la hace extensiva a «la que resulte acreditada en 
período probatorio, en razón a las exportaciones realmente efectuadas», 
de aquí que, como acertada y concluyentemente razona la Sala de ins-
tancia en su considerando sexto, la extensión dada al petitum en los 
escritos de réplica y ampliación se acomodó a la normativa prevista en 
los artículos quinientos cuarenta y ocho, quinientos sesenta y tres y qui-
nientos sesenta y cuatro de la Ley procesal, siendo acogida la demanda 
a la vista del resultado probatorio, no por ninguna ampliación verifi-
cada por la entidad recurrida en su escrito de conclusiones, que sólo 
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matiza que el res ultado de la pmeba corrobora y deja puntualizado que 
la suma a paga r es la que en definiti va se es tima y que se contrae a 
todas las reclamaciones derivadas del contrato que liga a las partes , con 
el tope de la fech a inicial , mes de septiembre de mil novecientos 
setenta y seis; razones que determinan que al haber siclo acomodado el 
fallo impugnado a las pretensiones oportunamente deducidas, no se 
haya producido la incongruencia denunciada , lo que justifica el pereci-
miento del motivo; a lo que también ha de añadirse , que conforme el 
artículo mil seiscientos noventa y tres de la Ley procesal establece , sólo 
se produce indefensión cuando la parte que invoque la infracción de 
normas relativas a los actos y garantías procesales, haya pedido la sub-
sanación de la falta o transgresión en la instancia en que se hubieren 
cometido, en el supuesto que se contempla en primera instancia, 
habiéndose limitado la parte aquí impugnante a evacuar los traslados 
de los escritos en los que dice haberse producido las infracciones que 
denuncia, sin haber pedido su subsanación. 
QUINTO.- Con el mismo amparo procesal que el anterior, número 
tercero del artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley Rituaria, se 
acusa en el quinto motivo, «la infracción ele las normas reguladoras de 
la sentencia y en concreto la infracción del artículo trescientos cin -
cuenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en relación con los 
artículos mil ciento trece, mil ciento catorce y mil ciento veinticinco del 
Código Civil»; motivo con el que lo que se trata de tacharse de incon-
gruente es el pronunciamiento contenido en el auto ele aclaración de la 
sentencia de primer grado en cuanto hace extensivo el pago "ª las ulte-
riores liquidaciones que pueda efectuarse sin ejecución de ... por razón 
de exportaciones efectuadas por Motor I., S. A. a Siria con posterioridad 
al mes ele mayo de mil novecientos ochenta», lo que a su juicio entraña 
una condena de futuro, que infringe las normas de derecho material 
que cita; motivo cuya repulsa se impone, prescindiendo de las razones 
últimas referidas en el fundamento de derecho anterior, por lo siguien-
te: de una parte, habida cuenta de los términos de su formulación, pues 
aunque al recurso de casación se haya desprovisto en la nueva norma-
tiva procesal, del excesivo formalismo anterior, lo que no puede admi-
tirse es que en un mismo motivo sé aglutinen denuncias que se refieren 
a cuestiones que se contemplan en distintos ordinales del artículo mil 
seiscientos noventa y dos, cuales son, en el motivo contemplado el que-
brantamiento de las formas esenciales del juicio, a que se refiere el ordi-
nal tercero, y la infracción de normas en el ordenamiento jurídico, que 
es el cauce del quinto, aglutinación que la propia impugnante reconoce, 
no ya sólo en su formulación, sino en el último párrafo del desarrollo 
en el que dice «Subsidiariamente y para el caso de que fuera estimada la 
infracción del artículo trescientos cincuenta y nueve de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil se formula, asimismo, al amparo del número quinto del 
artículo mil seiscientos noventa y dos de dicha Ley, por infracción de 
los artículos mil ciento trece, mil ciento catorce y mil ciento veinticinco 
del Código Civil en función de las argumentaciones antes expuestas», 
subsidiariedad de articulación que pugna con la claridad que debe presi-
dir la formulación y desarrollo de todo motivo; de otra , dado que , como 
antes se dejó dicho, tal pronunciamiento aclaratorio, no traspasa los 
límites de lo oportunamente pedido, ya que la fijación se remite a 
«todas las operaciones mediantes entre las partes», incluso refiriéndolas 
a la fase de ejecución de sentencia, de aquí que el auto aclaratorio que 
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así lo acuerda no incide en la incongruencia denunciada; y, por último 
la aplicabilidad de los artículos que se dicen infrigidos, presupone el 
planteamiento de una cuestión nueva no suscitada en la instancia, lo 
que hace inadmisible el motivo, vista la regla segunda del artículo mil 
setecientos diez de la Ley citada, que en este trance deviene en 
desestimación. 
SEXTO.- Acusa el motivo sexto, por vía del número cuarto del artí-
culo mil seiscientos noventa y dos de la Ley Adjetiva Civil, «el error en 
la apreciación de la prueba basado en documentos que obren en los 
autos que demuestren la equivocación del juzgador sin resultar contra -
dictorios por otros elementos probatorios», error que la entidad impug-
nante no asienta, como el ordinal citado exige «en documentos que 
obren en los autos», sino que lo ampara tanto en alguno de los docu -
mentos incorporados a las actuaciones -sin tener en cuenta que la Sala 
aprecia la prueba de forma conjunta y que se detiene en el examen 
concreto de alguno de los citados, de cuya valoración que entraña exé-
gesis interpretativa, cuyo combate ha de hacerse por otro cauce, corno 
en pruebas de confesión y testificales, y tras realizar una valoración de 
las mismas-, con olvido de que la casación no es una tercera instancia, 
y sienta sus propias conclusiones, de las que deduce, contrariamente a 
lo que en la instancia se establece, que no haya prueba alguna que 
demuestre que la recurrida ha intervenido o participado en negociacio-
nes o gestiones encaminadas a la firma del acuerdo con Siria y constitu-
ción de la Sociedad conjunta, «como afirma la sentencia recurrida», que 
hay pruebas concluyentes de su falta de participación, «lo que patentiza 
la equivocación en que incurre la sentencia recurrida», el Juzgador 
«afirma erróneamente que aquélla desplegó una actividad eficaz en las 
referidas negociaciones y que todo se debió a su labor y mediación», es 
decir lo contrario de lo que de la prueba practicada resulta: plantea -
miento y desarrollo totalmente inadmisibles, que abocan al pereci-
miento del motivo, pues lo cierto es que la recurrente, emprende un 
camino ya reprobado por esta Sala en su reciente sentencia de quince 
de septiembre del corriente año (R. 1985, 4261), en la que explicita que 
el error ha de resultar «Únicamente de documentos» no de otro tipo de 
pruebas, debiendo resultar la equivocación del Juzgador del propio con -
texto del que se cite, precisando en que parte del mismo conste la ase-
veración del error acusado, debiendo prevalecer la valoración de la 
instancia siempre que se realice de forma conjunta, como aquí acaece. 
SÉPTIMO.- Constituye doctrina reiterada de esta Sala -sentencias de 
veinticuatro de febrero de mil novecientos ochenta y tres y nueve de 
noviembre de mil novecientos ochenta y cuatro-, que la censura de la 
calificación del negocio jurídico que ligue a las partes, llevada a cabo 
por la Sala sentenciadora en la instancia, al entrañar un problema de 
interpretación, es revisable en casación, siempre que se invoque en 
alguno de los motivos integrados a tal recurso extraordinario, la infrac-
ción de las normas de hermenéutica contractual contenidas en los artí-
culos mil doscientos ochenta y uno al mil doscientos ochenta y nueve 
de la Ley Procesal, vía utilizada por la entidad aquí impugnante, al for-
malizar el octavo de los motivos, circunstancia que permite a esta Sala, 
a la vista de la denotada doctrina abordar tal problema, e Íntimamente 
ligado con el mismo el de la validez del desistimiento unilateral de la 
recurrente, producida en el año mil novecientos setenta y cinco, al 
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negarse a satisfacer las comisiones de contrario pretendidas, poniendo 
así fin a un contrato de duración ilimitada. 
oc;TAVO.- Que el contrato que a las partes liga ha de calificarse, a la 
vista de.! contenido documental aportado, como atípico, de naturaleza 
«sui generis» y complejo, el que refleja el derecho de la entidad recu -
rrida al recibir unas determinadas percepciones sobre las exportaciones 
verificadas por la interpelada a Siria, pero sin que en modo alguno 
pueda entenderse, de su contexto, consecuencias indefinidas en orden a 
su duración, y en lo que se refiere a la percepción de tales percepciones, 
indeterminación temporal, que no puede en forma alguna devenir per-
petua, como la sociedad demandante, ahora recurrida , pretende, y sin 
posibilidad, lo mismo para ella que para su oponente, de revocación 
unilateral, en un momento determinado; posibilidad de revocación, que 
ya ésta misma Sala admitió en sus sentencias de veintinueve de mayo 
de mil novecientos setenta y dos, catorce de febrero de mil novecientos 
setenta y tres, veintiuno de abril de mil novecientos setenta y nueve y 
once de febrero de mil novecientos ochenta y cuatro , las que proclaman 
que el contrato puede ser denunciado unilateralmente por una de las 
partes, en aquellos supuestos de duración ilimitada, en los que se esta-
blezcan pactos de exclusividad, en defecto de expresa estipulación, no 
puede admitirse se concierten por tiempo ilimitado, de aquí sea dable 
su revocación unilateral, que, como se dice en la última de las resolu-
ciones citadas, podrá determinar, si el tal desistimiento es abusivo, las 
pertinentes consecuencias de orden indemnizatorio, razonamiento que 
lleva a la conclusión de que, si la denuncia verificada del contrato por 
la entidad aquí impugnante se llevó a efecto en el año mil novecientos 
setenta y cinco, como expresamente se dice en el considerando cuarto 
de la sentencia recurrida , aquélla es válida, y la consecuencia ha de ser 
que la relación obligatoria mediante entre las partes quedó válidamente 
extinguida, sin perjuicio de las secuelas indemnizatorias que fueron 
procedentes, desapareciendo así la obligación del pago de percepciones 
reclamadas por la actora, en sus escritos de alegaciones, de cuyos pedi-
mentos declarativos y de condena debe ser absuelta su oponente, por 
acogida de los motivos octavo, noveno y undécimo, respectivamente 
denunciados, con amparo procesal todos ellos en el número quinto del 
artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley Adjetiva Civil, que res-
pectivamente acusan la infracción de los artículos mil doscientos 
ochenta y uno y mil doscientos cincuenta y seis , mil setecientos treinta 
y dos y mil setecientos treinta y tres del mismo Cuerpo legal y doscien-
tos setenta y nueve del Código de Comercio y la de los artículos mil 
doscientos veinticinco y mil doscientos cincuenta y ocho del Código 
sustantivo. 
NOVENO.- Lo expuesto en el precedente fundamento , tiene además 
su amparo, porque en definitiva , la actividad mediadora de la deman-
dante, en que justifica su pretensión, vino encaminada al logro de la 
obtención por la entidad demandada en Siria, de la exclusiva de tracto-
res por ella fabricados, cuyo logro es lo que pod ía dar base, en su caso, a 
indemnización por causa de relación jurídica de corretaje, que no es 
procedente decidir en la presente litis al no haberse sometido a debate 
tal cuestión, que viene limitada a concretos y determinados porcentajes 
en venta, y más en cuanto que el corretaje requiere precisión inmediata , 
a contemplar, al ser logrados los efectos de la mediación, que como 
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queda dicho, en el caso en cuestión, era la obtención de la aludida con-
cesión en exclusiva, pero no las consecuencias de futuro vinculantes, 
que pudieran resultar, respecto al alcance de la misma, que aun 
habiendo sido considerada en el contrato, no posibilita que lo sea de 
forma indetenninada en el «quantum» e indefinida en el tiempo, ya 
que entender lo contrario, pugna con la naturaleza propia del corretaje. 
DECIMO.- A mayor abundamiento, concluida la relación de corre-
taje de H. Trading Co., tendente al logro de aproximación de la entidad 
demandada, ahora recurrente, con los correspondientes organismos en 
Siria para la obtención en exclusiva en esta nación de la venta de trac-
tores, lo que pretende es establecer el derecho al abono de la retribución 
correspondiente con estricto sometimiento a la actividad aproximadora 
a tal fin, que de no quedar adecuadamente fijada en el correspondiente 
contrato habrá de fijarse con arreglo al uso y práctica mercantil en la 
plaza de cumplimiento, en aplicación analógica de lo norrnado en el 
artículo doscientos setenta y siete, párrafo segundo del Código de 
Comercio, pero no el proyectar los efectos del corretaje a posteriores 
secuencias contractuales derivadas de dicha concesión en exclusiva 
obtenida, como pretende la demandante, ahora recurrida, ya que siendo 
la esencia básica del corretaje en consideración y contemplación de un 
contrato definitivo, como se deduce del contenido de la sentencia de 
esta Sala de dos de diciembre de mil novecientos dos, que estableció la 
dependencia de la remuneración al cumplimiento de la comisión cuyo 
desempe!'io se hubiera confiado, o con más precisión, como proclaman 
las de cinco de julio de mil novecientos cuarenta y seis, dieciséis de 
abril de mil novecientos cincuenta y dos y veintiocho de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y seis, cuando el contrato quede perfeccio-
nado, como ha sucedido con la obtención de concesión exclusiva, que 
era la finalidad de la mediación de corretaje, de tal manera que las 
compraventas desarrolladas posteriormente a dicha mediación de corre-
taje, a las que se estableció contractualmente participación a la deman-
dante, en el contrato atípico y complejo contemplado, no venían 
afectadas por el referido corretaje, dado que la demandante no intervino 
en las compraventas afectadas por la reclamación formulada en la litis 
con concreto y específico concierto en él, dado que faltaba actuación 
mediadora directa entre Motor I., S. A. y los organismos sirios, sino des-
ligada de éste, aunque tuviera su causa generante por su derivación, y 
en consecuencia jurídicamente conduce a un convenio directo de H. 
Trading Co. no mediadora ya, con los correspondientes organismos del 
citado país para la venta en exclusiva de los tractores en cuestión, sino 
directamente desarrollada por la recurrida por y para la recurrente, en 
una relación fáctico jurídica «intuite personae», es decir con eficacia 
vinculante en el ámbito estrictamente personal, la que en razón a su 
índole y características, puede ser dejada sin efecto mediante la corres-
pondiente denuncia del convenio por cualquiera de las partes, posibili-
dad de denuncia y extinción que viene basada en el módulo fundamen-
tador de confianza que representa y que no cabe entender permanezca 
indefinidamente cuando la misma cese. 
UNDECIMO.- Como se deja dicho la compleja relación jurídica que 
une a los contendientes permite poner fin a la misma mediante la 
denuncia unilateral del vínculo obligatorio, cuando no se ha pactado 
tiempo de duración y más cuando éste se establece con carácter indefi-
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nido, como tiene reconocido esta Sala en sentencia de catorce de junio 
de mil novecientos setenta y tres (R. 2 5 36), como facultad que si no es 
contemplada con carácter general en nuestro Código Civil, sí tiene espe-
cífica consideración en algunos casos, como en el artículo mil quinien-
tos noventa y cuatro, referente al contrato de arrendamiento de obra, los 
mil setecientos cuatro y mil setecientos cinco, sobre sociedad y el mil 
setecientos treinta y dos, primero y segundo, en orden al mandato, dado 
que, como dijo la sentencia de veintinueve de mayo de mil novecientos 
setenta y dos (R. 2020), esa facultad de desistimiento no significa dejar 
el cumplimiento y la validez de un contrato al arbitrio de uno de los 
contratantes, sino autorizarlo para poner fin a una determinada situa -
ción jurídica, que en el caso de concesión mercantil en exclusiva no 
procede reconocer se mantenga por tiempo indefinido, porque siguiendo 
la orientación ya marcada en las sentencias de veintitrés de marzo de 
mil novecientos veintiuno, veintinueve de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, dieciocho de marzo y veintiocho de mayo de mil 
novecientos sesenta y seis, catorce de febrero de mil novecientos setenta 
y tres, veintiuno de abril de mil novecientos setenta y nueve y once de 
febrero de mil novecientos ochenta y cuatro, no es posible asignar al 
pacto de exclusiva mediante entre las partes, el carácter de perpetuidad 
que la entidad demandante pretende, dado que su alcance ha de enten -
derse en el sentido de evitar la concurrencia en el mercado de otros en 
la actividad indicada de promoción de ventas y apertura del mercado de 
tractores de la interpelada, entrañando una restricción a la libertad 
comercial de los contratantes, que como tal no admite una interpreta -
ción amplia, sino limitada, de tal forma que cualquier circunstancia 
determinante de falta de confianza, viabilice la posibilidad de denuncia 
unilateral, sin más que dar preaviso en el término pactado o en su 
defecto en el determinado por los usos, y a falta de ambas circunstan -
cias, concediendo un término prudencial atendida la naturaleza de la 
obligación, como admite la sentencia de catorce de febrero de mil nove-
cientos setenta y tres, y que es el remedio al que acudió Motor I., S. A. 
con su carta de dieciocho de agosto de mil novecientos setenta y cinco, 
dirigida a su contraparte, haciéndole saber que «suspendemos todas 
nuestras relaciones comerciales con su firma» y «Cancelamos su designa -
ción como nuestro tratante de los productos que estaban autorizados a 
vender en Siria»; todo lo cual es consecuencia de que aunque en nuestro 
derecho no exista normativa específica, la realidad es que la perpetui-
dad es, salvo casos excepcionales, entre los que no se encuentra el con-
templado, opuesta a la naturaleza misma de la relación obligatoria, al 
constituir una limitación a la libertad que debe presidir la contratación, 
que merece ser calificada como atentatoria al orden jurídico; sin que a 
esa facultad resolutoria se oponga a la solución acogida por los tribuna -
les sirios en orden a reclamaciones ante ellos formulada, ya que afectan 
a devengos producidos antes de la denuncia contractual referida; y sin 
que tampoco sea de examinar en esta «litis», como ya antes se apuntó, 
la problemática referida a las consecuencias o secuelas indemnizatorias 
que pudieran derivarse de la tan repetida denuncia, al no ser cuestión 
sometida a debate; y ello por cuanto todo proceso ha de estar presidido 
por los principios de audiencia y contradicción, cuyo incumplimiento 
haría incidir esta resolución en incongruencia, cuando lo realmente 
debatido en el que se examina, queda reducido a determinar si Motor I., 
S. A. está o no obligada a satisfacer de manera indefinida en el tiempo 
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comisiones a H. Trading Co. en la forma postulada en la demanda. 
DUODÉCIMO.- La acogida de los motivos de casación a que se hizo 
referencia en el fundamento de derecho octavo, hace superfluo o inne-
cesario el examen de los restantes, determinando la casación de la sen -
tencia recurrida y la consiguiente revocación de la sentencia dictada, en 
trece de mayo de mil novecientos ochenta y tres, por el Juzgado de Pri-
mera Instancia número siete, de los de Barcelona, absolviendo a la 
parte demandada y aquí recurrente de los pedimentos suplicados en los 
escritos de alegaciones de su contraparte, sin que proceda hacer expresa 
condena de costas en ninguna de las instancias, ni en las producidas en 
el presente recurso, debiendo cada parte satisfacer las suyas, en cumpli-
miento de lo normado en el artículo mil setecientos quince, inciso 
cuarto de la Ley Procesal Civil. 
(RJA, 1985, nº 6600, 5635) 
30 
TRANSPORTE INTERNACIONAL DE MERCANCÍAS POR CARRETERA. 
Responsabilidad del porteador. Convenio de 19 de mayo de 1956. 
Pérdida de la mercancía 
Tribunal Supremo (Sala 1 ª de lo Civil). SENTENCIA DE 20 DE 
DICIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Rafael Pérez Gimeno. 
La emidad «Victoria F.-V.-A.-G.» presemó. ante el Juzgado de Primera lnstancia nIÍm. 1 
de San Sebastián. demanda de juicio declarativo de mayor cuamía contra «Transportes E .. S. 
L.» sobre reclamación de treinta y tres mil setecientos cinco dólares o su valor en moneda 
espmiola al tiempo de realizarse el pago. más sus intereses legales. como indemnización por el 
importe de mercancías perdidas durante la realización de un transporte internacional por 
carretera por parte de la imerpelada. importe que la actora había tenido que abonar al carga-
dor en virtud de contrato de seguro con él concertado. 
La demandada se opuso. y el Juzgado estimó la demanda sin <'special imposición 
de costas. 
lnterpuesto remrso de apelación por la demandada, la Sala de lo Civil de la Audiencia 
Territorial de Pamplona estinuí el remrso. y con 1wocación de la sentencia impugnada. deses-
timó la demanda. absolviendo de ella a la interpelada. sin expresa condena en costas en nin -
guna de las instancias. 
La sociedad demandame interpuso recurso de casacidn. 
El T. S. declara no haber lugar al rewrso. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- La entidad aseguradora actora, Victoria F.-V.-G., subro-
gada por pago en lugar del consignatario de la mercancía cargada en 
camión en San Ciprián (Espaiia) y que no llegó a su destino en Bias-
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sondo, Milán (Italia), por haber sido sustraída en esta última nac10n, 
reclama de l porteador, en el proceso del que este recurso dimana, el 
importe de dicha mercancía , habiéndose dictado por la Audiencia de 
Pamplona la sen tencia aquí recurrida - revocatoria de la de primera 
instancia- en cuyo tercer considerando afirma « ... que el camión propie -
dad de la empresa demandada fue sustraído por personas desconocidas 
sobre las 21,30 horas del día 9 de marzo de 1.982 en las proximidades 
de Milán , mientras el conductor cenaba en un restaurante, habiendo 
aparecido el vehículo días después sin la carga .. . » y respecto a si el con-
ductor dependiente de la empresa porteadora, tomó o no las precaucio-
nes normales o cumplió Ja diligencia necesaria para evitar el suceso 
destaca « ... que la sustracción del camión tuvo lugar en horas poco propi-
cias , lugar habitado, y supuestamente vigilado por la proximidad de 
fuerzas policiales, sin que de otro lado el conductor permaneciera fuera 
de vista del vehículo mas que durante la cena, tras haber cerrado la 
puerta de acceso .. . » de donde deduce que « .. . se cumplieron las diligen-
cias normales y que no se ha probado de contrario por la actora que el 
robo o sustracción ocurriera por negligencia del conductor...• antes al 
contrario, como declara anteriormente, el hecho fue consecuencia « ... de 
una actuación fuera del círculo del obligado, porteador, y que viene a 
suponer una «vis maior» plenamente probada por el mismo, conforme 
al artículo 361 del Código de Comercio». 
SEGUNDO .- A los efectos del presente recurso es necesario sentar 
como presupuesto jurídico, en primer lugar, que la normativa aplicable 
para decidir las contradictorias pretensiones de las partes está consti-
tuida por el Convenio de Transporte Internacional de Mercancías por 
Carretera de 19 de Mayo de 1.956, al que se adhirió España y que entró 
en vigor el día 19 de Mayo de 1.974, (B. O. E. de 7 de Mayo de 1974) , 
en cuanto su artículo 1°, con independencia del domicilio y nacionali-
dad de las partes contratantes someta a su regulación, con las exepcio-
nes que establece en su párrafo 4°, los transportes de mercancías por 
carretera siempre que concurran los siguientes requisitos : que el con-
trato sea oneroso, que el transporte se efectúe por automóviles, vehícu-
los articulados, remolques y semirremolques, y, finalmente , que Jos 
puntos de origen o toma de la mercancía y el lugar de destino estén 
situados en dos países diferentes , uno de los cuales, al menos, sea con-
tratante, requisitos todos ellos que se dan en el transporte que se des -
cribe en el anterior fundamento; y, en segundo término, que el artículo 
17 del referido Convenio atribuye al transportista la responsabilidad por 
la pérdida total o parcial de la mercancía entre el momento de la recep-
ción y el de la entrega , a no ser que la pérdida haya sido ocasionada, 
entre otros supuestos, por circunstancias que el transportista no pudo 
evitar y cuyas consecuencias no pudo impedir, es decir, por causa de 
fu erza mayor cuya prueba le impone el artículo 18; quedando, por tanto 
centrado el tema aquí debatido, a Ja vista del primer motivo deducido 
al amparo del número 5° del artículo 1.692 de la Ley procesal civil y en 
el que se denuncia la infracción del citado artículo 17, en si la sustrac-
ción del vehículo con su carga, que determinó el incumplimiento con-
tractual por no entrega de la mercancía , puede o no subsumirse en el 
supuesto de fu erza mayor excluyente de la responsabilidad del portea-
dor que contempla el párrafo 2° del indicado precepto; y, a tal efecto, si 
la sentencia recurrida afirma, como se ha consignado anteriormente 
«que la sustracción del camión tuvo lugar en horas poco propicias , lugar 
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habitado, y supuestamente vigilado por la proximidad de fuerzas poli-
ciales, sin que el otro lado el conductor permaneciera fuera de vista del 
vehículo más que durante la cena, tras haber cerrado la puerta de 
acceso ... », es claro que nos encontramos ante un supuesto de exonera-
ción de la responsabilidad del porteador contemplado en el expresado 
artículo, pues si la posibilidad de prever eventos dañosos o perjudiciales 
depende de las circunstancias de cada caso concreto, sin que, en térmi-
nos generales, sea exigible una previsión que exceda de la que pueda 
esperarse de una persona prudente respecto a los riesgos del normal dis-
currir de la vida, y si la evitabilidad o inevitabi!idad del resultado, o 
posibilidad o imposibilidad de impedir las consecuencias del suceso 
dañoso debe ponerse en relación con el grado de diligencia que deba 
prestarse según el tenor de la obligación y que corresponda a las cir-
cunstancias de las personas, del tiempo y del lugar, ningún reproche 
puede hacérsele al conductor del camión, atendidos los expuestos ante-
cedentes y, por tanto, debe afirmarse que la sustracción temporal del 
camión y definitiva de la mercancía se debió a circunstancias que el 
conductor no pudo evitar, puesto que nadie discute en la litis que el 
lugar de aparcamiento del vehículo durante la cena del conductor no 
fuera el adecuado por existir otro más idóneo, ni que fuera descuidado 
por haber dejado el camión abierto, y, en consecuencia, ha de enten-
derse, igualmente, que no pudo impedir las consecuencias que tal sus-
tracción ocasionó en orden al cumplimiento de la obligación de entrega 
de la mercancía en el lugar de destino; concluyendo, por todo ello, que 
tal incumplimiento se debió a fuerza mayor excluyente de la responsa-
bilidad del porteador lo que lleva aparejado el rechazo del indicado 
motivo. 
TERCERO.- Los motivos segundo y tercero deducidos, igualmente, al 
amparo del mismo ordinal 5°, acusan respectivamente la infracción del 
artículo 1.105 del Código Civil en relación con el artículo 631-2 del 
Código de Comercio, y la infracción del artículo 1.104, y 3°, 1 del 
Código Civil, el primero de ellos en relación con el artículo 362 del 
Código de Comercio; motivos que deben decaer, en primer lugar, porque 
la normativa aplicable al caso de litis, como se ha dicho anteriormente, 
es la contenida en el indicado Convenio Internacional de Transporte 
por Carretera, y no la del derecho interno español; en segundo término; 
porque en cualquier supuesto son sustancialmente coincidentes las res-
pectivas regulaciones, en cuanto una y otra excluyen de la responsabili-
dad del porteador los casos de fuerza mayor, en tercer lugar, porque la 
sentencia recurrida afirma que el conductor cumplió con la diligencia 
que le era exigible y, por tanto, excluye su negligencia y niega que deja-
ran de tomarse las precauciones procedentes, y, finalmente, porque nin-
guna declaración contiene la sentencia recurrida relativa a si el 
conductor activó o no el dispositivo antirrobo, y por consiguiente, argu-
mentar sobre su no activación es hacer supuesto de la cuestión, inadmi-
sible en casación. 
CUARTO.- Por lo expuesto procede desestimar el recurso, todo ello 
con expresa imposición de las costas del recurso a la parte recurrente 
por imperativo del artículo 1. 71 5 de la Ley procesal, y sin hacer declara -
ción sobre depósito por no haberse constituido al ser discordantes las 
sentencias de instancia. 
(RJA, 1985, nº 6605, pag. 5646) 
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31 
TRANSPORTE AÉREO . Fletes de carga. Porte aéreo o conoci -
miento aéreo. Convenio de Varsovia de 12 de octubre de 1929 . 
Tribunal supremo (Sala 1 ª, de lo Civil). SENTENCIA DE 31 DE 
DICIEMBRE DE 1985. Ponente: D. Jaime Santos Briz. 
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La representació11 de •Iberia. Lí11eas Aéreas de Espmia S. A.• formuló a11te el Juzgado de 
Pri111era /11sta11cia 11 " 5 de los de Madrid, autos de juicio declarativo de 111ayor cua11tía. co11-
tra «A irpack, S. A.>, sobre recla111ació11 de ca11tidad. 
El Juez de Pri111era /11sta11cia dictó sentencia, por la que. esti111a11do la de111a11da inter-
puesta por la representació11 de «iberia. Líneas Aéreas de Espmia. S. A.>, co11tra «Airpack S. 
A.>, condenó a la parte demandada a que pague a la actora la cantidad de 7. 249.606 pts. 
con sus i11tereses legales desde la i11terposición de la demanda. imponiendo a la demandada 
las costas de juicio. Apelada la sentencia a la Audiencia por la parte dema11dada. desestimó el 
recurso de apelación y co11firmó la sentencia dictada por el Juez de Primera Instancia en 
todas sus partes. sin hacer a ninguno de los litigantes expresa imposició11 de las costas causa-
das en el recurso. 
La representació11 de la demandada. formalizó rewrso de casació11 por i11fracció11 de 
ley. 
El T. S. declaró 110 haber lugar al rewrso i11terpuesto,co11dena11do a la parte recurrente al 
pago de las costas y a la pérdida del depósito constituido. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.- Renunciados en el acto de la vista de casación los dos 
primeros motivos, queda por examinar únicamente el tercero, donde se 
alega la «infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de la 
jurisprudencia que fueren aplicables para resolver las cuestiones que 
fu eren objeto de debate, al amparo del párrafo quinto del artículo mil 
seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil». La acción 
de reclamación de cantidades devengadas por fletes, con previa deduc-
ción de las comisiones correspondientes a la recurrente , que actuaba 
como agente o gestor de fl etes de carga entre entidades expedidoras y 
empresas dedicadas al transporte , fue estimada en ambas instancias al 
cons iderar probada la suma debida, previa apreciación de la prneba 
pericial practicada para mejor proveer. Siendo de resaltar que la recu -
rrente no actuaba en las sucesivas relaciones jurfdicas continuadas de 
agencia de gestión de portes como cargadora, ni como porteadora y 
menos como consigna taria o destinataria de las mercancías objeto en 
cada caso del transporte, sino como mero agente comisionista interme-
diario, y de ahí que no pueda serle aplicable el artículo novecientos cin-
cuenta y uno del Código de Comercio, que se refie re a la prescripción de 
acciones re lativas al cobro de fletes y gastos a ellos inherentes, cuyo 
plazo de seis meses empieza a contarse desde «la en trega de los efectos 
que los adeudaron», frase esta última que ninguna re lación tiene con el 
comisionis ta encargado de percibi r de los destinatarios de las mercan-
cías los fl etes correspondientes y de entregar su importe a l porteador, 
previa deducción de l prem io de comisión. Por ello, el supuesto de 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
hecho debatido encaja más precisamente en el artículo doscientos 
sesenta y tres del mismo Código, referido a la obligación de rendir 
cuentas específicas y justificadas que tiene el comisionista, reteniendo el 
importe de la comisión y reintegrando al comitente (en este caso el por-
teador o empresa recurrida), en el plazo y forma que éste prescriba, el 
sobrante que resulta a su favor. Y siendo así es preciso también observar 
que el mismo Código sustantivo citado no contiene un plazo específico 
o expreso de prescripción referido al contrato de comisión mercantil, ni 
tampoco se refiere a dicha prescripción la Ley de navegación aérea cua-
renta y ocho mil novecientos sesenta, ele veintiuno ele julio , ni el Con-
venio para la unificación de ciertas reglas relativas al transporte aéreo 
internacional, firmado en Varsovia el doce de octubre de mil novecien-
tos veintinueve y en vigor para España desde mil novecientos sesenta y 
seis. Estas normas internacionales y la Ley de navegación aérea regulan 
únicamente una prescripción de las acciones de responsabilidad en caso 
de accidentes por da!'ios en las personas o en las cosas (artículos ciento 
quince a ciento veinticinco de esta última Ley y diecisiete a treinta del 
Convenio citado), cuestión distinta ele la acción cuyo ejercicio se plasmó 
en la demanda inicial de esta litis. 
SEGUNDO.- No es procedente tampoco la aplicación analógica del 
artículo novecientos cincuenta y uno del Código de Comercio al 
supuesto de esta litis: a) porque como ya se ha expuesto no se trata en 
el debatido de un caso ele entrega ele mercancías por transporte, ni, por 
tanto, desde la misma entrega puede contarse el plazo prescriptivo, sino 
ele liquidación de cuentas ele agente comisionista respecto del comi-
tente; b) por consiguiente, no concurre el supuesto de hecho aludido en 
el artículo cuarto, apartado uno, del Código Civil para la aplicación ana -
lógica en cuanto los dichos supuestos no son semejantes ni se aprecia 
entre ellos iclenticlacl ele razón; c) en último término, la aplicación del 
plazo prescriptivo propuesto exigiría una fecha ele inicio o arranque del 
mismo, que es cuestión de hecho sometida a la libre apreciación del 
Tribunal de instancia, el cual no fija ninguna en este sentido, por lo 
que mal podría hacerse efectiva la prescripción alegada, salvo, lo que es 
improcedente, que esta Sala actuando como una tercera instancia revi-
sase toda la prueba practicada para determinar aquella fecha de 
arranque. 
TERCERO.- En defecto de disposición expresa sobre prescripción de 
acciones derivadas de contratos ele comisión o agencia, tanto en el 
Código de Comercio como en leyes mercantiles especiales, se aplicará el 
precepto del artículo cuatro, apartado tres, del Código Civil, a cuyo tenor 
«Las disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en las 
materias regidas por otra leyes». Ya que cuando no existe una remisión 
explícita a un determinado cuerpo legal como Derecho supletorio se 
aplicará las disposiciones del Código Civil. Y así reconducida la cues-
tión, ha de estimarse equivocada la posición que adopta a este respecto 
la sentencia recurrida, al aplicar al caso en cuestión la prescripción ele 
cinco arios que prevé el artículo mil novecientos sesenta y seis del 
Código Civil en su número tercero para pagos «que deban hacerse por 
darios o en plazos más breves», en cuanto que se trata del pago ele prin-
cipal que carece ele la nota de periodicidad, como es la liquidación de 
comisiones, dependiente lógicamente ele que proceda, con independen-
cia de toda periodicidad, que no resulta acreditada en autos. La regla 
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tercera del artículo mil novecientos sesenta y seis, como se deduce de lo 
declarado por esta Sala -Sentencia de dieciséis de mayo de mil nove-
cientos cuarenta y dos, no es de aplicación al caso en que se trata de 
hacer efectivo el total importe de pagos independientes, pues esta pres-
cripción se regula por el artículo mil novecientos sesenta y cuatro; 
aparte de que el mismo artículo mil novecientos sesenta y seis fue dic-
tado para aquellas obligaciones en que el pago de lo principal es perió-
dico, nota de la que, como se ha dicho, carece el pago de fletes recibidos 
de otras personas y la retención de comisiones a favor de 1 agente. Con -
sideraciones que no trascienden sin embargo el fallo recurrido, que ha 
de ser el mismo, al proceder la desestimación del recurso, aunque admi-
tiendo que el plazo de prescripción no es el aceptado por la Sala de ins-
tancia, sino el general de las obligaciones personales que no tienen 
plazo especial. En definitiva, es procedente también el rechazo de este 
motivo y con él la desestimación de la totalidad del recurso. 
CUARTO.- Por disposición del párrafo último del artículo mil sete-
cientos quince de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la recurrente pagará 
las costas del recurso desestimado, y se acordará la pérdida del depósito, 
al que se dará el destino legal. 
(RJA, 1985, nº 6625, pag. 5677) 
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